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Ante todo, deseo mostrar mi agradecimiento, y mi satisfacción, por intervenir 
en este ciclo interacadémico de conferencias organizado por el Instituto de 
España sobre el balance y perspectivas de nuestra Constitución. La mía de 
hoy, que pronuncio en mi condición de miembro de la Real Academia de Ju-
risprudencia y Legislación, estará dedicada a expresar mi preocupación por la 
situación actual de nuestra democracia constitucional, que, a mi juicio, está su-
friendo un proceso de degradación que, si no se remedia, puede poner en pe-
ligro su propia existencia. Dado el breve espacio de tiempo, 20 minutos, que 
ha de tener mi intervención, procuraré destacar sólo los problemas esenciales.

1. AHORA, QUE HACE UNOS MESES SE HA CUMPLIDO EL CUADRA-
GÉSIMO QUINTO ANIVERSARIO DE NUESTRA CONSTITUCIÓN, 
quiero comenzar mi exposición diciéndoles que, a mi juicio, esta Constitución, 
no siendo perfecta, que ninguna lo es, creo que puede considerarse como 
una buena Constitución, tanto por el gran consenso que guió su elaboración 
y aprobación, como por su contenido, que establece un auténtico Estado de-
mocrático, y por ello un verdadero Estado de Derecho, con división de pode-
res y garantía de los derechos fundamentales, una Monarquía parlamentaria 
bien regulada, un régimen parlamentario equilibrado y unas bases del Estado 
autonómico que, cualquiera que fuese su desarrollo, habrían de respetarse. 
Es cierto que quizás, en el futuro, fuera conveniente reformarla para mejorar-
la, pero mientras no se den las condiciones políticas necesarias para ello, su 
texto actual, si se aplica correctamente, puede seguir siendo un instrumento 
útil para garantizar la convivencia de los españoles en paz, justicia, igualdad y 
libertad. Por ello, creo firmemente que los evidentes problemas actuales que 
afectan a nuestra vida pública no se deben tanto a carencias del texto consti-
tucional como a su inaplicación o a su falseamiento, que es lo que, desde hace 
algún tiempo, a mi juicio, está sucediendo.

2. ESE INCUMPLIMIENTO, O INCLUSO FALSEAMIENTO, DE LA 
CONSTITUCIÓN, 
que, desde hace años, aunque sea sólo parcialmente, se había iniciado, con 
la consiguiente erosión de determinadas las instituciones públicas, nos llevó 
a un grupo de profesores eméritos a calificar a finales del año 2022 a nues-
tra democracia como una “democracia menguante”, que fue precisamente el 
título que le dimos al libro que entonces publicamos. Allí constatamos que tal 
situación era la consecuencia de una serie de causas interrelacionadas, entre 
las cuales, como principales, estaban: 

a.	 De un lado, el mal funcionamiento de nuestros partidos políticos, tenaz-
mente dispuestos a colonizar las instituciones públicas de control, con mer-
ma de su necesaria independencia, trasformando el Estado “con” partidos 
en un Estado “de” partidos en el que se pone el alto riesgo la división de 
poderes; unos partidos que se han convertido, además, en meras agencias 
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de colocación sin control de calidad; en instrumentos cuyo único objetivo 
es conquistar el poder y mantenerse en él. 

b.	 Y, de otro, la extrema polarización política, con la consiguiente conversión 
del adversario político en enemigo y la deliberada renuncia de los dos 
grandes partidos nacionales a la adopción de pactos transversales en los 
asuntos fundamentales del Estado y de la sociedad. 

Estas causas produjeron, inevitablemente, una erosión institucional que en-
tonces señalamos. Pero tal erosión de ha intensificado después, partir de 
2023, hasta tal punto que nos tememos que, hoy, si la situación no se reme-
dia, nuestra democracia “menguante” puede estar en camino de pasar a ser 
“desfalleciente”. 

Lo que ha sucedido porque, en la actualidad, a aquellos problemas enton-
ces señalados en 2022 se han acumulado ahora otros aún más graves para 
nuestra democracia constitucional. Me referiré sólo a los que me parecen más 
significativos:

a.	 Respecto del Estado democrático: la tendencia al “despotismo de la mayo-
ría”, con manifiesto desvío de lo que la Constitución establece.

En nuestra democracia constitucional (y en cualquier otra) el parlamento no 
es soberano; la democracia “de mayoría” no puede situarse por encima de 
la democracia “de consenso”; no bastan con las elecciones para legitimar 
las decisiones políticas, tampoco basta con seguir, para adoptarlas, los pro-
cedimientos (administrativos o parlamentarios) requeridos; la democracia 
constitucional no es sólo procedimental, sino también sustantiva, de ahí 
que existan límites materiales que ni el legislador ni cualquier otro poder 
público pueden traspasar. Cuando ello sucede, como está sucediendo, la 
democracia constitucional puede haber iniciado el camino de su disolución. 

b.	 Respecto de la forma parlamentaria de gobierno: la instauración de un 
“parlamentarismo destructivo” y un “presidencialismo” contrarios a nuestro 
modelo constitucional de parlamentarismo equilibrado y “constructivo”; lo 
que ha conducido a un fortalecimiento desmedido del poder Ejecutivo, a 
la decadencia extrema del control parlamentario, a la difuminación total de 
la distinción entre parlamento y Gobierno, y a la irrelevancia de las Cortes 
Generales. 

Una irrelevancia que es consecuencia de la práctica desaparición de su 
función de control político y de la degradación de su potestad legislativa 
por el abuso imparable de los decretos-leyes, convertidos hoy en el modo 
ordinario de legislar, e incluso por la pérdida de calidad de las leyes que sí 
procedan del parlamento, pero que, veces por su contenido sectario, pero 
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sobre todo por su modo apresurado y defectuoso de tramitación en las 
Cámaras, ponen en riesgo cierto la dignidad y la efectividad general que 
las leyes debieran tener. 

Por otro lado, aunque se realiza un buen trabajo en las comisiones de las 
Cámaras, las sesiones parlamentarias en los plenos se han convertido, en 
la actualidad, en un espectáculo indigno en el que imperan las descalifi-
caciones mutuas, en las que se apela al insulto como forma ordinaria del 
discurso político, en una suerte de lucha de trincheras, de enfrentamien-
tos entre bandos enemigos, donde la tolerancia y las formas de la mera 
educación han desaparecido casi por completo. Esa falta de ejemplaridad 
institucional ha convertido, prácticamente, a los plenos en una especie de 
lodazal, esto es, en la peor imagen que podrían dar de sí mismos. 

c.	 Respecto del Estado autonómico: la persistencia de sus evidentes pro-
blemas funcionales que siguen aún sin resolverse, pero lo que es peor, el 
agravamiento de sus problemas estructurales como consecuencia de lo 
acordado en los pactos recientes del Gobierno y el PSOE con Bildu, ERC, 
Junts y PNV, en los que se propician la introducción de rasgos confedera-
les que destruirían la organización territorial del Estado (de nuestro Estado 
autonómico y de cualquier otro que de tipo federal), la desintegración de 
la unidad de la nación, la ruptura de la igualdad entre todos los españoles 
y la atribución de privilegios a determinadas Comunidades Autónomas en 
detrimento de las demás.

d).	Respecto del Estado de Derecho: la degradación de la ley a lo que ya atrás 
me referí. Pero, además, la exacerbación de la tendencia a la politización 
de la justicia, ya abonada desde hace tiempo por la designación mediante 
cuotas políticas de los miembros de altos órganos jurisdiccionales y del 
Consejo General del Poder Judicial, pero ahora acentuada por el acoso a 
la independencia judicial que están llevando a cabo, dentro y fuera de las 
Cámaras, determinados cargos públicos. 

La reciente creación de una comisión parlamentaria para controlar, polí-
ticamente, a los jueces y tribunales es, por ahora, un nuevo escalón en 
ese proceso de acoso y deslegitimación del Poder Judicial. En esta misma 
línea se inscribe el recurrente propósito gubernamental de “desjudicializar 
la política”, que no es otra cosa que pretender que la política no esté no 
sometida al Derecho, sino el Derecho a la política. 

A todo ello debe añadirse el muy severo ataque que nuestro Estado de 
Derecho ha sufrido por la desprotección penal de su necesaria defensa, a 
consecuencia de la derogación del delito de sedición y la reforma a la baja 
del delito de malversación, y el aún el mayor ataque que va a recibir si final-
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mente se aprueba la inaudita (por claramente inconstitucional) proposición 
de ley de amnistía.

En este punto quiero alertar sobre la muy extraordinaria gravedad que tie-
ne la erosión del Estado de Derecho, en cuanto que pone en extremo pe-
ligro una pieza sustancial de nuestro sistema de convivencia. Sin el Estado 
de Derecho no hay democracia posible, pero tampoco, como he reiterado 
tantas veces en mis publicaciones, expectativas razonables de desarrollo 
económico y social. Es la seguridad jurídica la que nos proporciona el dis-
frute, efectivo, de los derechos civiles, políticos, sociales y económicos. Sin 
ella no están aseguradas, ni la paz, ni la libertad, ni la igualdad, ni el bienes-
tar, que son, no sólo las condiciones para que nuestra democracia consti-
tucional funcione debidamente, sino también los fines que esa democracia 
propugna. 

3. LA CONFLUENCIA DE TODOS LOS FACTORES DESTRUCTIVOS, 
que he venido examinando en relación con nuestra democracia, nuestra forma 
parlamentaria de gobierno, nuestro Estado autonómico y nuestro Estado de 
Derecho, hace que hoy estemos, y no creo exagerar, ante una situación muy 
grave, la más grave, quizás, que para la Constitución se ha producido desde su 
entrada en vigor, no sólo porque se están erosionando intensamente todas las 
líneas maestras de nuestra estructura constitucional, sino, además, porque el 
peligro de su destrucción no viene de fuera, sino de dentro del propio sistema. 

Esta especial intensidad de la crisis institucional española es la que la distin-
gue de la crisis general de la democracia constitucional que hoy afecta tam-
bién a otros países (basta con poner el ejemplo de lo que está sucediendo en 
los Estados Unidos). Ante esa realidad hay que reaccionar con urgencia, pues, 
como sabemos, hoy, las democracias no suelen perecer por su toma al asalto, 
sino por su degradación interna.

4. ¿QUÉ HACER? 
Ante el panorama descrito, cabría preguntarse si existe, en el caso de España, 
algún remedio y de qué naturaleza.

a.	 Remedios políticos: recuperar el pacto fundacional de nuestro sistema cons-
titucional, basado en el consenso y la no polarización (es lo que podríamos 
llamar al sustrato político de la Constitución: pacto entre el centro-derecha 
y el centro izquierda para los asuntos fundamentales del Estado); procurar 
el funcionamiento, con lealtad a la Constitución, de los partidos y los diri-
gentes políticos; dotar de ejemplaridad y eficacia a las instituciones.
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Sin embargo, hoy ese remedio político parece, entre nosotros, muy impro-
bable, porque muy improbable resulta que los mismos que han impulsado 
el deterioro y basan, justamente en ello, su dominio del poder, cambien 
ahora de actitud. 

b.	 Remedios jurídicos: reformar el modelo de designación de los vocales del 
CGPJ y de los magistrados del TS y TC (e incluso de los organismos de su-
pervisión de los mercados) para despolitizarlos, abandonando por una vez 
el inconstitucional reparto por cuotas de partido; reforzar más aún la inde-
pendencia judicial y, por supuesto, garantizar de mejor manera la autono-
mía del Ministerio Fiscal; recuperar la debida protección penal del Estado; 
reformar la regulación de los partidos políticos para evitar el “cesarismo” 
que, en su organización interna y su funcionamiento, ha producido la cri-
ticable introducción de las “primarias”; reformar el sistema electoral para 
impedir la injusta sobrerrepresentación actual de los partidos independen-
tistas y, con ello, desactivar su capacidad de condicionar la gobernación y 
la política de Estado desde unas posiciones que, demográficamente, son 
muy minoritarias en el conjunto de la población española. 

El problema es que tales medidas requerirían ser adoptadas mediante le-
yes, que en algunos casos tendría que ser leyes orgánicas, para las que no 
hay en estos momentos mayoría suficiente en el Congreso de los Diputa-
dos. Salvo que se unieran, para impulsarlas y apoyarlas, los dos grandes 
partidos nacionales, cosa que hoy, lamentablemente, parece ilusoria. 

c.	 Remedios sociales: la reacción mayoritaria de los ciudadanos oponiéndo-
se, obviamente por medios legales y pacíficos, a que se desmantele nues-
tra democracia constitucional. 

También lo veo difícil, porque me parece que una buena parte de la socie-
dad española pudiera haber abrazado, por sectarismo, egoísmo, tibieza o 
cobardía, la “servidumbre voluntaria”. De todos modos, la creciente repulsa 
ciudadana, individual o colectiva, a lo que está sucediendo, incluido el re-
chazo socialmente mayoritario a la actual e inconstitucional proposición de 
ley de amnistía, un rechazo que incluye además el de sectores profesiona-
les, públicos y privados, de especial relevancia, hace pensar que la “servi-
dumbre voluntaria” aún no se apoderado por completo de la sociedad. Ahí 
es donde puede quedar alguna esperanza.
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5. CONCLUSIONES
Soy pesimista, pero, como acabo de decir, no he perdido del todo la espe-
ranza. La sociedad española, que ha adquirido un algo grado de desarrollo y 
bienestar, no creo que esté mayoritariamente dispuesta a asistir, de manera 
impasible, a que nuestro sistema de convivencia se destruya. 

Incluso creo que, pese al profundo deterioro de nuestras instituciones polí-
ticas, aún quedan algunos resortes estatales que pudieran detener el actual 
proceso de destrucción de nuestra democracia constitucional: las instituciones 
jurisdiccionales internas (y de la Unión Europea), que aún conservan, aunque 
sea con dificultad, su posición de independencia, y, por supuesto, nuestro 
Tribunal Constitucional si ejerce, como así lo hizo en el pasado, su función 
de custodio fiel de la Constitución y rechaza las incitaciones que recibe para 
utilizar un “constructivismo jurídico” que lo convirtiera, con quebranto de sus 
funciones, en el dueño de la Constitución en lugar de ser su guardián que es lo 
que la propia Constitución y la Ley Orgánica de la institución le exigen. 

Esos resortes jurisdiccionales están obligados a reparar el falseamiento de 
la Constitución que se está produciendo, y no me refiero sólo, aunque es un 
asunto clave, a la inaceptable ley de amnistía cuando sea finalmente aprobada 
por las Cortes Generales, sino también a la devastación general de las institu-
ciones políticas que, por inobservancia de las exigencias constitucionales, hoy 
se está experimentando, y de lo que la ley de amnistía es sólo una muestra, 
aunque sea la más inmediata y relevante. 

Como ha dicho tan acertadamente el Rey en su reciente mensaje navideño: 
“Fuera del respeto a la Constitución no hay democracia ni convivencia posi-
bles, no hay libertad, sino imposición, no hay ley, sino arbitrariedad. Fuera de 
la Constitución no hay una España en paz y libertad”. 

Y la cita de ese mensaje regio me conduce a otra reflexión. Tenemos que 
proteger a nuestra Monarquía parlamentaria, tanto frente a los que quieren 
destruirla como a los que le exigen que desempeñe un poder que la Cons-
titución no le otorga y que, de ejercerlo propiciaría, sin duda, el camino de 
su desaparición. A veces, los supuestos amigos son más peligrosos que los 
declarados enemigos. 

Hoy, ante el panorama desolador de la erosión institucional que sufrimos, sólo 
nos quedan, como resortes para remediarla, aparte del Poder Judicial, guar-
dián de nuestro Estado de Derecho, la Monarquía parlamentaria como sus-
tento casi en solitario de la unidad y permanencia del Estado y de la nación. 
Tenemos, por fortuna, un Rey ejemplar, en su vida personal y en su cometido 
institucional. Él sabe muy bien cumplir correctamente sus funciones. Pero no 
pidamos al Rey lo que él no puede dar. Puede advertir y animar en los momen-
tos de crisis, y así lo ha venido haciendo, con claridad y determinación, lo que 
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no puede es ejercer por sí mismo, activamente, un control sobre las leyes que 
resultaría inaceptable en la Monarquía parlamentaria. 

Respetar y proteger a la Monarquía parlamentaria frente a sus enemigos y 
también frente a algunos de sus equivocados amigos, es condición para que 
la sigamos conservando, ahora, en esta crisis y, después, cuando, ojalá, la cri-
sis, por fin, se remediara, puesto que deberá seguir siendo una de las piezas 
fundamentales de nuestro sistema constitucional, porque estoy convencido 
de que, en España, por nuestras particulares circunstancias históricas, si la 
Monarquía desapareciera, desaparecerían también la Constitución y la propia 
nación, no sólo nuestra nación histórica, sino también nuestra nación demo-
crática formada, en cada momento, por una comunidad de ciudadanos libres 
e iguales en su libertad. 

Termino ya con una consideración final. Creo, como dije al principio, que los 
problemas políticos actuales derivan no tanto de defectos de la Constitución 
como de su inaplicación o falseamiento. Pero, aunque ahora esos problemas 
se resolviesen, lo que veo improbable, pero no descartable por las razones 
que antes he dado, también creo que, en el futuro, para tratar de evitar que si-
tuaciones así vuelvan a producirse, sería muy conveniente que reformásemos 
nuestra Constitución para dotarla de mayores garantías respecto de las líneas 
maestras de nuestra democracia. 

Esa reforma tendría que servir para aclarar nuestra estructura territorial, de-
finiendo con más precisión las competencias exclusivas del Estado que, en 
ningún caso, y de ningún modo, pueden corresponder a la Comunidades Au-
tónomas, y acentuando y garantizando mejor los rasgos federales de nuestro 
sistema autonómico; también para eliminar la preferencia del varón sobre la 
mujer en el acceso al trono (algo que no es éticamente sostenible, que hoy 
está resuelto, afortunadamente, por la propia naturaleza, pero que en un futu-
ro, aunque sea lejano, puede presentar problemas que convendría despejar). 

Pero que también serviría, principalmente, para introducir, de forma expresa, 
en el texto constitucional, las medidas y los instrumentos de control que impi-
diesen la destrucción de nuestra democracia desde el interior de las propias 
instituciones. 

La experiencia que nos ha deparado los cuarenta cinco años de vigencia de 
nuestra Constitución ha puesto de manifiesto la facilidad que ésta ha otorgado 
para que, deslealmente, se la pueda falsear. Ha llegado la hora, pues, de que, 
en la propia Constitución, y no sólo en las leyes, se introduzcan los resortes 
oportunos para protegerla frente a los que quieren destruirla. Para que nuestra 
democracia, aunque no sea “militante” ideológicamente, sí sea “resistente” 
jurídicamente como, por principio, debe serlo toda democracia constitucional.
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Sim embargo, esa importante reforma constitucional requeriría de un consen-
so político y social al menos tan amplio como el que existió cuando la Consti-
tución actual fue aprobada. Como eso, en el panorama político actual, parece 
prácticamente imposible, tendría que dejarse para un futuro que no lo veo 
cercano. De todos modos, con dije desde el principio de mi exposición, aún sin 
esa reforma, nuestra Constitución puede seguir siendo válida a condición de 
que efectivamente se cumpla, que es lo que no está sucediendo. 

Por ello, en el presente, el cumplimiento de la Constitución (y no su reforma) es 
por ahora la única esperanza que podemos tener para que la grave crisis ins-
titucional que padecemos, al menos coyunturalmente se resuelva. Pero tam-
bién, en ese plano coyuntural, el horizonte es sombrío, dada la degradación a 
que ha llegado nuestro sistema político. 

Pero, incluso ante ese panorama, no debemos dejarnos llevar por la resigna-
ción, abandonando toda esperanza. Tenemos la obligación de resistir y de re-
accionar. Sobre todo, los juristas que hemos dedicado nuestra vida profesional 
a la defensa del Estado constitucional y democrático de Derecho no debemos 
callar. Tenemos la obligación de denunciar el deterioro constitucional que se 
está produciendo, y de exigir a los políticos y a las instituciones que pongan 
fin a la extrema polarización actual y actúen con la debida lealtad a la Consti-
tución, único camino para recuperar la concordia, tan necesaria en cualquier 
democracia constitucional. 

Es cierto que esa llamada de alerta que a todos, como ciudadanos, nos co-
rresponde hacer, cualquiera que sea nuestra profesión, se convierte, creo, en 
una auténtica obligación de quienes hemos dedicado nuestra vida al cultivo 
del Derecho, que, si queremos permanecer fieles a ese oficio que tiene por 
finalidad procurar la estabilidad de un sistema de convivencia social civilizada, 
no podemos, de ninguna manera, guardar silencio ante los intentos de des-
trucción de lo mejor que, históricamente, le ha sucedido a España desde hace 
siglos: la Transición política y la Constitución, que nos han proporcionado más 
de cuatro décadas de prosperidad, paz y libertad. 
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La Constitución Española (CE) de 1978 se ha manifestado, durante 45 años, 
como un documento esencial de reconocimiento de derechos y su protección, 
lo que la convirtió en fuente permanente e inagotable de normativas que, reco-
giendo sus artículos, los desarrollaban a través de acciones específicas a cum-
plir por el Estado y las Comunidades Autónomas (CCAA). Todo ello contribuye 
a afianzar la dignidad de los españoles y su convivencia en igualdad y sobre 
el principio de justicia.

CONCEPTO DE SALUD Y SU PROTECCIÓN LEGAL
La salud según la Organización Mundial de la Salud (OMS) es: Estado de com-
pleto bienestar físico, mental y social, y no solamente la ausencia de afeccio-
nes o enfermedades.

El Diccionario de Términos Médicos de la Real Academia Nacional de Medici-
na (1), define la Salud: (lat. salūt(em) ‘salud’… Estado de un organismo que es 
capaz de ejercer normalmente todas sus funciones, incluidas las psíquicas en 
el ser humano, y no tiene ninguna manifestación clínica o analítica de enfer-
medad.

Observ: Aunque este término suele aplicarse al ser vivo en su conjunto, se 
utiliza también para calificar el buen desarrollo y funcionamiento de una parte 
del mismo, como un órgano, un tejido o un sistema.

Históricamente, la salud individual y colectiva ha sido una preocupación para 
todos los gobernantes, por lo que representa para la prosperidad y el bienes-
tar de un país. En España, fue la Ley General de Sanidad (2) la que en 1986 
articuló todas las normas anteriores (siglo XIX y XX), teniendo ya como refe-
rencia a la Constitución Española (CE), desde 1978 y a su artículo 443, como 
fundamental, al respecto (3). 

Como antecedentes y de forma somera citaremos los siguientes hitos, acordes 
con la situación socio-política de España en cada momento. Hemos de ir al 
proyecto de Código Sanitario de 1822, como primer Proyecto de ley unificador 
de la situación sanitaria en España, en el que colaboró la Real Academia Mé-
dica Matritente, pero que no llegó a aprobarse. La aprobación de la Ley de 28 
de noviembre de 1855, en la que intervino Méndez Álvaro, consolidó la Direc-
ción General de Sanidad como un órgano que pretendía unificar las acciones 
sanitarias (4). Esta Ley se mantuvo hasta el Real Decreto de 12 de enero de 
1904, que aprobó la Instrucción General de Sanidad, y que influyó poco en la 
organización pública al servicio de la Sanidad. 

La Ley de 14 de diciembre de 1942 creó el Seguro Obligatorio de Enfermedad, 
vinculado al Instituto Nacional de Previsión (5). 
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En 1944, la Ley de Bases (6), aunque innovadora en algunos aspectos, man-
tuvo la organización anterior según la Dirección General de Sanidad, y con 
la encomienda de desarrollar tareas preventivas para la colectividad, lo que 
incluía medio ambiente, riesgos laborales, saneamientos, alimentación, etc., 
quedando al margen todo lo asistencial respecto al individuo, que se aborda a 
través de estructuras parciales y dirigidas a enfermedades concretas (tubercu-
losis, enfermedades mentales….). 

La Ley de Hospitales de 21 de julio de 1962, intentó la coordinación de estas 
estructuras asistenciales (7).

La próspera evolución del Seguro Obligatorio de Enfermedad llevó a su rees-
tructuración mediante el Decreto 2065/1974 que aprobó el texto refundido de 
la Ley General de la Seguridad Social (8), en el que ya se dibuja el sistema de 
Seguridad Social que llegó en 1986 con ampliación de patologías atendidas y 
de grupos de población cada vez más extensos. El Ministerio de Sanidad apa-
rece como un órgano gestor y administrativo muy necesario.

Así las cosas, la CE de 1978 reconoce en su artículo 43 la protección de la sa-
lud y en el 49 el derecho de todos los ciudadanos a dicha protección, lo que se 
debía asumir por las Comunidades Autónomas que van a recibir importantes 
transferencias en materia de salud. Sin embargo, la unificación en los Servicios 
Sanitarios de todo el territorio nacional debe ser competencia del Estado.

Con estos antecedentes, la Ley General de Sanidad (2), responde a estos 
principios constitucionales. Esta Ley constaba de siete Títulos y 116 artículos, 
habiendo experimentado a lo largo de 38 años numerosas modificaciones, a 
través de normas y leyes específicas.

Consecuencia de toda la normativa mencionada se creó el Sistema Nacional 
de Salud (SNS) con un modelo lo más uniforme posible, dentro de las pecu-
liaridades que puedan existir. Así, el SNS lo integran los Servicios de Salud 
de todas las Comunidades Autónomas, imponiendo la Ley el Servicio de Sa-
lud autonómico que integrará todos los centros de la Comunidad, ya sean de 
ayuntamientos, diputaciones u otros, siendo la Comunidad responsable de su 
integración y organización (art 50 LGS). Esto se debía hacer de forma progre-
siva y atendiendo a las situaciones de las diferentes CCAA, con cesión de 
transferencias adaptadas a lo dicho.

Se crean las Áreas de Salud como elementos básicos de los Servicios de Sa-
lud de las CCAA, desde ellas se ofrecerán todas las prestaciones propias del 
sistema sanitario, con voluntad de descentralización, pero desde la eficacia 
y la eficiencia. Las Corporaciones Locales tendrán derecho a participar en la 
gestión de estas Áreas de Salud para que no queden marginadas en tareas 
que desarrollaron durante mucho tiempo. 
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En estos cambios tendrán importancia las disposiciones presupuestarias y clara 
voluntad de integración armónica y respetuosa con el fin principal de mejorar la 
salud individual y colectiva de los ciudadanos en todo el territorio nacional. 

Al Gobierno se le pide unificación legislativa y centrada en contenidos especí-
ficos que regulen mejor todos los aspectos de la salud.

A nivel europeo también es abundante la legislación comunitaria, sin embar-
go sólo citaremos el Reglamento Sanitario Internacional (9), como mecanismo 
para controlar la propagación de enfermedades. Aunque constituye preocupa-
ción principal de la OMS, epidemias como el ébola o el SARS-2, son expresión 
del fracaso de su cumplimiento. 

PROTECCIÓN DE LA SALUD EN LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA (CE)
Esta protección se concreta en los artículos 43 y 49 que dicen:

Artículo 43
1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud.

2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través 
de medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios. La ley 
establecerá los derechos y deberes de todos al respecto.

3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física 
y el deporte. Asimismo facilitarán la adecuada utilización del ocio.

Artículo 49
Los poderes públicos realizarán una política de previsión, tratamiento, reha-
bilitación e integración de los discapacitados físicos, sensoriales y psíquicos 
a los que prestarán la atención especializada que requieran y los ampararán 
especialmente para el disfrute de los derechos que este Título otorga a todos 
los ciudadanos.

Queda así protegida la salud a través de los recursos que se dispondrán opor-
tunamente. Con frecuencia, en diversos ámbitos, ese concepto jurídico de 
“derecho a la protección de la salud” se cambia por el del “derecho a la sa-
lud”, circunstancia que es imposible de garantizar desde ninguna instancia por 
competencias y recursos que ésta tenga. 

Son los apartados 1 y 2 del artículo 43, los que expresan con rotundidad el 
reconocimiento a la protección de la salud como un derecho. Se impone a los 
poderes públicos la responsabilidad de organizar y tutelar la salud pública con 
medidas preventivas y las prestaciones y servicios que sean necesarios.
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Consideramos que de esta redacción se deducen dos tipos de acciones: Las 
Medidas preventivas como decisiones generales pensadas y programadas 
para la colectividad y los grupos sociales, atendiendo a los riesgos generales 
y específicos de los diferentes grupos. Y las Prestaciones y Servicios como 
acciones de diversa índole, dirigidas al individuo concreto, atendiendo a sus 
necesidades en los diferentes aspectos implicados en la salud.

Podemos decir por tanto, que la CE promulga: 				     

	 Protección individual. A través de las Prestaciones y Servicios. Con ellas-
tiene en cuenta al individuo concreto en el que se han identificado sus pa-
tologías y los posibles remedios de que estas se puedan beneficiar. Esto se 
hace realidad a través de la asistencia sanitaria organizada a nivel nacional 
en la atención primaria y en la asistencia hospitalaria con todas sus especia-
lidades, tanto en la medicina pública como en la privada. Las Prestaciones 
y Servicios forman parte y contribuyen a materializar el derecho a la protec-
ción de la salud individual a través de la asistencia sanitaria que será de la 
mayor y mejor calidad posible.

	 Protección colectiva. A través de las Medidas preventivas. Las entendemos 
como los recursos de que se dispone para mantener la salud y evitar la apa-
rición de enfermedades. La práctica médica y la investigación proporcionan 
los conocimientos científicos que permiten conocer el origen de muchas 
enfermedades y las circunstancias que favorecen su aparición. Basándose 
en ellos se pueden establecer las conductas saludables y los recursos cuya 
eficacia se conoce frente a determinadas enfermedades, especialmente a 
las que se transmiten entre las personas, o las que se derivan de determi-
nados ambientes laborales, o las procedentes de animales, de manera que 
la aplicación de estas medidas evitarán la trasmisión y mantendrán la salud 
individual y la colectiva y pública. 

Entendemos esta dualidad de acciones atendiendo al significado de los tér-
minos empleados y porque nos parece acertado considerar la conjunción de 
actuaciones de cara a conseguir una organización más eficiente. Este mismo 
espíritu se plasma en la Constitución Europea. Autores que han considerado 
el tema (10), destacan que este importante documento es excesivamente es-
cueto al resumir un derecho fundamental de tanta importancia y que expresa 
en los siguientes términos: «toda persona tiene derecho a la prevención sa-
nitaria y a beneficiarse de la atención sanitaria en las condiciones estableci-
das por las legislaciones y las prácticas nacionales. Al definirse y ejecutarse 
todas las políticas y acciones de la Unión se garantizará un alto nivel de pro-
tección de la salud humana». 

Los autores citados también entienden que los ámbitos protegidos en la C. 
Europea son dos y se complementan entre sí, de un lado la asistencia sanitaria 
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y de otro, las actuaciones en salud pública; lo que encaja con las expresiones 
ya comentadas de “prestaciones y servicios” y de “medidas preventivas”; es 
esta dualidad la que fundamenta la crítica de que el ministerio se denomine, 
exclusivamente, Ministerio de Sanidad sin referencia alguna a la tarea preven-
tiva. El concepto de prevención y de asistencia son complementarios y deben 
organizarse y desarrollarse de forma paralela e integrada. 

Vista la coincidencia reguladora entre la CE y la Constitución Europea, pasa-
mos a considerar cómo se han desarrollado en España estas directrices gene-
rales de la CE, destacando las leyes, 3/1986 de Medidas especiales en materia 
de salud pública (11), la ley 16/2003 de cohesión y calidad del Sistema Nacional 
de Salud (12), y la Ley 33/2011 Generalde Salud Pública (13).

En estas leyes no encontramos la diferenciación comentada entre “prestacio-
nes y servicios”, como acciones dirigidas al individuo y “medidas preventivas”, 
como acciones dirigidas a la colectividad, posiblemente porque entiende el 
legislador que las medidas preventivas de aplicación colectiva, también reper-
cuten en la salud de cada individuo y viceversa.

Vemos esto en el Art. 11 de la Ley 16/2003 de Cohesión y Calidad del SNS en 
el que destacamos en negrita

Artículo 11. Prestaciones de salud pública.
1.	 La prestación de salud pública es el conjunto de iniciativas organizadas 

por las Administraciones públicas para preservar, proteger y promover la 
salud de la población. Es una combinación de ciencias, habilidades y ac-
titudes dirigidas al mantenimiento y mejora de la salud de todas las perso-
nas a través de acciones colectivas o sociales.

2.	La prestación de salud pública comprende las siguientes actuaciones:
a.	La información y la vigilancia en salud pública y los sistemas de alerta 

epidemiológica y respuesta rápida ante emergencias en salud pública.
b. 	La defensa de los fines y objetivos de la salud pública que es la combi-

nación de acciones individuales y sociales destinadas a obtener com-
promisos políticos, apoyo para las políticas de salud, aceptación social y 
respaldo para unos objetivos o programas de salud determinados.

c. La promoción de la salud, a través de programas intersectoriales y trans-
versales.

d. La prevención de las enfermedades, discapacidades y lesiones.
e.	La protección de la salud, evitando los efectos negativos que diversos 

elementos del medio pueden tener sobre la salud y el bienestar de las 
personas.

f.	 La protección y promoción de la sanidad ambiental.
g.	La protección y promoción de la seguridad alimentaria.
h.	La protección y promoción de la salud laboral.
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i.	 La evaluación de impacto en salud.
j.	 La vigilancia y control de los posibles riesgos para la salud derivados de 

la importación, exportación o tránsito de bienes y del tránsito internacio-
nal de viajeros.

k.	 La prevención y detección precoz de las enfermedades raras, así como 
el apoyo a las personas que las presentan y a sus familias.

La prestación de salud pública incluirá, asimismo, todas aquellas actua-
ciones singulares o medidas especiales que, en materia de salud pública, 
resulte preciso adoptar por las autoridades sanitarias de las distintas Admi-
nistraciones públicas, dentro del ámbito de sus competencias, cuando cir-
cunstancias sanitarias de carácter extraordinario o situaciones de especial 
urgencia o necesidad así lo exijan y la evidencia científica disponible las 
justifique.

3. Las prestaciones de salud pública se ejercerán con un carácter de integra-
lidad, a partir de las estructuras de salud pública de las Administraciones y de 
la infraestructura de atención primaria del Sistema Nacional de Salud.

Varios de los apartados del punto 2, convergen en la idea de que es preciso 
unificar acciones, ya que el individuo no se puede disociar de la sociedad y 
la sociedad del medio ambiente y éste, además, englobando a la salud ani-
mal. Esto se ha desarrollado, más recientemente como el concepto de “una 
sola salud” (14) ) y ha dado lugar a una estrategia que ha unido a la OMS, a la 
Organización de Naciones Unidas para la agricultura y la alimentación y para 
el Programa del medio ambiente y a la Organización Mundial de la Sanidad 
animal, en una alianza de objetivos comunes y coordinados. 

Las normas referidas, defienden con claridad que la prestación en salud pú-
blica lleva consigo actuaciones y medidas que las Autoridades y Administra-
ciones adoptarán cuando sea preciso y que eso será así cuando se den cir-
cunstancias sanitarias extraordinarias, urgentes o necesarias que así lo exijan. 
Deberá existir evidencia científica para que tengan justificación y siempre res-
petando el principio de proporcionalidad.

Esto que acabamos de decir tiene gran importancia en algunas de las actua-
ciones (prestaciones y servicios) que se realizan sobre los individuos concre-
tos, pero que el beneficio derivado no se reduce al individuo en sí mismo, 
sino que se extiende a todas las personas del grupo social con las que este 
individuo tiene relación, transformándose en medidas preventivas (de manera 
particular nos referiremos a las vacunas). 

Según esto, para que las medidas de salud pública sean eficientes es necesa-
ria la colaboración ciudadana, lo cual está previsto en la Ley 33/2011, General 
de Salud Pública, que dice en su artículo 5.2.: Derecho de participación.
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1.	 Los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones en que se 
agrupen o que los representen, tiene derecho a la participación efectiva 
en las actuaciones de salud pública. Las Administraciones públicas compe-
tentes establecerán los cauces concretos que permitan hacer efectivo ese 
derecho.

2. 	Sin perjuicio del deber de colaboración la participación en las actuacio-
nes de salud pública será voluntaria, salvo lo previsto en la Ley O. 3/1986, 
de 14 de abril de Medidas especiales en materia de salud pública”

La autonomía, como derecho fundamental de la persona, vinculada a su digni-
dad le da derecho a conocer lo que le afecta en las actuaciones que se lleven 
a cabo sobre su salud, para libremente aceptarlas o rechazarlas. No puede 
imponerse a una persona una actuación o intervención asistencial sin su con-
sentimiento, salvo las excepciones amparadas por las leyes y siempre en su 
beneficio.

Reconoce esta Ley General de Salud Pública que la colaboración y participa-
ción, de cada individuo, en las actuaciones de salud pública será voluntaria, 
salvo la excepción que prevé la Ley 3/1986 y que comentamos en el apartado 
correspondiente.

			    
CONFLICTO ENTRE LA PROTECCIÓN DE LA SALUD PÚBLICA Y LA 
VOLUNTARIEDAD DE ACEPTAR LAS MEDIDAS DISPUESTAS POR 
LAS AUTORIDADES SANITARIAS
La evolución de las sociedades desarrolladas ha caminado en los regímenes 
democráticos a la progresiva consecución de derechos. El paso de la era me-
dieval a la era moderna se identifica con el reconocimiento del derecho a la 
vida de todas las personas como seres racionales e iguales en dignidad; esto 
se acompaña del derecho a la libertad y a la capacidad de decidir y elegir lo 
que se considere más favorable para sí mismo (autonomía). Con el paso del 
tiempo, otros derechos se fueron sumando como el derecho a la propiedad 
privada, al trabajo en condiciones dignas, a la educación, a la asistencia sa-
nitaria y al ocio entre otros generando el estado de bienestar que el mundo 
desarrollado aspira a mantener y ampliar. 

Esta situación se hace práctica habitual en el ámbito asistencial, en el que el 
paciente, recibe toda la información necesaria y suficiente para que, compren-
diendo su estado de salud y las alternativas que se le ofrecen, elija y decida la 
que cree que le hará mayor beneficio (15). Esto significó un nuevo paradigma 
en la relación médico-paciente, ya que la medicina hipocrática, se caracterizó 
por la autoimposición del médico del deber de beneficiar al paciente como 
si se tratara de sí mismo; es el Principio de beneficencia, excesivamente pa-
ternalista, que ha estado vigente en la medicina española hasta la mitad del 
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siglo XX, viniendo la Ética médica y la Bioética a instruirnos en el respeto a 
la autonomía del paciente como primer deber, sin quedar exonerados de la 
búsqueda del mayor beneficio y calidad en cada acto médico (lo mejor para 
el enfermo, pero con el enfermo). Más moderno es el Principio de justicia, en 
el que al paciente se considera pieza integrante del grupo social. Las decisio-
nes deben tener en cuenta el reparto justo de los recursos, según eficacia y 
eficiencia, sin discriminación, y con criterios de necesidad y urgencia. No es 
aceptable el utilitarismo feroz que busque el máximo beneficio para el mayor 
número de personas, pero despreciando al individuo más vulnerable e inde-
fenso y repartiendo conforme a criterios economicistas. El Principio de justicia 
puede ser aplicable en situaciones de conflicto entre el beneficio individual y 
el de la colectividad, dando el valor que corresponda a lo que sea más favora-
ble para el grupo social.

Es fácil comprender que los derechos individuales se ejercerán sin límite hasta 
donde se encuentren con los derechos del otro, planteándose en la práctica 
muchas situaciones de conflicto que merecen respuestas adecuadas a de-
recho, a ética y a las normas deontológicas, como pautas de conducta de la 
profesión médica y otras profesiones sanitarias.

Respecto a las medidas (recursos) a aplicar, será diferente:

1.	 Cuando las medidas sólo afectan al individuo 

2.	Cuando las medidas repercuten y afectan a la colectividad o al grupo social.

1.	 Pocas son las medidas asistenciales que afectan, exclusivamente al indi-
viduo; esto puede ocurrir en el aspecto personal de recibir un tratamiento 
para una enfermedad que padece la persona concreta, de manera que la 
elección del tratamiento o el rechazo del mismo sólo lo experimentará éste 
individuo sin influencia sobre los que le rodean. Sin embargo siempre habrá 
un aspecto que afectará a todos, el económico, porque el más sencillo acto 
asistencial tiene un coste y requiere unos recursos, de forma que desde el 
Principio de justicia el reparto más equitativo merecerá siempre la valora-
ción más reflexiva y responsable para el mejor aprovechamiento de estos 
recursos. El aspecto económico resulta cada vez más discriminatorio con-
forme se va introduciendo la medicina personalizada a la que no todos los 
individuos tienen acceso.

2.	Diferentes son las medidas que afectan al grupo social que, por otra parte, 
se corresponden con las que centran esta exposición. 

Si hemos dicho que los usuarios y pacientes colaborarán de forma volunta-
ria con las medidas preventivas o las prestaciones y servicios en los usua-
rios y pacientes, ¿Hasta donde pueden éstas programarse y aplicarse?
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La respuesta nos la da la Ley Orgánica 3/1986 de Medidas especiales en 
materia de salud pública, que con algunas modificaciones posteriores vie-
ne, actualmente, a decirnos, en su artículo 1. Al objeto de proteger y pre-
venir en salud pública se podrán adoptar las medidas previstas en esta ley 
“… cuando así lo exijan razones sanitarias de urgencia o necesidad. Y 
continúa:

Artículo 2. 
Las autoridades sanitarias competentes podrán adoptar medidas de reco-
nocimiento, tratamiento, hospitalización o control cuando se aprecien indi-
cios racionales que permitan suponer la existencia de peligro para la salud 
de la población debido a la situación sanitaria concreta de una persona o 
grupo de personas o por las condiciones sanitarias en que se desarrolle una 
actividad. 

Artículo 3.
Con el fin de controlar las enfermedades transmisibles, la autoridad sanita-
ria, además de realizar las acciones preventivas generales, podrá adoptar 
las medidas oportunas para el control de los enfermos, de las personas que 
estén o hayan estado en contacto con los mismos y del medio ambiente 
inmediato, así como las que se consideren necesarias en caso de riesgo de 
carácter transmisible.

Hay que considerar que se trata de una Ley que anula el derecho fundamental 
a decidir libremente sobre sí mismo. Esto plantea el debate sobre las circuns-
tancias que pueden anular derechos fundamentales, sobre esto dice Federico 
Montalvo (16) que hemos de estar ante un beneficio colectivo muy superior a 
los riesgos individuales (que no alcanzarán el daño real), resultando un bene-
ficio objetivo, importante y necesario. Esta valoración riesgo/beneficio para el 
paciente o individuo y para la colectividad debe ser proporcionado, fundamen-
tado, con evidencia científica y con el respaldo judicial que garantiza que se ha 
ejercido la tutela judicial en cada caso.

Por ello, las leyes son exigentes y garantizarán que la imposición de me-
didas preventivas en materia de salud pública sólo podrán llevarse a cabo 
cuando: Las autoridades tengan competencia en la materia, “… con medi-
das oportunas y estrictamente necesarias, cuando lo exijan “circunstancias 
sanitarias de carácter extraordinario o situaciones de especial urgencia o 
necesidad, cuando existan “motivos de extraordinaria gravedad o urgencia, 
cuando existan “Indicios racionales… que permitan suponer la existencia de 
peligro para la salud de la población, cuando sea “.. debido a la situación 
sanitaria concreta de una persona o grupo de personas, o por las condicio-
nes sanitarias en que se desarrolle una actividad. …”
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En esas circunstancias, y con la finalidad de “Controlar las enfermedades 
transmisibles”, se podrán realizar: “Reconocimientos, tratamiento, hospita-
lización y control” y se aplicarán “para el control de los enfermos, de las 
personas que estén o hayan estado en contacto con los mismos y del medio 
ambiente inmediato, así como las que se consideren necesarias en caso de 
riesgo de carácter transmisible”. 

De estas pautas legislativas, se deduce que la intervención de las autoridades 
competentes podrá tener lugar ante circunstancias concretas y siempre con 
el respaldo judicial adecuado cumpliendo con los derechos de los pacientes 
y usuarios desarrollados en la Ley 41/2002, conocida como de autonomía del 
paciente (17) que reconoce y protege el derecho individual y personal a deci-
dir ante cualquier actuación médico-sanitaria, frente al derecho colectivo a la 
protección de su salud. Aunque esta ley, acorde con las ya citadas dice: “los 
facultativos podrán llevar a cabo las intervenciones clínicas indispensables en 
favor de la salud del paciente, sin necesidad de contar con su consentimien-
to… cuando existe riesgo para la salud pública a causa de razones sanitarias 
establecidas por la Ley” (con clara referencia a la Ley 3/1986 o a decisiones 
judiciales, ante situaciones concretas). Por ello, la anulación de este derecho 
a decidir debe concretarse en una situación sanitaria científicamente consta-
tada conforme a la evidencia científica disponible. Puede afectar a un indivi-
duo concreto afectado por una enfermedad transmisible o a una colectividad, 
significando un peligro sanitario que requiere una intervención necesaria y/o 
urgente. 

Los factores que influyen en la salud pública son múltiples, de ahí que ya la Ley 
16/2003 estableciera como prestaciones de salud pública todas las acciones 
que promuevan y mejoren la salud ambiental, laboral, alimentaria, o animal, 
cuidando el tránsito de viajeros y la vigilancia, o la alerta epidemiológica, para 
actuar con diligencia ante cualquier situación que lo requiera.

ACTUACIONES PRIORITARIAS EN SALUD PÚBLICA. PREVENCIÓN 
DE ENFERMEDADES TRASMISIBLES
De las actuaciones prioritarias en salud pública ponemos en primer plano la 
prevención de las enfermedades transmisibles. Este importante grupo de en-
fermedades ha merecido profundos y específicos estudios que hoy permiten 
conocer su etiología, a los agentes transmisores y las circunstancias y medios 
en los que actúan. La acción más directa ha sido la utilización de los propios 
agentes de transmisión para inmunizar a quienes no han sufrido la enfermedad. 

Desde la vacuna de la viruela descubierta por Jenner, pasando por la difteria, 
tétanos, tos ferina, sarampión, varicela, neumonía, hasta los esfuerzos actuales 
ante el papiloma, el virus Zika, el dengue, los virus respiratorios en general (18, 
19), los coronavirus causantes de la más reciente epidemia de Covid-19 (20), 
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sin olvidar la constante gripe y sus variedades anuales (21), o la gripe aviar 
(22). Recientemente ha fallecido en España un recién nacido por tosferina al 
no estar la madre vacunada, habiéndose detectado otros casos de esta enfer-
medad, prácticamente erradicada. los investigadores en biología molecular, 
microbiología, epidemiología o medicina preventiva y salud pública, han pro-
porcionado constantemente vacunas cada vez más específicas, más eficaces, 
y más seguras, lo que permite enfrentarnos a las enfermedades transmisibles 
desde una actitud más reforzada en la evidencia científica de eficiencia y de 
disponer de recursos que deben estar al servicio de los ciudadanos para que 
la administración y las autoridades sanitarias cumplan con su deber de prote-
ger la salud individual y colectiva. 

Según la OMS vacuna es cualquier preparación destinada a generar inmu-
nidad contra una enfermedad, estimulando la producción de anticuerpos… 
Entre sus aspectos científicos están el ser un medicamento de indicación pre-
ventiva e inicialmente no curativo (con la excepción de la inmunoterapia en 
oncología), de eficacia probada en el que el beneficio está muy por encima de 
los riesgos, produciendo un beneficio colectivo. La indicación de las vacunas 
debe adaptarse, en primer lugar al grupo (población general, ámbito pediátri-
co, ámbito laboral, población vulnerable, profesionales sanitarios, población 
viajera). Estos grupos tienen diferentes circunstancias entre sí, pero al mismo 
tiempo dentro del mismo grupo, cada persona presenta unas características 
individuales y personales a tener en cuenta. En el momento actual se da la pa-
radoja de que, por un lado exista el derecho del usuario y paciente a tener dis-
ponibles las vacunas que estén indicadas según sus circunstancias, mientras 
que al mismo tiempo tiene el derecho de rechazarlas, aún estando indicadas 
para sí mismo y como beneficio colectivo de protección de grupo frente a la 
enfermedad. 

La posibilidad de imponer la vacunación presenta matices que comentamos 
someramente y en relación con poblaciones de diferentes características a 
las que se adaptan el tipo de vacunas y la indicación y necesidad de las 
mismas.

El beneficio de las vacunas está en la inmunidad de grupo o colectiva de la que 
dice la OMS que es la protección indirecta contra una enfermedad infecciosa 
que se consigue cuando un grupo de población adquiere inmunidad, debido 
a una vacunación colectiva o cuando los anticuerpos se han generado tras pa-
decerse la enfermedad. El nivel de vacunación debe ser alto, aunque esto de-
penda de la Ro o tasa de reproducción básica que busca que de cada enfermo 
se derive menos de 1 caso, lo que a la larga lleva a la desaparición del brote. 
Este nivel deseablemente alto de vacunación, hace que la negativa individual 
tenga consecuencias colectivas, por lo que podemos plantearnos que tenga 
justificación la obligatoriedad e imposición de la medida, en las circunstancias 
que ya preveían las leyes comentadas.
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Vacunas y menores
Mientras que en España no existe a priori obligatoriedad alguna, en los países 
de nuestro entorno la situación es variable (23):

Italia en 2019 (Ley Lorenciny) hizo obligatoria para los menores las vacunas 
de la varicela, poliomielitis, sarampión, rubeola y parotiditis. Los menores de 6 
años, no vacunados, no podían acceder a escuelas, guarderías y jardines de 
infancia y se establecían multas importantes para sus responsables legales.

Francia dispuso la obligatoriedad vacunal para los nacidos a partir de 2018, no 
pudiendo ser escolarizados si no cumplían con este requisito. 

En Polonia la obligatoriedad dio lugar a problemas serios de orden público, al 
recurrir los padres de un menor al Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
que dio la razón a las autoridades que impusieron la vacunación como un acto 
de “solidaridad social”. No obstante, la situación generó un debate público 
sanitario sobre los mejores procedimientos para incentivar la vacunación vo-
luntaria dentro de una cultura de la prevención.

Vacunas y Población vulnerable
La vulnerabilidad frente a las enfermedades transmisibles está condicionada 
por circunstancias individuales de edad, pluripatología, ambiente sociosanita-
rio, modo de vida, etc, por ello no se puede generalizar, será preciso valorar en 
la indicación de la vacunación: 1) el tipo de enfermedad que se desea prevenir, 
2) las características de los patógenos que la ocasionan, 3) la incidencia que 
esta presenta, 4) el riesgo de padecerla por las mencionadas circunstancias 
personales de cada individuo, 5) la necesidad urgente de intervención para la 
eficiencia de la medida, etc.

Vacunas y profesionales sanitarios
Los profesionales sanitarios atendiendo al área en la que prestan sus servicios 
(servicio de infecciosas, laboratorio, patología, neonatos, geriatría, oncología…) 
han tenido que aceptar vacunaciones específicas ante riesgos como fue el 
VIH, la hepatitis, el neumococo, la tuberculosis y otros por su propia seguri-
dad ante el contacto con enfermos y fluidos contaminados por estos virus. En 
circunstancias generales, ante enfermedades estacionales como la gripe, la 
neumonía o las enfermedades trasmisibles respiratorias, tan preocupantes en 
los últimos años su vacunación ha sido recomendada desde el punto de vista 
científico con una doble finalidad, su propia protección frente a los pacientes 
infectados, y la protección de los pacientes sanos que no deben contagiarse 
del personal sanitario que los atiende; muy importante también la protección 
de sus propia familia. También es importante su deber de ejemplaridad, des-



28	 MARÍA CASTELLANO ARROYO 

tacado en el actual Código de Deontología médica en el capítulo de la segu-
ridad del paciente que dice en su artículo 45. A fin de limitar la transmisión a 
los pacientes, y salvo que haya razones que justifiquen no hacerlo, el médico 
debería estar vacunado contraenfermedades transmisibles de mayor preva-
lencia e incidencia (24). 

Vacunas y población trabajadora
En el ámbito laboral son muchas las actividades en las que el riesgo biológico 
está reconocido y protegido, en investigación, asistencia sanitaria, actividades 
veterinarias, manipulación de alimentos y otras. La ley de prevención de ries-
gos laborales (25) contempla las vacunas como un derecho de los trabajado-
res que tendrían el deber de aceptar y someterse a esta prestación, aunque 
siguiendo el principio general del derecho individual a dar el consentimiento 
ante cualquier actuación médica. Se considera la posibilidad de imponer el 
examen médico cuando “… es imprescindible para conocer el efecto produ-
cido sobre el trabajador por las condiciones en las que se realiza el trabajo, 
ante riesgos identificados y evaluados entre los que están las bacterias, vi-
rus, parásitos, etc. La finalidad es verificar si el estado de salud del trabaja-
dor puede constituir un peligro para él mismo, para los demás trabajadores 
o para otras personas relacionadas con la empresa. El artículo 15 recoge que 
el empresario adoptará medidas que antepongan la protección colectiva a la 
individual.

No será posible imponer la vacunación a un trabajador, pero sí se debe tener 
identificado el puesto de trabajo que requiera como requisito que la persona 
que lo desempeñe deba estar vacunado, con lo cual la negativa y el rechazo 
puede resolverse, sin perjuicio del trabajador, con un cambio de puesto de 
trabajo. 

Vacunas y población viajera
En estos casos se trata de solicitudes específicas por parte de quienes van a 
viajar a países en los que determinadas enfermedades son frecuentes o al-
canzan el grado de endemia. En algunos de ellos existe el requisito de la va-
cunación para visitarlo. Se trata, por tanto de un interés personal, que suele 
tener un coste no cubierto por la seguridad social. Este servicio se dispensa 
en centros específicos (de enfermedades tropicales, etc.).
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RECHAZO A LAS VACUNAS. NEGACIONISMO Y DEBATE SOCIAL 
No obstante lo dicho anteriormente, en los últimos años hemos asistido a un 
fenómeno contradictorio, junto al reconocimiento de la eficacia y eficiencia de 
las vacunas y el esfuerzo de la equidad en el acceso a las mismas por parte de 
todos, topamos con un movimiento negacionista de sus efectos beneficiosos, 
que liderados por algunos científicos discrepantes se niegan a aceptar la va-
cunación, y lo que es más grave, a que las reciban menores que están bajo su 
patria potestad y protección y a los que la ley obliga a actuar atendiendo al su-
perior beneficio del menor. Esto ha hecho caer los niveles de protección de la 
población general, lo que perjudica a todos al perderse la inmunidad de grupo.

Son varios los factores que han influido en este rechazo a las vacunas, de un 
lado el asociar a algunas de ellas la aparición de trastornos físicos o mentales 
como la vacuna del sarampión y el autismo, o la vacuna de la hepatitis B y la 
esclerosis múltiple, tratándose en todos los casos de publicaciones sin base 
científica ni evidencia alguna. Por otro lado, determinados científicos critican 
las formas nuevas de vacunas utilizando el ARN mensajero (vacuna Pfizer/
BioNTech y Moderna) producidas con urgencia frente al virus SARS-2 y la ago-
biante pandemia COVID-19, generada en el mundo. No obstante se ha de-
mostrado que se siguieron las pautas de seguridad vigiladas por las agencias 
nacionales e internacionales del medicamento (26). 

Ante esas situaciones, se plantea la intervención de la administración de jus-
ticia a través del Ministerio fiscal, estructura que representa a la sociedad en 
la protección de los menores y de las personas con discapacidad, frente a 
quienes tienen asignado el derecho de ejercer esta defensa decidiendo y eli-
giendo lo que les sea más favorable. 

El principio general que rige es que, en menores de 16 años, se acepta la 
decisión de los padres o tutores para la vida diaria y la asistencia sanitaria 
ordinaria, aunque el Código civil y toda la normativa legal sobre la protección 
de la infancia y la adolescencia (27) dice que el menor tiene derecho a recibir 
toda la información sobre el proceso y la medida y prestación que se le ofrece 
y que su opinión será tanto más determinante atendiendo a su edad cronoló-
gica y a su grado de madurez. Esto convierte al médico en el garante de lo que 
es más favorable para el menor, desde la evidencia científica, de manera que 
cuando quienes tienen que decidir por él optan por una decisión contraria a su 
seguridad y su integridad psicofísica, el médico podrá recurrir al Ministerio fis-
cal o directamente al juez de guardia que, atendiendo a la información médica 
sobre el criterio científico de indicación, necesidad y seguridad de cada caso, 
decidirá en Auto judicial la conducta médica a seguir. Muy importante ha sido 
en esta materia el pronunciamiento del Ministerio fiscal en su Circular 1/2012 
sobre el consentimiento de los menores y la actuación médica en situaciones 
de riesgo grave para su salud y su vida (28).
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Conforme a este procedimiento hemos asistido a algunos casos prácticos que 
comentamos:

Epidemia de sarampión en Granada a finales de 2010, se constatan 36 casos 
confirmados en un entorno reducido y de baja cobertura vacunal. En cinco 
casos los padres se negaban a la vacunación, ante cuya actitud la Junta de 
Andalucía solicitó auxilio judicial con el fin de lograr que los niños fueran 
vacunados pese a la oposición de los padres. El Juzgado de lo Contencio-
so-administrativo n.º 5 de Granada dictó Auto de 24 de noviembre de 2010, 
en el que acordaba la vacunación forzosa de dichos menores. El recurso 
lo resolvió el TSJ de Andalucía en Sentencia de 22 de julio de 2013, que 
en su Fundamento 5 decía literalmente: «En relación a la proporcionalidad 
de la medida de vacunación forzosa acordada, se ha cuestionado por los 
apelantes,… que proponen que debiera haberse adoptado como medida 
la de aislamiento voluntario. Sin embargo, esta Sala no llega a vislumbrar 
porqué seríamás proporcionado tal aislamiento, ya que el mismo incidiría 
sobre el derecho fundamental de libre circulación de las personas, tendría 
una duración incierta (dado que habría que esperar para su finalización a 
la erradicación total del brote) y su cumplimiento sería de difícil control por 
parte de la Administración. Con ello, se cuestiona también la propia eficacia 
de esta medida considerada más adecuada, o al menos, proporcional, por 
parte de los apelantes» 

En 2015, en Olot, falleció un niño de 6 años por difteria contra la que no estaba 
vacunado por decisión de sus padres. Esta enfermedad estaba prácticamente 
olvidada al haberse registrado el último caso en 1983. Revisada la situación 
se vio que en 1941 se habían dado en España 1000 casos de difteria por cada 
10.000 habitantes lo que llevó a una campaña intensiva de vacunación , siendo 
considerada la enfermedad como erradicada en 1987. El caso de Olot motivó 
vacunaciones obligatorias en el entorno del niño fallecido.

En 2019 se constató en un colegio de Granada un brote de sarampión cuando 
la cobertura vacunal había bajado mucho. La indicación de las autoridades sa-
nitarias de vacunación colectiva y la negativa de unos padres a la vacunación 
de su hijo, dio lugar a la intervención judicial en cuya Sentencia se imponía la 
vacunación, destacando: “… existe proporcionalidad de la medida de manera 
que es idónea y necesaria a los fines constitucionalmente legítimos que se 
pretenden, sin implicar un sacrificio desmedido”. Y reforzaba la aplicación de 
la medida diciendo: “pudiendo la Autoridad Sanitaria requerir el auxilio de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, si fuere necesario”.

Casos que se dan con relativa frecuencia en la práctica asistencial se rela-
cionan con enfermedades contagiosas como la tuberculosis y otras que en 
situación clínica de alto riesgo de contagio justifican en aplicación de las 
leyes expuestas el aislamiento de la persona que padece la enfermedad y 
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la aplicación del tratamiento indicado, hasta su curación o estado de mejoría 
que garantice su convivencia con el grupo social, sin riesgos de contagio 
para otros. 

No obstante, el hecho de que se pueda imponer una medida en contra de la 
voluntad de la persona que la recibe mueve a buscar otras vías más respe-
tuosas a las que invita el Comité Nacional de Vacunas que dice: ““Tratándose 
de medidas que afectan directamente derechos fundamentales tales como la 
integridad física y la libertad no parece admisible optar por una interpretación 
flexible, aún cuando concurra un interés colectivo de la relevancia constitucio-
nal de la salud colectiva”.

Sin embargo la normativa europea no es contraria a la obligatoriedad en de-
terminadas circunstancias y situaciones. Así, el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, en una Sentencia de 8 de abril de 2021, dictada en el caso Vavric-
kaetautres contra la República Checa y en relación con el rechazo de unos pa-
dres a vacunar a su hijo menor de edad, señala que la vacunación obligatoria 
tiene el fin de “.. proteger contra las enfermedades susceptibles de generar 
un riesgo grave sobre la salud». Y este objetivo afecta a “.. las personas que 
reciben las vacunas en cuestión, así como las que no pueden vacunarse y que 
se encuentran en una situación de vulnerabilidad, que dependen de una tasa 
elevada de inmunización esperable entre el conjunto de la población, lo que 
contribuye a que puede ser protegida contra las enfermedades contagiosas 
en causa”. Este Tribunal Europeo de Derechos Humanos considera la situación 
como una “cuestión de solidaridad social”, ya que “.. el objeto de la obligación 
en litigio era la de proteger la salud de todos los miembros de la sociedad, 
en particular las personas que son particularmente vulnerables ante ciertas 
enfermedades y para las cuales el resto de la población es invitada a asumir 
un riesgo mínimohaciéndose vacunar”.

Como recopilación de todo lo referido anteriormente en el presente trabajo 
hemos de aceptar el Derecho fundamental a la libertad y el derecho a decidir 
y elegir libremente lo que consideremos más favorable para nosotros mismos, 
tras recibir toda la información suficiente y necesaria para hacerlo con cono-
cimiento y conforme a la ciencia actual. Eso debe ser así en la aceptación o el 
rechazo de los recursos que en asistencia sanitaria se ponen a disposición de 
los pacientes y usuarios.

El conflicto entre la negativa individual a aceptar una medida que es favorable 
para la persona en la que se aplica, pero es, además importante y favorable 
también para la seguridad y salud de la colectividad, se resolverá con las si-
guientes garantías: 

1.	 Se proporcionará a la persona en cuestión y/o a quienes sean responsa-
bles de ésta en el caso de menores o discapacidades intelectuales toda la 
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información sobre los riesgos que conlleve la medida (o prestación) y los 
beneficios para la propia persona y para la salud pública. 

2.	Los beneficios deben ser muy superiores a los riesgos, no significando es-
tos un perjuicio o daño importante o de probabilidad significativa para la 
persona a la que se aplica la medida. 

3.	Si la persona es un adulto y decide por sí mismo, en principio su decisión se 
respeta, aunque hay que hacer un juicio clínico-legal-ético de su decisión y 
de las consecuencias que esta tiene para el grupo social al que pertenece.

4.	Si se trata de un menor de 16 años, se le proporciona la información, pero 
son los padres o tutores los que deciden, aunque se tiene en cuenta su 
opinión. Si es mayor de 16 años, recibe la información y si se trata de una 
decisión de grave riesgo, el médico será garante de que la decisión de los 
padres y tutores esté de acuerdo con el criterio científico de indicación de 
la medida, actuando el médico conforme al superior beneficio del menor.

Otras sugerencias de orden ético se propusieron desde la OMS, ante los diver-
sos conflictos generados por la vacunación ante el SARS-2 (equidad, jerarqui-
zación de la población a vacunar…), (29)

Ante cualquier situación de conflicto de rechazo a una medida preventiva, 
aceptación de un servicio o prestación (vacunas, diagnóstico, tratamiento, etc.) 
por parte del individuo o de sus responsables legales, el médico debe solicitar 
la intervención de la Administración de Justicia bien a través del Ministerio 
fiscal o del juez que corresponda; la tutela judicial debe quedar garantizada en 
la decisión. Esta decisión judicial se apoyará en la información clínica del caso, 
tanto en lo particular como en lo colectivo, el estado científico de los riesgos 
y beneficios y de todo lo que considere necesario conocer para apoyar una 
medida coactiva que anulará el derecho a decidir a favor del beneficio de la 
comunidad, lo que debe generar una decisión proporcional, rigurosa, acorde 
con la realidad sanitaria y con el principio de Justicia. Esta medida tendrá el 
apoyo al mandato constitucional y a las leyes que lo han desarrollado.

Como necesidad social proponemos el deber de las autoridades sanitarias y 
del ámbito científico de proponerse la labor social de educación, información 
y divulgación de los beneficios de las medidas en materia de salud pública, 
así como de los servicios y prestaciones que conducen a una mejor salud in-
dividual y a una protección colectiva frente a las enfermedades. La necesidad 
de este debate social se recogía como propuesta de especial interés en el 
documento que se elaboró por el Comité Nacional de Bioética a solicitud del 
Gobierno, pero que no se llevó a la práctica en la mayoría de sus excelentes 
apreciaciones, (30).
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El debate social sobre las vacunas y las enfermedades trasmisibles está abier-
to y las amenazas de riesgos biológicos reclaman que éste se atienda por par-
te de todos los implicados. Los conocimientos llevarán a una aplicación más 
fácil de los derechos individuales y colectivos. Favorecer que las decisiones 
autónomas de las personas estén de acuerdo con su beneficio y el beneficio 
colectivo reflejará sociedades más maduras y responsable.
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La historia es un río que fluye sin principio ni fin. Nada se puede entender sin 
conocer lo precedente, lo anterior.

El intento de transformar la vieja estructura agraria española por otra industrial 
en el siglo XIX quedó lejos de lo proyectado. Cataluña, con el textil, y el País 
Vasco, con la siderurgia, fueron las excepciones.

El desarrollo textil de Cataluña empezó en el siglo XVIII. El sector más dinámico 
fue el algodonero. Tres razones para ello. 1) Había una tradición industrial. 2) 
La iniciativa empresarial de la burguesía, que modernizó sus industrias. 3) La 
protección arancelaria que, perdido el mercado colonial, permitió orientarse al 
mercado nacional sin la competencia británica.

El desarrollo se focalizó en el entorno de Barcelona, Sabadell y Tarrasa, por el 
fácil intercambio y circulación de ingenieros y empresarios, el desarrollo co-
mercial y crediticio y la facilidad de importación de carbón por el Puerto.

La siderurgia se vio dificultada inicialmente por la falta de yacimientos de car-
bón de coque y de hierro y la estrechez de la demanda en un país atrasado y 
esencialmente agrícola. Hay tres etapas en su desarrollo.

La andaluza, hasta 1860 en el entorno de Málaga. Hierro autóctono, pero falta 
de carbón mineral sustituido por carbón vegetal, más caro y de peor calidad. 
Las guerras carlistas impedían la explotación en el norte.

La asturiana, de 1860 a 1880 en el entorno de las cuencas carboníferas de 
Mieres y Langreo.

La vizcaína, que se inició con la Restauración, y condujo a una concentración 
de empresas a partir de 1902. El éxito estaba en el eje Bilbao-Cardiff. Bilbao 
exportaba hierro e importaba carbón inglés, más rentable que el asturiano.

El fracaso de la revolución industrial española se debe a tres razones básicas:

-	 Escasa capacidad productiva y atraso tecnológico.

-	 Inexistencia de un mercado interno unificado por malas comunicaciones y 
la dificultad de exportación por las carencias tecnológicas que hacían las 
manufacturas menos competitivas.

-	 La escasez de capital y la dedicación prioritaria de este a la compra de 
tierras desamortizadas, que produjeron rentas bajas, insuficientes para in-
vertir de manera significativa en la industria y, por tanto, en su continua 
modernización. La transferencia de población de la agricultura a la indus-
tria fue baja, no hubo presión suficiente para crear una nueva ocupación 
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en la industria. Sin abundancia de mano de obra era difícil crecer indus-
trialmente.

No pudo aprovecharse el mercado generado por la guerra 1914/1918, excepto 
en la industria textil y siderúrgica. La política de los gobiernos de la monarquía 
anteriores a 1930 no promovió el desarrollo industrial. La guerra civil lo atrasó 
aún más.

España, tras la dictadura de Franco, quedó científica, industrial y tecnológi-
camente atrasada. La política económica se había basado en la autarquía. Se 
creó el INI, Instituto Nacional de Industria, copia del IRI del régimen fascista 
italiano. Se trataba de crear tecnología e industria. La diferencia era que el IRI 
estaba basado en un tejido industrial sólido y el INI no. Potenciar, ordenar y 
priorizar en el caso italiano, crear en el español. Crear industria desde la autar-
quía es un intento por naturaleza ineficiente.

El general Franco nombró presidente del INI al marqués de Suances y el resul-
tado fue que el INI entró en pérdidas estables y constantes... Se le inyectaba 
dinero público de forma recurrente, se acuñó una nueva unidad monetaria, 
el Suances, equivalente a 1.000Mpts. Con el plan de estabilización de finales 
de los 50 y el inicio de la apertura de la economía española, la situación mejo-
ró. Se crearon en los años 60 y 70 empresas que generarían riqueza y empleo: 
Endesa, Astilleros Españoles, Bazán, Iberia, Seat... Era un plan industrial en sus 
primeros años, semejante al soviético, también autárquico, impulsado desde 
el Estado por Stalin a partir de los años 20, en base al desarrollo de la industria 
pesada. El español fue más diverso e integral por la presencia del mercado en 
lugar de la planificación centralizada. La electrificación del país, y en menor 
medida la extensión del ferrocarril y de una red de carreteras extensa, son dos 
éxitos indiscutibles de este periodo.

El plan de estabilización de 1959 fue el inicio de un desarrollo industrial más 
abierto y competitivo. En 1963 se autoriza la libre instalación y traslado de in-
dustrias en el territorio nacional. La ley de industrias de interés preferente llevó 
a acciones concertadas de apoyo financiero y fiscal a determinados sectores, 
que se incorporaron después a los planes de desarrollo. La permisividad para 
las inversiones extranjeras y la repatriación de beneficios atrajeron flujos de 
capital para inversiones industriales. De 1960 a 1974 el sector industrial creció 
un 9% anual, lo que llevó a un crecimiento de la renta per cápita del 7% y de 
las exportaciones de un 14%.

Cuatro factores contribuyeron a ello:

-	 La reasignación de fuerza de trabajo de la agricultura a la industria. Ahora sí.

-	 La especialización en sectores intensivos en mano de obra.
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-	 La capitalización de la industria a través de una inversión robusta y estable.

-	 La expansión de los sectores más dinámicos, químico, maquinaria, material 
de transporte frente a los tradicionales.

Se llegó con ello a la crisis de mediados de los 70. Aumento de costes de 
producción, encarecimiento de la energía, necesidad de cambios tecnológi-
cos…

Hasta 1984 hubo que hacer frente a una profunda crisis industrial de carác-
ter mundial, la ley de Reconversión Industrial de 1982 produjo un necesario 
saneamiento y un imprescindible reajuste de áreas productivas concretas en 
proceso de obsolescencia y la remodelación y modernización general de los 
activos empresariales industriales y técnicos. La entrada de España en la CE 
en 1986, y de capital extranjero para inversiones, contribuyeron al crecimiento 
industrial a partir de 1993, el peor año de la industria española desde el fin de 
la segunda guerra mundial.

Esta reconversión industrial, modernizando sectores con altos niveles de im-
productividad y cerrando sectores no competitivos, difícilmente recuperables, 
se centró especialmente en el sector público, astilleros, siderurgia, minería y 
permitió crecer en nuevos sectores con futuro, aeronáutica, eólica, automóvil… 
con capacidad de exportación.

Con la llegada de la democracia, en 1978, y del PSOE al gobierno, en 1982, 
se privatizaron la gran mayoría de las empresas del INI con éxito y orden. 
Se movilizaron políticas para la adquisición de tecnología para recuperar el 
atraso.

Esto dio lugar a la modernización y mejora sustancial de la industria. En acero, 
ENSIDESA sobre Altos Hornos de Vizcaya, AHV. En aluminio, ALCAN, en fabri-
cación de automóviles, Seat, en vehículos pesados, Pegaso, en aeronáutica, 
CASA, en producción y transporte eléctrico, ENSIDESA, en petróleo, REPSOL… 
se creó la estructura de la nueva industria española en base a la transferencia 
de tecnología de la que tan necesitada estaba sectorialmente.

Es después de este periodo,1995, cuando se produce un crecimiento de los 
sectores industriales de alta intensidad tecnológica, que superan en un 2% los 
valores alcanzados en 1988. Representan en el año 2000 el 14% del valor total 
de las exportaciones industriales frente al 8% en 1980.

En 1995, la industria se comportó como el sector más dinámico de la economía 
española, siendo el que más contribuyó al crecimiento del PIB. La confianza 
empresarial se situó en niveles desconocidos de los últimos 30 años y se pro-
longó hasta el 2000.
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La incorporación de España a la CE y la creciente internacionalización de la 
economía y la industria española hace que los sucesivos periodos de expan-
sión y crisis sigan los ciclos de la economía mundial. España deja de ser una 
excepción europea para convertirse en un socio, el quinto por dimensión, de 
un Mercado común que llegaría a 23 estados. Las inversiones extranjeras en 
España procedentes de la UE han pasado del 65% en 1992 al 80% en 2001 y, 
globalmente, del 0.5% del PIB en los 60’s al 3.5% en los años 2000. La interna-
cionalización de nuestra industria está fuera de discusión, era en los 60 y 70 el 
objetivo del Estado. Con la incorporación a la UE se logra.

Respecto de la ocupación del sector industrial, se ha pasado del 27% del total 
en los 70 a menos de 20% actual, pero el porcentaje de valor añadido bruto 
industrial sobre el PIB no ha variado sensiblemente en los últimos 50 años y 
está en el entorno de 28% en euros constantes.

Hay que manejar los valores estadísticos del peso del sector industrial respec-
to de la actividad económica con cuidado porque hay factores que aparente-
mente llevan a conclusiones de un continuo retroceso. Hay tres factores que 
apoyan esta afirmación.

-	 El cambio estructural que refleja la combinación de la evolución de la pro-
ductividad y la demanda de bienes industriales.

-	 La externalización creciente de servicios y el proceso de terciarización del 
sector industrial.

-	 La competencia exterior que erosiona la actividad del sector en aquellas 
áreas menos tecnificadas y de menor valor añadido y lleva el mercado a 
productos con mayor componente de tecnología.

 
La situación industrial en España categorizada en cinco sectores diferenciados 
según el McKinsey Global Institute (2012) permite comparar la industria espa-
ñola en relación a la europea. La industria española tiene un 20% del total en el 
sector intensivo en energía y recursos naturales, frente a un 10% para Francia 
y Alemania y tiene en sectores de alta tecnología y mercados globales un 3%, 
frente a un 15% de Francia y Alemania. Estas diferencias identifican cuál podría 
ser la estrategia industrial de España a futuro, que invierte ahora en I+D sola-
mente un 1,5% del PIB, frente un 2% la UE con valores del 4% para los Estados 
más avanzados tecnológicamente. Estas diferencias marcan los vectores prio-
ritarios de la política industrial española a futuro.

La evolución exitosa de la industria española en los últimos 50 años se debe 
al acierto y eficacia de la política española de transferencia de tecnología. Me 
referiré específicamente a este asunto a partir de mi experiencia personal. Es 
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a ella sobre todo a la que se debe la recuperación del atraso secular de la in-
dustria nacional hoy superado.

Para conseguir una transferencia de tecnología eficaz es necesario contar con 
tres factores claves: a) un tecnólogo que, a cambio de mercado o participación 
en el negocio, aporte su tecnología; b) un grupo de técnicos capaz de absor-
ber la tecnología transferida, darle uso y desarrollarla, y c) contar con capital 
para disponer del cash Flow necesario para financiar el programa.

Desde finales de los 80 ha habido tres programas con este principio de los que 
he tenido conocimiento directo y que son ejemplos de muchos otros.

En los 90, la exportación de submarinos era un negocio activo y productivo. El 
submarino es el arma naval ofensiva por excelencia. No es detectable por me-
dios electromagnéticos, radar, las ondas electromagnéticas no se transmiten 
en el agua, sino por el sonido. La velocidad de las ondas acústicas está condi-
cionada por la temperatura del agua y por tanto su transmisión no es en línea 
recta, se refracta, y además se amortigua fuertemente con la distancia. En defi-
nitiva, los submarinos son difícilmente detectables, de ahí su eficacia ofensiva. 
En la guerra de las Malvinas, dos submarinos argentinos tuvieron en jaque 
a la Royal Navy por esta razón. España carecía de capacidad para diseñar y 
construir submarinos, pero existía una sólida industria auxiliar y una práctica 
productiva basada en la tecnología francesa, consecuencia de los programas 
de los submarinos clase Daphne y Agosta. Se creó un programa de transfe-
rencia de tecnología con Francia en el que el tecnólogo era la Direction de 
Constructións Navales, DCN; el grupo de técnicos provenía de Bazán, empre-
sa de construcción naval militar del INI, y los fondos eran de origen público. Se 
logró vender el submarino Scorpene a Chile y Malasia diseñado y construido 
conjuntamente por la DCN y Bazán, en Brest y Cartagena.

Cuando el PP llega al poder, decide que los programas militares deben hacer-
se prioritariamente con EE. UU. Se cambian los estándares de los submarinos 
en construcción para la marina española de tecnología y estándares franceses 
a US. La  DCN plantea un pleito por incumplimiento de los acuerdos indus-
triales. El barco aumenta peso y deviene inviable. Hay que alargar 7 metros 
la eslora para aumentar el desplazamiento que compense el incremento de 
peso... un fracaso técnico evitable, por una transferencia de tecnología aun 
incompleta cuando se prescindió del tecnólogo.

Para el diseño y construcción de motores de avión, se creó ITP en 1992. El tec-
nólogo fue Rolls Royce, RR; el grupo de técnicos vino de SENER y de orígenes 
diversos, y los fondos provinieron del programa militar Eurojet, en cuyo marco 
se desarrolló –con Reino Unido, Alemania e Italia– el motor del Eurofighter, 
nuevo avión de caza europeo. Hoy todas las turbinas de baja presión de RR, 
el 20% de valor total de los motores para aviación comercial, son diseñadas y 



LA RECONSTRUCCIÓN INDUSTRIAL DESDE 1978. LUCES Y SOMBRAS.	 43

fabricadas por ITP... RR tiene un1/3 del mercado mundial. ITP factura 1.000M€ 
en esta área de alta tecnología. 

En el caso de Gamesa y los generadores eólicos, el tecnólogo fue Vestas, 
primer fabricante mundial; el grupo de técnicos, el creado por Gamesa, y los 
fondos provinieron de la subvención que el gobierno español daba para la 
promoción de la energía eólica. Se creó una empresa de 5.000 personas alta-
mente tecnificada, tercera en importancia del sector a nivel mundial.

Hoy, Cataluña tiene la posibilidad de crear empresas para el diseño de chips 
HPC y EDGE, con el apoyo del Barcelona Supercomputing Center (BSC), uno 
de los mejores centros de supercomputación de Europa. Los fondos vendrán 
de la Comisión Europea a través de los programas IPCEI (Important Project 
of Common European Interest) de los New Generation, en los que la ayuda 
pública no tiene porcentualmente límite en razón del interés para Europa del 
proyecto. En Catalunya y en Andalucía existen empresas que participan en el 
programa. Es un ejemplo entre muchos de la potencialidad de los fondos New 
Generation para la promoción industrial.

En países europeos desarrollados con PIB/habitante altos, la posibilidad de 
crear riqueza está en la tecnología. Ahora bien, en un estado medio pequeño 
es necesario focalizar en qué áreas si se quiere tener suficiente peso especí-
fico industrial en el mercado mundial. Es el caso de Dinamarca –Maersk–, na-
viera, y Vestas, energía eólica; Holanda, petróleo Shell, infraestructuras hidráu-
licas y producción vegetal, etc. Para España, estos sectores son computación, 
medicina, farma, alimentación, ciencias, bio, etc.

Es importante que estos programas tengan éxito. La colaboración público-pri-
vada es esencial, pero la iniciativa del producto y la tensión del mercado de-
ben ser aportados por la parte privada, y la tecnología, en parte, por la pública 
La empresa debe colaborar con centros tecnológicos públicos y la Universi-
dad, pero la iniciativa no puede dejar de ser de esta. Contamos en España con 
una ventaja esencial y estable en el tiempo: no nos falta talento.

En el siglo XVIII fue España quien protagonizó la primera transferencia de tec-
nología de la historia moderna... Cuando, tras la paz de Westfalia, España pasó 
a ser una potencia de segundo orden, Fernando VI comprendió que su fuerza 
radicaba en tener suficiente en los ámbitos militar y económico para que la 
alianza con el Reino Unido o Francia rompiera el equilibrio de estas dos, en-
tonces, super potencias. España tenía en América un imperio cuyo comercio 
no podía proteger. Necesitaba una armada que, en alianza con Reino Unido o 
Francia, deshiciera el equilibrio naval entre ellas.

Se envió un ilustrado al Reino Unido, Jorge Juan, para aprender diseño y 
construcción naval. Era entonces este el país más avanzado en esta tecno-
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logía. Se establecieron cuatro arsenales: Ferrol, Cartagena, Cádiz y La Haba-
na, para construir los barcos más modernos de la época, que constituyeron 
una importante fuerza naval en la segunda mitad del siglo XVIII y que Espa-
ña perdió en Trafalgar en 1805, a pesar de su calidad, por un equivocado 
planteamiento de la batalla del almirante francés, que comandaba la fuerza 
franco-española. Siete años después, en 1812, España perdió el imperio co-
lonial... pero la transferencia de tecnología había sido acertada. Y es, todavía 
hoy, el camino a seguir.
 
Para concluir, se referencian las fortalezas y debilidades de la industria espa-
ñola y las recomendaciones de la que podría ser una política industrial en el 
inicio del siglo XXI. Cabe decir que la dimensión limitada de la industria es-
pañola recomienda una presencia del Estado activa para fijar las prioridades 
sectoriales. Cuando se ha hecho el resultado, ha sido altamente positivo. (Plan 
industrial del País Vasco).

Fortalezas
a.	Hay sectores, especialmente los regulados, en los que la industria españo-

la está en los lugares de cabeza de la industria europea por dimensión y 
tecnología, por ejemplo, en producción y distribución eléctrica, automóvil, 
farma, alimentación, obra civil. En otros, este liderazgo no es por la dimen-
sión, pero sí por tecnología. Ejemplos son la aeronáutica, el espacio, la línea 
blanca, la ingeniería. Que esto se haya logrado en determinados sectores 
es la prueba de que puede extenderse a otros.

b.	El capital humano nacional es capaz, se dispone de talento. Es más una 
oportunidad que una realidad. El éxito profesional de muchos expatriados 
españoles justifica esta afirmación.

c.	 La expansión de la industria española a Latinoamérica ha sido un éxito con 
potencial crecimiento a futuro y la extensión a otras geografías. La asignatu-
ra de la internacionalización se ha saldado con éxito per el reto es extender-
la a Europa, Norteamérica y Asia.

Debilidades
a.	El sector industrial es en su mayoría de PYMES y ello implica una dificul-

tad para la tecnificación y la inversión en I+D, que es en España, Pública + 
Privada, de solamente de 1,5% del PIB, mientras que la media de la UE es 
superior al 2%.

b.	España sufre un problema común a occidente, EEUU y UE, la falta de per-
sonal técnico. Los jóvenes no se interesan por la tecnología, en parte por 
un nivel de remuneración bajo comparado con el sector financiero y por 
una dificultad académica superior. Esta diferencia, comparada con China y 
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Rusia, es superior al 2% de la población ocupada en el sector. Es un factor 
negativo que dificulta el crecimiento industrial.

c.	 El plan de Bolonia de homologación de carreras con otros estados miem-
bros de la UE ha perjudicado el nivel de docencia en las carreras técnicas y 
no ha atraído a los mejores estudiantes. Estas deben ser prestigiadas y se 
deben favorecer trayectorias académicas diferenciadas para los estudian-
tes más capacitados. Hay iniciativas en marcha (BEST, Doble titulación en la 
UPC, etc.), que demuestran la viabilidad de estas políticas. La estrategia es 
la atracción de los jóvenes promoviendo su interés.

d.	La distancia entre el ámbito académico y el industrial es grande y crece. La 
interacción entre la universidad y la empresa es precaria… y con los años no 
se reduce. La dificultad del tránsito de profesionales de uno a otro de estos 
dos sectores, academia e industria, ha sido y es una dificultad constante en 
las cuatro últimas décadas por razones administrativas y económicas. Hay 
que promover incentivos para fomentar una mayor colaboración e integra-
ción.

Hay ejemplos de recuperación de talento de profesionales que han pasado 
años fuera de España, pero que llegada cierta edad son repatriables sin un 
coste excesivo. Constituye un beneficio evidente, ICREA en Cataluña es un 
ejemplo.

e.	Un Estado como España debe desplegar una política industrial nacional de 
apoyo a iniciativas industriales concretas, tanto geográficas como sectoria-
les. La iniciativa corresponde a la industria, pero el estado debe apoyar pro-
yectos que permitan concentrar el esfuerzo y la inversión donde sea más 
útil en base a un plan industrial integral explícito. Ha habido iniciativas a 
nivel autonómico y sectorial que han sido eficientes y ha tenido éxito (Plan 
Industrial del País Vasco, Sector aeronáutico, automóvil, etc.). Hay que ex-
tenderlas especialmente a los sectores de alto valor añadido y a las geogra-
fías donde ya exista base industrial.
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La muerte de Franco el 20 de noviembre de 1975 hizo posible la restauración 
de la democracia en España. La transición de la dictadura a la democracia no 
fue, sin embargo, ni fácil ni lineal. El comienzo de la transición –de noviembre 
de 1975 y julio de 1976: gobierno continuista de Arias Navarro, último jefe de 
gobierno con Franco, al que el rey Juan Carlos se vio forzado a ratificar en el 
cargo al asumir la corona a la muerte del dictador– fue decepcionante. Más 
aún, ETA mató en atentados entre 1975 y 1980 a un total de 236 personas; el 
24 de enero de 1977, pistoleros de la extrema derecha asesinaron en Madrid 
a cinco abogados laboralistas próximos al Partido Comunista. El Ejército, por 
último, vio con considerable reserva el proceso hacia la democracia: el 23 de 
febrero de 1981, guardias civiles, algunos militares significados y los mandos 
de la región militar de Valencia promovieron, si bien sin éxito, un golpe militar 
contra la nueva democracia.

De la dictadura a la democracia
Con todo, la transición fue un gran éxito histórico: cristalizó en un régimen 
democrático estable y plural; creó un nuevo consenso histórico en el país; 
hizo de España una de las economías más dinámicas de Europa y un país que 
reapareció ya sin limitaciones de ningún tipo en el orden internacional. España 
celebró sus primeras elecciones democráticas desde 1936 en junio de 1977. La 
izquierda, prohibida y reprimida durante los cuarenta años de la dictadura de 
Franco, llegó al poder en octubre de 1982. España se incorporó a la Comuni-
dad Europea en junio de 1985.

La clave de la transición, o una de ellas, fue el nombramiento el 5 de julio de 
1976 por el nuevo Jefe de Estado, el rey Juan Carlos, de Adolfo Suárez –un 
hombre joven, nacido en 1932, que provenía del Movimiento, el partido único 
franquista, y había tenido cargos importantes en el régimen de Franco– como 
nuevo jefe de gobierno. Suárez, cuyo nombramiento suscitó inicialmente con-
siderables reservas pero que permaneció al frente del gobierno, con distintos 
gabinetes, entre julio de 1976 y enero de 1981, supo entender muy bien el clima 
del país a favor de la democracia, y resolver con decisión y eficacia los nume-
rosos y formidables problemas que la transición conllevó. Logró el asentimien-
to de las propias Cortes franquistas y luego el respaldo popular (referéndum 
del 15 de diciembre de 1976) a su reforma política, en buena medida diseña-
da por Torcuato Fernández Miranda, presidente de las Cortes a la muerte de 
Franco y en su día uno de los preceptores del entonces príncipe Juan Car-
los. Legalizó los partidos políticos, incluido el Partido Comunista, legalizado, 
con gran malestar de los militares, en abril de 1977; liberó a todos los presos 
políticos del franquismo, legalizó igualmente los sindicatos, convocó eleccio-
nes constituyentes (15 de junio de 1977), que ganó creando un heterogéneo 
partido de centro, Unión de Centro Democrático, y logró un amplio consenso 
político con la oposición (Partido Socialista Obrero Español, Partido Comunis-
ta, partidos nacionalistas catalanes y vascos, …) en torno a las dos cuestiones 
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que, en aquel momento, se perfilaron de forma urgente como fundamentales: 
la economía y la Constitución.

Los pactos de la Moncloa del 27 de octubre de 1977 –un acuerdo entre el go-
bierno, los sindicatos (Comisiones Obreras, Unión General de Trabajadores) y 
los partidos equivalente a un plan de estabilización para combatir la inflación 
y el paro, reducir el gasto público, devaluar la moneda, limitar los aumentos 
salariales y acometer la reforma y liberalización de la economía preparado por 
el vicepresidente del Gobierno, Enrique Fuentes Quintana– fueron providen-
ciales. El PIB había pasado de crecer el 5,7 por 100 en 1974 a crecer sólo el 0,2 
por 100 en 1977 y el 1,3 por 100 en 1978, y a decrecer en 1982; el desempleo 
pasó de 367.000 parados en 1974 a 832.000 en 1977. Con una inflación, ade-
más, en 1977 del 24,5 por 100 y una deuda exterior para 1973-77 de 12.000 mi-
llones de dólares, la economía en recesión y el paro en aumento constante, la 
democracia parecía seriamente amenazada. Los pactos de la Moncloa, cuyos 
efectos paliativos empezaron a percibirse pronto, propiciaron así la estabilidad 
económica que la implantación de la nueva democracia española requería.

La Constitución de 1978, aprobada en referéndum el 6 de diciembre de ese 
año, configuró a España como una Monarquía constitucional y democrática y 
como un Estado autonómico de nacionalidades y regiones (al final del proceso: 
un total de diecisiete Comunidades Autónomas, más las ciudades autónomas 
de Ceuta y Melilla). La Constitución, consensuada por todas las fuerzas políti-
cas y elaborada por una ponencia de personalidades notables (Peces Barba, 
Roca Junyent, Solé Turá, G. Cisneros, Pérez Llorca, Herrero de Miñón, Fraga 
Iribarne) reconocía y garantizaba las libertades democráticas, los partidos po-
líticos y los sindicatos, abolía la pena de muerte, fijaba la mayoría de edad en 
los 18 años, diseñaba un Estado aconfesional pero reconocía el significado de 
la Iglesia Católica en la historia española, legalizaba el divorcio y reconocía la 
libertad de empresa y la economía de mercado. España se redefinía, en suma, 
como un Estado social y democrático de derecho, como una democracia plena 
y avanzada. Suárez logró, además, acuerdos especiales para Cataluña, donde 
en 1977 restableció la Generalitat, el régimen histórico catalán reconocido por 
la II República y abolido por Franco, a cuyo frente puso al presidente de Ca-
taluña en el exilio Josep Tarradellas, que regresó triunfalmente a su región en 
octubre de aquel año. Sólo tropezó en el País Vasco –pese a que también allí 
se estableció a finales de 1977, antes pues de la constitución en 1980 de la Co-
munidad Autonómica vasca, un régimen de pre-autonomía– debido al efecto 
combinado de tres realidades: la violencia de ETA, cuyas acciones terroristas 
alcanzaron su punto álgido en 1979-80, los planteamientos maximalistas del 
nacionalismo vasco histórico, el Partido Nacionalista Vasco (PNV), que no votó 
la Constitución porque no reconocía la soberanía vasca, y la espinosa cuestión 
de la relación entre el País Vasco y Navarra, provincia que a partir de 1977 optó 
por separarse del País Vasco, como ya ocurriera en los años de la II República, 
y constituirse como Comunidad Autónoma (Foral) propia.
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Pese a la decepción de los que habían querido una más profunda ruptura con 
el franquismo, y pese a la crisis económica que, incluso con los pactos de la 
Moncloa, se prolongaría hasta 1984-85; pese a la presión terrorista de ETA y 
de otros grupos terroristas de la extrema derecha y de la extrema izquierda 
(como el GRAPO), la democracia española estaba en marcha. Los estatutos 
de autonomía vasco y catalán fueron aprobados y plebiscitados en octubre 
de 1979. En marzo de 1980 se celebraron elecciones autonómicas en ambas 
regiones: en Cataluña, donde venció el nacionalismo moderado liderado por 
Jordi Pujol, y en el País Vasco, con triunfo del PNV. Los gobiernos vasco y cata-
lán quedaron ya formalmente constituidos en abril, presididos respectivamen-
te por Carlos Garaicoetxea, del PNV, y Jordi Pujol, el líder de Convergencia i 
Unió. Galicia tuvo Estatuto de autonomía en 1980 y elecciones regionales y 
Gobierno gallego en octubre de 1981, elecciones que ganó la derecha espa-
ñola, Alianza Popular, y gobierno que presidió Gerardo Fernández Albor. Tras 
un complicado proceso hacia la autonomía, Andalucía celebró sus primeras 
elecciones autonómicas en mayo de 1982, que supusieron una gran victoria 
del PSOE, por lo que su líder en la región, Rafael Escuredo, formó así el primer 
gobierno andaluz de la historia.

Todo ello suponía un cambio radical, una profunda reestructuración del po-
der político y territorial en España. La democracia, en efecto, se consolidaba. 
Suárez dimitió el 29 de enero de 1981. La joven democracia española superó 
sin problemas la caída del hombre clave de la Transición y, lo que fue más im-
portante: derrotó el intento de golpe de Estado que, encabezado por el tenien-
te general de la Guardia Civil, Antonio Tejero, y el capitán general de la región 
de Valencia, el general Miláns del Bosch, se produjo el 23 de febrero de 1981 
(y en el que Suárez, todavía presidente en funciones, y su vicepresidente, el 
general Gutiérrez Mellado, se enfrentaron con valor admirable a los guardias 
civiles armados que habían penetrado en el propio edificio del Congreso de 
los Diputados), y cuyo detonante muchos observadores situaron en el terroris-
mo de ETA. El rey Juan Carlos actuó con decisión para desarticular el golpe. 
Al Rey, a sus asesores y a altos mandos del Ejército y de los cuerpos de segu-
ridad, se debió el mantenimiento de la disciplina militar: ninguna de las otras 
regiones militares secundó a Valencia. Millones de personas se movilizaron en 
toda España contra el golpe y en defensa de la democracia en las gigantescas 
manifestaciones que, como respuesta, se celebraron en los días posteriores 
al 23 de febrero. Normalizada la situación durante la etapa de gobierno de 
Leopoldo Calvo Sotelo (1981-82), que sucedió a Suárez al frente del ejecutivo, 
la sociedad española asumió, ya sin dificultad alguna, el retorno de la izquierda 
al poder por primera vez desde la Guerra Civil de 1936-39, al cabo pues de cin-
cuenta años, retorno que se produjo tras la histórica victoria de los socialistas 
dirigidos por Felipe González y Alfonso Guerra en las elecciones de octubre 
de 1982, en las que el PSOE logró 10 millones de votos (Alianza Popular, el 
segundo partido, 5,4 millones de votos y UCD, 1,4 millones) y 202 de los 350 
escaños del Congreso (AP, 106; UCD, el gran partido de la transición, sólo 12).
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La democracia en España
La larga etapa de gobierno socialista (1982-1996), consolidada con las nuevas 
victorias electorales que el partido, con Felipe González al frente, logró en 
1986, 1989 y 1993, tuvo importancia extraordinaria. Suárez, como acabamos 
de ver, restableció la democracia, aprobó la Constitución e inició el proceso 
autonómico. Calvo Sotelo recuperó la normalidad política tras el intento de 
golpe de 23 de febrero de 1981, pactó con el PSOE la racionalización del pro-
ceso autonómico –bajo su mandato se aprobaron los Estatutos de autonomía 
de Galicia, Asturias, Cantabria, Andalucía, La Rioja, Murcia, Comunidad Valen-
ciana, Aragón, Castilla-La Mancha, Canarias y Navarra– y definió la “transición 
exterior” con la entrada en la OTAN, decidida por su gobierno en mayo de 
1982, decisión que alineó inequívocamente a España en el mundo occidental. 
Pues bien, entre 1982 y 1996 Felipe González y los socialistas –que tuvieron 
que hacer frente a grandes desafíos inmediatos: el declive de las industrias 
tradicionales como siderurgia, minería y construcción naval, y el desempleo, 
cercano en 1982 al 20 por ciento, y que ratificar en referéndum el mencionado 
ingreso del país en la OTAN– propiciaron la entrada de España en Europa, la 
reconversión industrial, la reforma militar, la modernización de las infraestruc-
turas del país, la terminación del Estado autonómico, la recuperación del papel 
internacional de España y varios años (1985-91 y 1993-96) de fuerte crecimien-
to económico. Muy al principio de su mandato, habían procedido además a 
liquidar la prensa y los medios de información públicos, herencia del franquis-
mo, a despenalizar (1983) varios supuestos de aborto recogidos en el Código 
Penal y a completar, como ya ha quedado dicho, el desarrollo del Estado de las 
autonomías, con la aprobación de los Estatutos de Extremadura, Baleares, Ma-
drid y Castilla-León. Muy pronto también acometieron reformas para reforzar el 
derecho a la educación primaria y secundaria pública y cambiar la estructura y 
funcionamiento de la Universidad.

Su gestión fue, pues, amplísima y, sin duda, determinante. En efecto, pese a 
las numerosas huelgas y disturbios laborales que sus medidas desencadena-
ron, los socialistas llevaron a cabo –para combatir la crisis económica– una 
dura política de ajuste económico y acometieron la reconversión industrial 
del envejecido y deficitario sector público creado por el franquismo, recon-
versión que afectó sobre todo a los sectores siderúrgico y minero y a la 
construcción naval. Apostaron abiertamente por la liberalización y la desre-
gulación de la economía e iniciaron el desmantelamiento y privatización del 
INI, el gran holding de empresas públicas del Estado creado por el régimen 
de Franco en 1940. En la lucha contra ETA –otro de los grandes problemas, 
como sabemos, de la nueva democracia española–, los socialistas lograron, 
primero, la colaboración decidida de Francia. Buscaron luego la distensión 
con el PNV: entre 1987 y 1996, el País Vasco autónomo estuvo gobernado 
por gobiernos de coalición PNV-Partido Socialista de Euskadi, presididos por 
el nacionalista Ardanza. En 1998, tras haber explorado antes, en conversa-
ciones en Argelia con líderes de ETA, la posibilidad de algún acuerdo con 
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la organización, impulsaron la firma de pactos políticos (pactos de Madrid, 
Ajuria-Enea y Pamplona) con todas las fuerzas políticas democráticas para 
reafirmar el compromiso de la democracia española en la lucha contra el 
terrorismo. La policía logró, además, éxitos notables como la detención en 
marzo de 1992 en el sur de Francia de la “cúpula” de la organización terroris-
ta (Francisco Múgica Garmendia, José L. Álvarez Santacristina, José Arregui 
Erostarbe), si bien ETA asesinó entre 1982 y 1996 a cerca de 300 personas 
y cometió algunos de sus atentados más sanguinarios, con la colocación de 
coches-bomba en una plaza de Madrid en julio de 1986 (12 muertos), en un 
supermercado de Barcelona en junio de 1987 (15 muertos) y en los cuarteles 
de la Guardia Civil en Zaragoza ese mismo año (11 muertos) y en Vic, en mayo 
de 1991 (9 muertos).

La política exterior socialista fue especialmente ambiciosa. Antes de 1982, el 
propio rey Juan Carlos y los ministros de Exteriores Areilza (ministro en la etapa 
Arias, 1975-76) y Oreja (ministro con Suárez, 1976-80), habían ido normalizando 
las relaciones diplomáticas con la práctica totalidad de países del mundo y 
habían contribuido decisivamente al restablecimiento del crédito internacional 
de España, seriamente dañado durante los años de la dictadura de Franco. 
Con todo, Suárez, no obstante la labor de su ministro Oreja, y pese a haber 
iniciado en 1977 el proceso de incorporación de España a Europa, expresó 
muchas dudas acerca de un eventual ingreso de España en la OTAN y se sintió 
particularmente cómodo con los países del llamado “Tercer Mundo” y no-ali-
neados. Su sucesor, Calvo Sotelo y su ministro de Exteriores, Pérez Llorca, 
fueron, ya lo hemos visto, decididamente atlantistas y europeístas y llevaron 
a España a la OTAN en mayo de 1982. González y sus equipos ministeriales 
fueron más lejos: trataron de definir los principios permanentes de la política 
exterior española, fijar el “sitio” internacional de España y materializar el nuevo 
sistema exterior español. La política exterior global española definida a partir 
de 1982 supuso, de esa forma, la integración en Europa y en la OTAN, la uni-
versalización de las relaciones exteriores del país, relaciones especiales con 
Marruecos y Portugal, cooperación también especial y privilegiada con Amé-
rica Latina, atención particular al área mediterránea, relación equilibrada de 
ayuda económica y defensa mutua con los Estados Unidos, y replanteamiento 
del tema de Gibraltar sobre la base de negociaciones con Gran Bretaña. Es-
paña firmó el Tratado de Adhesión a la Comunidad Europea el 12 de junio de 
1985. Por referéndum celebrado el 12 de marzo de 1986 quedó ratificada la 
permanencia del país en la OTAN.

España encontraba su papel en el mundo y resolvía así un problema que 
parecía arrastrar desde 1898. El ingreso en la OTAN tenía un valor adicional: 
venía a dar al Ejército la misión exterior de que prácticamente carecía desde 
que España perdiera definitivamente su imperio en 1898 y desde que en 
1956 finalizase el protectorado colonial sobre Marruecos y en 1975 abando-
nase el Sahara (apoyando, no obstante, el derecho a la autodeterminación 
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de los saharauis). Ello se completó con la reforma militar llevada a cabo por 
el gobierno socialista y por su ministro de Defensa Narcís Serra –ministro 
entre 1982 y 1991– que amplió y culminó la “transición militar” iniciada en la 
etapa Suárez por el vicepresidente para Asuntos de la Defensa y ministro de 
Defensa entre 1977 y 1979, general Gutiérrez Mellado (y sus sucesores hasta 
1982: Rodríguez Sahagún y Alberto Oliart, primeros civiles a cargo del Ejér-
cito). Entre 1977 y 1982, se unificaron los ministerios militares del franquismo 
(Aire, Marina y Ejército) en un único ministerio de Defensa, se institucionalizó 
la figura de los jefes de Estado Mayor de las distintas armas y se aprobó una 
primera ley de bases de la defensa nacional. Entre 1984 y 1992, en la eta-
pa socialista, se reformaron las plantillas de los tres ejércitos, se reformó el 
Código Penal Militar, se diseñó un nuevo Plan Estratégico Conjunto, se refor-
maron las leyes del régimen del personal militar y del Servicio Militar y ya en 
1992, se aprobó una nueva Directiva de Defensa Nacional. Todo ello significó 
la vertebración de las Fuerzas Armadas bajo la dirección política del gobier-
no y la reestructuración en profundidad de los tres ejércitos, sobre la base 
de la reducción de sus oficiales y plantillas, la progresiva profesionalización 
de sus efectivos, la renovación y modernización de equipamientos y mate-
rial bélico y cambios sustanciales en los objetivos de la defensa. En 1992, el 
Ejército español tenía 58.000 oficiales y suboficiales y 200.000 soldados, la 
mitad de ellos profesionales, un cambio radical con respecto a lo que dicho 
Ejército suponía en 1975. En 1991, España había participado con una fragata 
y dos corbetas en la Guerra del Golfo, la guerra contra Irak aprobada por la 
ONU como respuesta a la ocupación de Kuwait, y en la que intervinieron un 
total de veintinueve países bajo el mando de los Estados Unidos, Gran Bre-
taña, Francia y Arabia Saudita.

Estabilidad democrática, pactos de la Moncloa, reconversión industrial y entra-
da en Europa terminaron por dar sus frutos. La reactivación económica del país 
empezó a ser evidente a partir de 1985 y se prolongó hasta 1991, años en los 
que España pareció convertirse en una de las economías y de las sociedades 
más dinámicas de Europa. Entre 1986 y 1990, el PIB creció a una media del 4,5 
por 100 anual. La inversión extranjera entre 1986 y 1991 alcanzó los 60 billones 
de dólares. La red de autopistas y autovías pasó de 1.970 kilómetros en 1985 
a 5.438 kilómetros en 1992: el parque de automóviles, de 9,2 millones en 1985 
a casi 14 millones en 1994. En abril de 1992 se inauguró un modernísimo tren 
de alta velocidad, AVE, entre Madrid y Sevilla, una de las grandes obras de in-
fraestructura de la etapa socialista. El número de turistas que visitaron España 
pasó de 43 a 52 millones entre 1985 y 1990. La ola de prosperidad permitió, 
además, extender considerablemente las prestaciones sociales. Entre 1982 y 
1992, el gasto público en pensiones, sanidad y educación aumentó en 4,1 pun-
tos del PIB y asimismo aumentaron notablemente el subsidio de desempleo 
y las pensiones de jubilación. España, diría en 1987 el ministro de Economía 
Carlos Solchaga, era “uno de los países donde más y más rápido se podía 
ganar dinero”.
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En ese contexto, el triunfo en las elecciones de 1996 de la derecha, del Parti-
do Popular –nacido de la refundación en 1987 de Alianza Popular y liderado 
desde 1989 por José María Aznar– tuvo, como el de los socialistas en 1982, 
importancia extraordinaria. El triunfo fue posibilitado por el desgaste del PSOE 
tras su larga etapa de gobierno, por la ralentización del crecimiento tras la 
grave crisis económica que el país sufrió entre 1991 y 1993 y, sobre todo, por 
los escándalos de corrupción y “lucha sucia” contra ETA que enturbiaron la 
gestión de los últimos gobiernos socialistas: denuncias sobre financiación ile-
gal del PSOE, apropiación de dinero de fondos reservados por el director de la 
Guardia Civil y otros altos cargos de Interior, sospechas de implicación del go-
bernador del Banco de España en negocios bursátiles particulares, asesinato 
de 28 personas relacionadas con ETA entre 1983 y 1987 por parte del GAL, un 
grupo armado posiblemente relacionado con los servicios secretos españoles; 
hallazgo de los cadáveres de dos etarras muertos tal vez por torturas; grandes 
escándalos financieros, denuncias contra el CESID, el centro de inteligencia de 
Defensa, por escuchas ilegales a políticos, empresarios, periodistas e incluso 
al propio Rey, … La importancia del triunfo del PP en 1996 estaba ante todo en 
su significación: representaba, simplemente, la alternancia política natural en 
una democracia consolidada.

El cambio de 1996 fue así un cambio político no traumático. Aznar y el Partido 
Popular, que gobernaron entre 1996 y 2004 –tras volver a ganar las eleccio-
nes en 2000, esta vez por mayoría absoluta– dieron estabilidad a la acción 
del gobierno, mantuvieron (mejoraron, de hecho) el crecimiento económico y 
en buena manera el consenso social. Reforzaron la lucha contra el terrorismo 
de ETA y la autoridad del Estado central en el marco del estado de las auto-
nomías, especialmente así en el País Vasco, como respuesta en este caso al 
decidido giro soberanista que Gobierno Vasco y PNV impulsaron desde 1997. 
En materia de política exterior y de defensa, el PP (Aznar) fue decididamente 
atlantista y pro-norteamericano, especialmente tras los atentados islamistas 
contra las Torres Gemelas de Nueva York del 11 de septiembre de 2001. Refor-
mó, además, parcialmente aspectos de la educación, suprimió el servicio mi-
litar obligatorio, elaboró un Plan Hidrológico Nacional que contemplaba gran-
des obras de trasvase entre distintas cuencas hidrográficas y llevó a España a 
la integración monetaria europea y al euro, la moneda única europea nacida 
en 1999 y que en 2002 sustituyó a la peseta, la moneda histórica española. 
La etapa Aznar fue el periodo de mayor crecimiento y de mayor creación de 
empleo de la historia reciente española. Entre 1996 y 2004, el PIB creció a una 
media del 3,4 por ciento anual, con un máximo del 4,3 por ciento en 1998 y un 
mínimo del 2 por ciento en 2002. El PIB per cápita pasó de 13.300 euros en 
1996 a 21.800 euros en 2004. La tasa anual de desempleo bajó desde el 17,7 
por ciento en 1985 al 10,3 por ciento en 2004. La población activa pasó de 16,3 
millones en 1996 a 19,8 millones en 2004. 
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Aunque en septiembre de 1998 ETA declaró una tregua que duró catorce me-
ses y aunque el gobierno Aznar sondeó a la nueva dirección política etarra 
de cara a un posible fin de la lucha armada, ETA asesinó entre 1996 y 2004 a 
setenta personas (entre ellas políticos y personalidades relevantes o del PP o 
del PSOE, como Gregorio Ordóñez, Fernando Múgica, Fernando Buesa, Tomás 
y Valiente, Miguel Ángel Blanco, López de la Calle, Ernest Lluch, Joseba Paga-
zaurtundúa,…). La acción policial infligió, a cambio, importantes golpes a la or-
ganización: más de cien activistas de ETA, y la práctica totalidad de su aparato 
militar, fueron detenidos entre 1998 y 2004. El clima moral y político del País 
Vasco estaba, además, cambiando: el asesinato en julio de 1997 del joven con-
cejal del PP de la localidad vizcaína de Ermua Miguel Ángel Blanco provocó 
una verdadera conmoción moral que se tradujo en la movilización contra ETA 
y Batasuna por parte de millones de personas en toda España, miles y miles 
de ellas en el propio País Vasco. Aunque la movilización en el interior de éste 
contra la banda terrorista fuera ya anterior, el asesinato de Ermua dio lugar a 
la creación de distintas plataformas cívicas de oposición a ETA y de defensa 
de los valores constitucionales y democráticos. Una importante manifestación 
contra ETA, convocada por la plataforma Basta YA, encabezada por conocidos 
intelectuales vascos no-nacionalistas, recorrió las calles de San Sebastián el 
23 de septiembre de 2000. El voto no-nacionalista (PSE, dirigido entonces por 
Redondo Terreros y PP, encabezado por Mayor Oreja, primer ministro de Inte-
rior de Aznar) representó el 46 por 100 de los votos en las elecciones autonó-
micas vascas de 2001 y puso en cuestión la hegemonía del PNV, que se había 
mantenido desde las elecciones vascas de 1980 y que volvió a confirmarse, 
pese a lo dicho, en 2001, en que el PNV logró el 52,19 por 100 de los votos.

Pese a que hechos azarosos mal resueltos desde el gobierno – como la catás-
trofe ecológica en Galicia provocada por el hundimiento del petrolero “Presti-
ge” en noviembre de 2002 o la muerte de 63 militares al estrellarse en mayo 
de 2003 en Turquía el avión que los transportaba tras cumplir su misión en 
Afganistán – pusieron en dificultades a Aznar y sus ministros, todo indicaba 
que el PP podía obtener en 2004 un tercer mandato electoral. El error, al me-
nos visto lo sucedido después, estuvo en el apoyo incondicional que el propio 
Aznar dio a los Estados Unidos en la guerra de Irak de 2003, guerra muy impo-
pular para la población española (que sin embargo había aceptado la participa-
ción de tropas españolas en otros conflictos como Kosovo y Afganistán, o en la 
recuperación del islote de Perejil ocupado por Marruecos en julio de 2003), lo 
que permitiría a los socialistas, dirigidos ahora por su nuevo secretario general, 
José Luis Rodríguez Zapatero, capitalizar electoralmente ya en 2004 el inten-
so clima de malestar y dolor colectivos creado por el terrible atentado –191 
muertos, 1.858 heridos– perpetrado en Madrid por terroristas islámicos el 11 
de marzo de ese mismo año, y volver así al gobierno tras ganar las elecciones 
celebradas sólo tres días después, el domingo 14 de marzo de 2004.
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El comienzo de la postransición
El cambio de gobierno de 2004 cerraba así una etapa política de treinta años 
de democracia y de transformaciones decisivas en la vida española. La clave 
de esos treinta años radicó en que a lo largo de ese tiempo nunca se quebró 
el consenso –por usar la palabra acuñada al inicio de la Transición– entre los 
grandes partidos (UCD, PP, PSOE) sobre el nuevo Estado español construido 
desde 1975 y definido por la Constitución de 1978. Consenso sobre el Estado 
no significó ausencia de confrontación política, que la hubo, e intensa, en tor-
no a todas las cuestiones esenciales: elecciones, gobiernos, ministros, legis-
lación, política exterior, políticas sectoriales, temas vasco y catalán, sucesos 
catastróficos, corrupción, etcétera.

Problemas en treinta años hubo muchos. El paro, la temporalidad de muchos 
empleos, el envejecimiento de la población, la subcultura de alcohol y dro-
gas de una gran parte de la juventud, la educación, la vivienda y la violencia 
doméstica constituyeron, por ejemplo, algunos de los grandes problemas del 
país desde la década de 1980. ETA mantuvo –ya ha quedado dicho– la presión 
terrorista, como resultado de su concepción estratégica hacia la independen-
cia, esto es, por una opción deliberada, no como resultado de una necesidad 
inevitable, impuesta por las circunstancias o como prolongación de un conflic-
to secular y no resuelto. Los nacionalismos vasco y catalán, aun gobernando 
en sus respectivas regiones desde 1980 y aun coadyuvando a la gobernación 
de España –caso, en distintos momentos, del nacionalismo catalán moderado 
liderado por Jordi Pujol, Presidente catalán entre 1980 y 2004–, seguían en 
2005 manteniendo por razones ideológicas, por su concepción de los “he-
chos” vasco y catalán, sus aspiraciones a la constitución de Cataluña y Euskadi 
(y el nacionalismo gallego, la de Galicia, si bien careció de fuerza electoral 
significativa hasta 1997: el PP gobernó ininterrumpidamente en Galicia entre 
1988 y 2005) como naciones soberanas, y la transformación de España en un 
Estado plurinacional.

Pero los grandes problemas que desde el siglo XIX habían condicionado la po-
lítica del país –la democracia política, la forma del Estado, el atraso económico, 
la organización territorial, el Ejército, la Iglesia– parecían ahora, 1975-2005, en 
buena medida resueltos. La Monarquía no estaba en cuestión y la sucesión del 
rey Juan Carlos estaba asegurada en la figura de su hijo el príncipe Felipe. El 
Ejército era ahora un ejército moderno, adecuado a las necesidades españolas 
de defensa y subordinado al poder civil, el ejército por el que habían abogado 
discretamente desde los años finales del franquismo militares como los ge-
nerales Díez Alegría y Gutiérrez Mellado. La Iglesia, encabezada entre 1972 y 
1981 por el cardenal Tarancón, había apoyado la Transición, ya desde la memo-
rable homilía que el propio Tarancón había pronunciado el 27 de noviembre de 
1975 en la misa que siguió a la proclamación como Rey de don Juan Carlos, y 
había establecido aceptables relaciones de cooperación con el nuevo Estado 
español. El giro conservador de la Iglesia, que, impulsado por los sucesores 
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de Tarancón (cardenales Suquía y Rouco-Varela, arzobispo Elías Yanes y otros), 
pudo apreciarse desde mediados de los años 90 transformó la cooperación 
en progresivo distanciamiento, en razón de las muchas reservas de la Iglesia 
hacia el laicismo del Estado español y su frontal desaprobación de prácticas 
familiares y sexuales contrarias para la Iglesia a la moral cristiana; pero sin que 
se rompiera, al menos dramáticamente, el clima de respeto mutuo existente 
entre Iglesia y Estado y definido por la Constitución del 78.

En 2005, España, un país urbano y moderno de 43,1 millones de habitantes, 
no era ya ni un país agrario ni un país industrial. Servicios, construcción, co-
mercio, turismo, banca, transportes y comunicaciones eran los motores del 
nuevo dinamismo de la economía española. La población urbana era ya el 
77 por 100 del total de la población. Entre 1976 y 2000, el PIB se incrementó, 
pese a la recesión de 1974-84, en un 89 por 100. España, la octava economía 
del mundo en 2005, había invertido en América Latina en la década de 1990 
una cifra cercana a los 90.000 millones de dólares. En torno a cuatro millones 
de inmigrantes, principalmente latinoamericanos, marroquíes, rumanos, chinos 
y africanos, se habían establecido en el país entre 1990 y 2005: otro cambio 
histórico formidable. 

España era, además, un país europeo. Tras un largo proceso de difíciles ne-
gociaciones iniciado en 1977, y aunque aún quedarían por resolver problemas 
importantísimos –que afectaban principalmente a la agricultura y a la pesca– 
para cuya solución se aceptaría la fijación de periodos transitorios, España 
pudo firmar por fin el Tratado y Acta de Adhesión a la Comunidad Económica 
Europea el 12 de junio de 1985. España se convertía así en miembro de pleno 
derecho de la CEE a partir del 1 de enero de 1986. Ingresó en la CEE, en la 
CECA (Comunidad Europea del Carbón y del Acero) y en el EURATOM (o Co-
munidad Europea de la Energía Atómica) y se incorporó a los órganos e institu-
ciones rectoras y representativas de los mismos: Consejo Europeo, Comisión, 
Parlamento, Tribunal de Justicia, Comité Económico y Social, Tribunal de Cuen-
tas, etcétera. En el Consejo, el órgano supremo político comunitario, España 
recibió, como quinto país más poblado de la CEE, ocho votos, frente a los diez 
de Alemania, Francia, Italia y Reino Unido, y los cinco de Bélgica, Holanda, Gre-
cia y Portugal. La Comisión Europea, el ejecutivo de la Comunidad, pasó a es-
tar integrada por diecisiete Comisarios. A España le correspondieron dos (para 
lo que se nombró a Manuel Marín, hasta entonces Secretario de Estado para 
Relaciones con Europa en el gobierno socialista, y a Abel Matutes, de Alianza 
Popular, el partido conservador español), el mismo número que a Alemania, 
Francia, Italia y Reino Unido, y uno más que al resto de los Doce. España fue, 
de esta manera, parte activa en todo lo actuado por la Unión Europea entre 
1986 y 2006: tratado de Maastrich de 1991, unión monetaria, ampliaciones de 
1995 y 2004, el euro, los tratados de Ámsterdam y Niza (diciembre de 2000, 
el tratado que diseñó la ampliación de 2004 hacia los países de la Europa del 
Este). España asumió, desde luego, un papel relevante en la cooperación de 
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la UE con los países del Mediterráneo (impulsado mediante la celebración en 
Barcelona, en 1995, de la Conferencia de Seguridad y Cooperación en el Medi-
terráneo) y en la institucionalización de las relaciones de la Unión Europea con 
América Latina. Asimismo, España celebró regularmente elecciones europeas 
a partir de 1987.

Entre 1986 y 2006, Europa iba a ser, además, para España, una formidable 
operación económica. España (38,4 millones de habitantes en 1986; 44,1 mi-
llones en 2006) recibió en esos veinte años, en fondos para la agricultura, 
para el desarrollo regional y para la cohesión, una cifra cercana a los 150.000 
millones de euros, con un saldo neto en torno a los 90.000 millones. Casi 
todos los cambios infraestructurales que el país experimentó en esos veinte 
años –autovías, trenes de alta velocidad, puertos, desaladoras, presas…– se 
financiaron con fondos europeos. Entre 1986 y 1990, el PIB español, si se 
recuerda, creció a una media del 4,5 por ciento anual; cuatro de cada diez 
kilómetros de los casi seis mil kilómetros nuevos de autovías y treinta y ocho 
de cada cien euros invertidos en España en ferrocarriles (trenes de alta ve-
locidad Madrid-Sevilla, Madrid-Lleida, Madrid-Toledo) se hicieron con dinero 
procedente de Europa. Por primera vez en dos siglos, España contaba en 
el mundo. En 1989 presidía, en efecto, la Comunidad Europea. Al año si-
guiente, participó, si bien muy limitadamente, en la Guerra del Golfo Pérsico, 
desencadenada por la invasión unilateral de Kuwait por parte de Irak. En 
total, desde 1989 a 2006, tropas españolas participarían en un total de 47 
operaciones militares internacionales (en Bosnia, en Kosovo, en Afganistán, 
en Irak…) comandadas o por la ONU o por la OTAN o por la propia UE –opera-
ciones de “paz y ayuda humanitaria”, pero en escenarios de guerra activa– a 
las que España destinó un total de 67.000 efectivos (si bien nunca hubo más 
de 2.300 soldados españoles participando en misiones internacionales al 
mismo tiempo).

El ingreso de España en la Comunidad Económica Europea y su incorporación 
a la OTAN no eran, pues, sólo iniciativas de política exterior y de defensa. Su 
alcance era mucho mayor. España resolvía de esa forma el problema de su 
identidad como nación y su papel en el contexto mundial. La democracia hizo 
posible la homologación del país con los estados y naciones de su entorno, la 
afirmación de la identidad española como país europeo. El pesimismo crítico 
y esencialista sobre la condición nacional que en su día había impregnado 
la obra y la visión de muchos intelectuales de los siglos XIX y XX (de Blanco 
White y Larra a Unamuno, la generación del 98, Ortega y Azaña) parecía ahora, 
1975-2005, un anacronismo. Al margen de las repercusiones políticas que tuvo 
(derrota del Partido Popular y victoria del PSOE de Rodríguez Zapatero en las 
elecciones del día 14 de marzo y posterior retirada de las tropas españolas de 
Irak), la sociedad y las instituciones españolas asimilaron con serenidad admi-
rable el terrible atentado perpetrado por terroristas islámicos en Madrid el día 
11 de marzo de 2004, que costó la vida a cerca de 200 personas.
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Desde 1975 España había cambiado ostensiblemente. En 2004, España era 
un país democrático y plenamente europeo y occidental, una economía desa-
rrollada y dinámica y un país de inmigrantes. Era una sociedad dominada por 
el peso de las clases medias urbanas, vinculadas a la gestión empresarial, a 
las profesiones liberales y al funcionariado, con niveles relativamente altos de 
bienestar y afluencia económica, como reflejaban sus elevados gastos en edu-
cación, vivienda y consumo; una sociedad progresivamente igualitaria y defini-
da por un alto grado de homogeneidad en gustos, valores y actitudes ante la 
vida y la sociedad. La cristalización a partir de 1975 de un régimen de liberta-
des en el ámbito de la prensa y de los medios de comunicación se tradujo en la 
aparición de periódicos nuevos en toda España y, tras la posterior autorización 
de televisiones autonómicas y privadas, en una renovación radical de la oferta 
de radio y televisión. Prensa y medios de comunicación fueron, desde luego, 
parte fundamental, a veces determinante, de la nueva democracia española. 
Como las demás sociedades occidentales desarrolladas, España se instaló así 
en una cultura generalista, atenta a la actualidad inmediata y efímera, hecha 
de política pero sobre todo, de deportes, vida sentimental de los “famosos”, 
concursos de radio y televisión, formas de entretenimiento banal, escándalos 
y sucesos dramáticos, y dependiente de la excitación del momento.

En la década de 1990, empezaron a cristalizar ya de forma evidente los cam-
bios generacionales que se habían ido produciendo desde la transición a la 
democracia. Para entonces, unos diez millones de españoles habían nacido 
después de 1975. A mediados de los años 90, las señas de identidad de los 
jóvenes menores de treinta años eran los atuendos de cazadoras, sudade-
ras, vaqueros y botas, los tatuajes y aros en orejas, nariz y labios, el consumo 
masivo de alcohol como forma colectiva de diversión los fines de semana y 
el gusto por determinadas músicas y ritmos, los cómics, los videojuegos y los 
videoclips; drogas, sexo y alcohol eran los problemas de las nuevas genera-
ciones españolas. Para estas nuevas generaciones, la transición, el tipo de 
preocupaciones políticas, morales e históricas que habían impregnado a ge-
neraciones anteriores, y singularmente a las generaciones moldeadas por el 
espíritu de oposición al régimen de Franco, eran, si no inexistentes, al menos 
progresivamente irrelevantes y en todo caso, nada urgentes y poco significa-
tivas.

El terrible atentado del 11 de marzo de 2004 fue como el fin trágico y brutal 
de los treinta magníficos años que España había vivido desde 1975. Como he 
indicado, España asimiló admirablemente el atentado. Pero el clima emocional 
creado como consecuencia de éste –que buena parte de la opinión asoció 
con la participación del país por decisión del gobierno Aznar en la impopular 
guerra de Irak desencadenada por los Estados Unidos a partir de 2003– cam-
bió el equilibrio político del país. Toda la situación posterior a las elecciones de 
aquel 14 de marzo nació lastrada por su origen. Contra lo que se esperaba, el 
atentado y la posterior gestión que gobierno y oposición hicieron de los suce-
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sos del 11-M dieron la victoria en las elecciones generales celebradas sólo tres 
días después al PSOE, a cuyo frente se encontraba desde 2001 el nuevo líder 
del partido, José Luis Rodríguez Zapatero. 

La llegada al poder de Zapatero, un hombre nacido en 1960, tuvo en efecto mu-
cho de cambio generacional. El socialismo de Zapatero era un vago sentimen-
talismo progresista, asociado más a valores morales comunitarios –políticas 
de igualdad de género y de ampliación de derechos cívicos de los ciudadanos, 
política de apaciguamiento internacional y ante el terrorismo de ETA– que a 
grandes reformas económicas y sociales. Conllevaba paralelamente una con-
cepción de la política que rompía el principio de consenso que había definido 
a la Transición, concepción que asociaba democracia sólo con izquierda y con 
los nacionalismos periféricos como fundamento de un nuevo orden democrá-
tico del que parecía quedar excluida la derecha política del país. 
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La Constitución Española de 1978 establece en su artículo 40.1 “los poderes 
públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y eco-
nómico y para una distribución de la renta regional y personal más equitativa, 
en el marco de una política de estabilidad económica”. El artículo 135 de la 
Constitución vigente, fue modificado en el año 2011. En su exposición de moti-
vos, se aduce que la modificación se debe “al objeto de fortalecer la confianza 
en la estabilidad de la economía española a medio y largo plazo”, por lo que el 
artículo 135 obliga a todas las Administraciones Públicas a adecuar sus actua-
ciones al principio de estabilidad presupuestaria. 

El Estado y las Comunidades Autónomas no podrán incurrir en un déficit es-
tructural que supere los márgenes establecidos, en su caso, por la Unión Euro-
pea para sus Estados Miembros. La modificación se basa en consecuencia en 
la pertenencia del Reino de España a la Unión Europea, como se destaca en la 
citada exposición de motivos. 

El desarrollo del marco de estabilidad económica del citado artículo 40.1 de la 
Constitución Española de 1978, así como la modificación del artículo 135, debe 
encontrarse en los Tratados de la Unión Europea: el Tratado de la Unión Euro-
pea y el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. Debemos recordar 
que, en Capítulo Tercero de la Constitución, “De los tratados internacionales”, 
los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados en 
España, formarán parte del ordenamiento interno, en consecuencia, lo esta-
blecido en los citados Tratados llevan a la obligación de cumplirlos junto con 
las normas que se derivan de los mismos. 

En el artículo 3.3 del Tratado de la Unión Europea se establece que “ La 
Unión establecerá un mercado interior. Obrará en pro del desarrollo soste-
nible de Europa basado en un crecimiento económico equilibrado y en la 
estabilidad de precios, en una economía social de mercado altamente com-
petitiva, tendente al pleno empleo y al progreso social, y en un nivel elevado 
de protección y mejora del medio ambiente. Asimismo, promoverá el progre-
so científico y técnico”. La estabilidad económica en la economía española 
debe enmarcarse en este contexto, en el artículo se hace refere ncia explícita 
a la est abilidad de precios, principio de gran alcance, especialmente para los 
estados miembros de la Unión que tienen, como España, el euro como mo-
neda única. Como establece el artículo 3.4 “La Unión establecerá una unión 
económica y monetaria cuya moneda es el euro”, lo que como veremos lleva 
consigo una serie de obligaciones en los que la estabilidad económica y 
monetaria resulta fundamental. En el artículo 4 se reconoce la identidad na-
cional de los Estados “inherente a las estructuras políticas y constitucionales 
de éstos”. 

En el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea se establece en su artí-
culo 2 que “Los Estados miembros coordinarán sus políticas económicas y de 
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empleo según las modalidades establecidas en el presente Tratado, para cuya 
definición la Unión dispondrá de competencia”, así la política económica de 
un Estado queda subordinada en su caso a la decisión de la Unión, por ello es 
muy importante la delimitación de competencias exclusivas para la Unión, y las 
compartidas entre la Unión y los estados miembros. 

Las competencias exclusivas para la Unión son (art 3): 

a.	La unión aduanera. 

b.	El establecimiento de las normas sobre competencia necesarias para el fun-
cionamiento del mercado interior.

c.	 La política monetaria de los estados miembros cuya moneda es el euro. 

d.	La conservación de los recursos biológicos marinos dentro de la política 
pesquera común.

e.	La política comercial común. En el mismo artículo se establece que en estos 
ámbitos, la Unión dispondrá de competencia exclusiva para la celebración 
de un acuerdo internacional, lo que explica que la Unión se exprese con una 
sola voz en materia de comercio internacional. 

En materia de competencias compartidas entre los estados miembros y la 
Unión (art. 4), y por lo que respecta a ámbitos económicos, se aplica a: mer-
cado interior, agricultura y pesca, transportes, energía, redes transeuropeas. 

En el artículo 5, se establece que los “Estados miembros coordinarán sus po-
líticas económicas en el seno de la Unión. Con este fin el Consejo adoptará 
medidas, en particular las orientaciones generales de dichas políticas. Se apli-
carán disposiciones particulares a los Estados miembros cuya moneda es el 
euro”. Se establece así el principio de coordinación entre los Estados miem-
bros y la posibilidad de medidas específicas para los Estados cuya moneda 
única es el euro. Cabe añadir que en el artículo 6, referido a acciones con el fin 
de apoyar, coordinar y complementar la acción de los Estados miembros, en su 
finalidad europea, se citan los económicos de industria y turismo. 

En cada estado miembro deben respetarse la libre circulación de mercade-
rías, personas, servicios y capitales, además del derecho de establecimiento 
(art.26.2), elementos esenciales cuya observancia repercute sin duda en su 
ordenamiento jurídico interno y la estabilidad de su economía. 

La estabilidad económica y monetaria debe basarse en una política econó-
mica y monetaria coherente con tal finalidad. En el artículo 119, se establece 
que para obtener los objetivos del citado artículo 3 del Tratado de la Unión 
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Europea, la acción de los Estados miembros y de la Unión contempla una 
política económica basada en la coordinación de las políticas económicas 
de los estados miembros, el mercado interior y la definición de objetivos co-
munes, que se lleven a cabo con el respeto al principio de una economía de 
mercado abierta y de libre competencia. En el mismo artículo, dicha acción 
ha de llevar a una moneda única, el euro, la definición de una política mone-
taria, de tipos de cambio única cuyo objetivo primordial sea la estabilidad de 
precios. 

Continuando en el artículo 119, se establece que las acciones de los Estado 
miembros contempladas en el mismo, implican los siguientes principios rec-
tores: precios estables, finanzas públicas y condiciones monetarias sólidas y 
balanza de pagos estable. 

Con el fin de cumplir los objetivos de respeto por parte de los Estados miem-
bros y la Unión establecidos en los artículos 3 del Tratado de la Unión Europea 
y el 119 acabado de citar, según el art. 121, el Consejo, sobre la base de una 
recomendación de la Comisión, elaborará un proyecto de orientaciones ge-
nerales para las políticas económicas de los Estados miembros y de la Unión 
y presentará un informe al respecto al Consejo Europeo, sobre la base del 
informe del Consejo, el Consejo Europeo debatirá unas conclusiones sobre las 
orientaciones generales de las políticas económicas de los Estados miembros 
y de la Unión. El Consejo de acuerdo con estas conclusiones adoptará una re-
comendación, llevándo a que el Consejo, basándose en informes presentados 
por la Comisión, supervise la evolución económica de cada uno de los Estados 
miembros y de la Unión, así como la coherencia de las políticas económicas 
con las orientaciones generales, procediendo regularmente a una evaluación 
global. 

De acuerdo con lo establecido, cada uno de los estados miembros deben 
coordinar sus políticas económicas y el Consejo las supervisará para asegurar 
su coherencia en el contexto de las orientaciones generales. Se contempla la 
posibilidad de emitir una advertencia al Estado miembro que contradiga las 
orientaciones generales o ponga en peligro el correcto funcionamiento de la 
Unión Económica y Monetaria. 

En el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea se advierte sobre los 
déficits excesivos por parte de los Estados miembros. La Unión debe tener sus 
cuentas equilibradas. 

La estabilidad de precios es el objetivo del Sistema Europeo de Bancos Cen-
trales, (en el que participa el Banco de España), (art. 127 al art.130). Se asegura 
la total independencia del SEBC y del Banco Central Europeo. El SEBC está di-
rigido por los órganos rectores del Banco Central Europeo que son su Consejo 
de Gobierno y su Comité Ejecutivo, art 129. 
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Para asegurar el cumplimiento de los objetivos de coordinación de las políticas 
económicas y la estabilidad, se acordó el Pacto de Estabilidad y Crecimiento, 
basados en los artículos 121 y 126 del Tratado de Funcionamiento junto con el 
protocolo 12. El artículo 136 da indicaciones específicas para la zona euro. 

Sobre estas bases se establecen los principios de vigilancia multilateral y el 
procedimiento por déficit excesivo. Para los estados miembros de la euro zona 
existe una regulación específica para la coordinación y supervisión presupues-
taria. En su desarrollo, son básicos el reglamento del Consejo 1466/97 sobre la 
supervisión de las posiciones presupuestarias y la supervisión y coordinación 
de las políticas económicas y el reglamento del Consejo 1467 /97 sobre la im-
plementación del procedimiento por déficit excesivo. 

Diversos reglamentos y clarificaciones han ido siguiendo estos dos iniciales. 

El Pacto quiere garantizar una estabilidad económica en la zona euro basada 
en unas cuentas públicas saneadas mostrando unos presupuestos equilibra-
dos. En este contexto se han fijado los objetivos de un máximo del 3% del 
déficit y un 60% de la deuda (objetivos que se dejaron en suspenso en base a 
las medidas extraordinarias por la crisis provocada por la pandemia del 2020. 

A partir del primero de enero del 2024, las medidas de rigor y control presu-
puestario están de nuevo en vigor. 

Los estados deben presentar anualmente sus presupuestos que el Conse-
jo debe analizar en base a los programas de estabilidad y crecimiento. La 
persistencia en la desviación da lugar a la aplicación del procedimiento por 
déficit excesivo y la posibilidad de aplicar el régimen sancionador. 

En consecuencia, los estados miembros de la zona euro deben presentar un 
programa de estabilidad que asegure el cumplimiento de los objetivos fijados 
para asegurar la misma, por ello se han de presentar los presupuestos antes 
de su aprobación por si hubiese objeciones a los mismos por considerar que 
no se cumpliesen los objetivos establecidos. Dado que la Constitución Espa-
ñola establece en su artículo 134, la obligación para el gobierno de presentar 
ante el Congreso de los Diputados los Presupuesto Generales del Estado a 
menos tres meses antes de la expiración de los del año anterior, éste envía el 
proyecto de presupuestos al Consejo unos meses antes, para que en su pre-
sentación al Congreso de los Diputados cuente con la aprobación requerida 
por los procedimientos que requiere el Pacto. 

El cumplimiento de la estabilidad económica fijado en la Constitución Espa-
ñola se plasma en la actualidad por la pertenencia del Reino de España a la 
Unión Europea, y más precisamente a la zona euro en el que precisamente la 
estabilidad económica y monetaria es fundamental. 
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CONSTITUCIÓN Y SALUD
El derecho a la protección de la salud queda consagrado, en el artículo 43.1 de 
nuestra Carta Magna, como uno de los principios rectores de la política social 
y económica; ordenador, por tanto, del funcionamiento de los tres poderes del 
Estado. Un derecho que el Tribunal Constitucional declaró, en diciembre de 
2012, como de ‘importancia singular en el marco constitucional’1.

No nos corresponde adentrarnos en el espinoso asunto de la naturaleza jurídi-
ca de la protección a la salud2 pero, sea cual fuere su consideración, no cabe 
duda de su verdadera eficacia jurídica y, lo que nos resulta de mayor interés, 
su misión de dirigir u orientar las políticas sociales y económicas de los pode-
res públicos. 

Al respecto, resulta esclarecedor lo indicado en el artículo 53.3 del texto cons-
titucional, donde se señala: “El reconocimiento, el respeto y la protección de 
los principios reconocidos en el Capítulo tercero [De los principios rectores de 
la política social y económica] informarán la legislación positiva, la práctica ju-
dicial y la actuación de los poderes públicos”. Con lo que queda de manifiesto 
que, más que establecer obligaciones concretas, lo que se propugna es una 
línea orientadora en la política social y económica que deben mantener las 
normas jurídicas; algo que Josefa Cantero Martínez (2013) y Alfonso Noguera 
Peña (2021) denominan un ‘derecho social de prestación’. 

Con ser abundantes las disposiciones dictadas para el desarrollo del precepto 
constitucional de la protección de la salud, aún algunos aspectos normativos 
han resultado demasiado genéricos, dejando sin respuesta algunas cues-
tiones de interés, como se ha encargado de poner de manifiesto la reciente 
pandemia derivada de la enfermedad causada por el virus SARS-CoV-2, tal 

1 “… apreciando este Tribunal que el derecho a la salud y el derecho a la integridad física de las 
personas afectadas por las medidas impugnadas, así como la conveniencia de evitar riesgos para 
la salud del conjunto de la sociedad, poseen una importancia singular en el marco constitucional, 
que no puede verse desvirtuada por la mera consideración de un eventual ahorro económico 
que no ha podido ser concretado, entendemos que se justifica el levantamiento de la suspensión 
de la vigencia de los preceptos referidos a la ampliación del ámbito subjetivo del derecho a 
acceder a la asistencia sanitaria pública y gratuita”. Auto 239/2012 del Tribunal Constitucional, 
de 12/12/2012. Levanta parcialmente la suspensión en el conflicto positivo de competencia 4540-
2012, interpuesto por el Gobierno de la Nación en relación con el decreto 114/2012, de 26 de junio, 
sobre régimen de las prestaciones sanitarias del Sistema Nacional de Salud en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma de Euskadi.
2 El artículo 43 se encuadra en el capítulo 3, ‘De los principios rectores de la política social y 
económica’ del título I, ‘De los derechos y deberes fundamentales’; no se trata, sensu stricto, de uno 
de los ‘Derechos y libertades’ contemplados en el capítulo II. Pero no son pocos los autores que 
se han manifestado en el sentido de que los derechos relacionados con la protección de la salud, 
entre ellos el acceso a los medicamentos, tienen la consideración de derechos fundamentales 
(Valverde, 2010; Lamata et al., 2017: 86; Gambino et al., 2019: 151). Una sensata discusión sobre 
este asunto en Alfonso Noguera Peña (2021: 153-159). De la salud como derecho en España se ha 
ocupado, reiteradamente, Honorio-Carlos Bando Casado (2008; 2012; 2022). 
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la autorización excepcional del empleo de medicamentos en situaciones de 
emergencias sanitarias3. 

El concepto de salud, en sí mismo, se nos presenta esquivo y complejo; no 
puede entenderse exclusivamente como la ‘ausencia de enfermedad’, debe in-
terpretarse en un sentido más amplio. Desde las crisis sociales de las décadas 
de 1960/1970, al menos en Occidente, la salud ha adoptado una concepción 
anglosajona, ligada a la política y a las circunstancias socioeconómicas, deno-
minada ‘bienestar social’.

Tampoco es fácil definir este concepto de ‘bienestar social’; incluye aspectos 
subjetivos como la ‘alegría de vivir’ junto a otros más objetivos como el ren-
dimiento en el trabajo productivo o la adaptación al medio. Quizás el ejemplo 
que mejor represente esta ‘dimensión social’ del medicamento sea la píldora 
anticonceptiva, la cual, en opinión de algunos historiadores, ha hecho más por 
la liberación de la mujer que toda la literatura publicada al respecto, a la par 
que ha modificado sustancialmente el mercado de trabajo en las últimas déca-
das (Rodríguez Ocaña et al., 2012; Ignaciuk, 2014).

Aunque resulte evidente, conviene recordar que los poderes públicos no pue-
den garantizar la salud de los ciudadanos, solo establecer las bases jurídicas 
necesarias para proteger nuestra salud4. El legislador no tuvo duda en desa-
rrollar, con el rango de ley orgánica, en abril de 1986, unas medidas especiales 
en materia de salud5 y, en abril de 2020, en la única reforma que, hasta el 
momento, ha tenido esta ley orgánica pese a los muchos años transcurridos 
desde su publicación, lo hace para matizar el abastecimiento de los medica-
mentos y garantizar su mejor distribución6.

3 Son de singular interés al respecto los trabajos de César Cierco Seira (2017; 2020); Carlos del 
Castillo Rodríguez y Silvia Enríquez Fernández (2020; 2021); César Cierco Seira y Laura Salamero 
Teixidó (2022; 2023); Laura Salamero Teixidó y César Cierco Seira (2023). 
4 “… lo que se garantiza no es tanto un resultado (‘estar sano’) cuanto la puesta a disposición 
de la ciudadanía, a través de los poderes públicos, de unos medios para aspirar a conseguir 
tal objetivo” (Bombillar, 2010: 50). En definitiva, una ‘obligación de medios’ y no de ‘resultados’ 
(Cueva, 2004: 16). No obstante, algunas organizaciones de pacientes no lo han entendido así, 
cf. “Posicionamiento de Esclerosis Múltiple España sobre el acceso y la intercambiabilidad de 
los fármacos modificadores de la enfermedad”. Madrid, 15/02/2019 (https://esclerosismultiple.
com/ftp_publico/Posicionamiento%20EME%20intercambiabilidad%20febrero%202019%20d.pdf) 
[consulta: 23/01/2024].
5 Ley orgánica 3/1986, de 14/04 (BOE, 29/04/1986), modificada por real decreto-ley 6/2020, de 
10/03 (BOE, 11/03/2020).
6 “Artículo cuarto. / Cuando un medicamento, un producto sanitario o cualquier producto necesario 
para la protección de la salud se vea afectado por excepcionales dificultades de abastecimiento y 
para garantizar su mejor distribución, la Administración Sanitaria del Estado, temporalmente, podrá: 
/ a) Establecer el suministro centralizado por la Administración. / b) Condicionar su prescripción a la 
identificación de grupos de riesgo, realización de pruebas analíticas y diagnósticas, cumplimentación 
de protocolos, envío a la autoridad sanitaria de información sobre el curso de los tratamientos o a 
otras particularidades semejantes”. (Real decreto-ley 6/2020, de 10/03. BOE, 11/03/2020).
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Y es que el medicamento: su comercialización, fabricación, prescripción, distri-
bución y dispensación, constituyen uno de los tótems básicos de los poderes 
públicos para garantizar la aplicación del artículo 43.1 de nuestra Constitución7. 

MEDICAMENTO Y SALUD
Los medicamentos no son meros productos de consumo, tienen –como finali-
dad jurídica– hacer efectivo el derecho a la protección de la salud. No es fácil 
coaligar la salud pública con los intereses propios de la empresa privada; por 
ello la regulación del sector farmacéutico –no solo en nuestro país– tiene una 
enorme extensión solo superada por el sector de la aviación (Palop Baixaulí, 
Millán Rusillo, 2014: 199)8. 

Con la aprobación del texto constitucional, y en especial con las medidas que 
lo desarrollan, comenzó una etapa legislativa marcada por la progresiva des-
centralización de competencias a favor de las autonomías y por el ajuste de la 
nueva legislación a las exigencias constitucionales. En tal sentido, en la prima-
vera de 1986, se abordó una profunda reforma sanitaria, a través de la Ley Ge-
neral de Sanidad, mediante la que se estableció un nuevo modelo organizativo 
de la sanidad española9.

7 Existe una vinculación muy estrecha entre el derecho a la protección de la salud y la legislación 
sobre productos farmacéuticos, como ha confirmado la jurisprudencia emanada del Tribunal 
Constitucional: sentencia 32/1983, de 28/04 (BOE, 17/05/1983); sentencia 152/2003, de 17/07 
(BOE, 13/08/2003); sentencia 210/2016, de 15/12 (BOE, 20/01/2017).
8 “La complejidad del medicamento justifica la gran especificidad de su Estatuto jurídico […] 
Esta especificidad del Estatuto jurídico del medicamento, por razones de protección de la salud 
pública, es la que proporciona una dimensión jurídica muy específica y que se extiende a todas 
las fases de la vida del medicamento, incluido su comercio internacional. La dimensión jurídica 
del medicamento condiciona todo el sector. Al ser sus exigencias para proteger la salud de las 
personas, adquiere una dimensión global…” (Valverde, 2006: 37-38). 
9 Ley 14/1986 de 25/04, general de sanidad (BOE 29/04/1986) modificada por Ley 55/1999, de 
medidas fiscales, administrativas y de orden social (BOE 30/12/1999); Ley 21/2001, por la que se 
regulan las medidas fiscales y administrativas del nuevo sistema de financiación de las Comunidades 
Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía (BOE, 31/12/2001); Ley 41/2002, 
reguladora de la autonomía del paciente y de los derechos y obligaciones en materia de información y 
documentación clínica (BOE, 15/11/2002); Ley 16/2003, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de 
Salud (BOE, 29/05/2003); Ley 55/2003, estatuto marco del personal estatutario de los servicios de salud 
(BOE, 17/12/2003); Ley 62/2003, de medidas fiscales, administrativas y de orden social (BOE, 31/12/2003 
–rect. BOE, 03/01/2004-); Ley orgánica 3/2007, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres 
(BOE, 23/03/2007); Ley 14/2007, de investigación biomédica (BOE, 04/07/2007); Ley 25/2009, de 
adaptación al libre acceso a las actividades de servicios (BOE, 23/12/2009); Ley 26/2011, de adaptación 
normativa a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (BOE, 
02/08/2011); Ley 33/2011, general de salud pública (BOE, 05/10/2011); Ley 10/2013, de incorporación 
al ordenamiento jurídico español de las directivas 2010/84/UE sobre farmacovigilancia y 2011/62/UE 
sobre prevención de entrada de medicamentos falsificados (BOE, 25/07/2013); Ley 3/2014, por la que 
se modifica el texto refundido de la Ley general para la defensa de los consumidores y usuarios y otras 
leyes complementarias (BOE, 28/03/2014); Ley orgánica 6/2015, de modificación de la financiación 
de las Comunidades Autónomas y de la estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera (BOE, 
13/06/2015); Ley orgánica 3/2018, de protección de datos personales y garantía de los derechos 
digitales (BOE, 06/12/2018); Ley orgánica 2/2023, del sistema universitario (BOE, 23/03/2023).
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Una reforma que sustituye el ‘sistema sanitario’ hasta entonces vigente por un 
‘sistema de salud’, en la que se implementa un modelo sanitario asistencial, 
donde se enfatiza la atención integral, la orientación comunitaria y el carácter 
preventivo. No cabe duda de que el diseño de este nuevo sistema de salud 
estuvo influido por las situaciones derivadas del Síndrome del Aceite Tóxico, 
aparecido en España en la primavera de 1981 (Hernández Martín, Martínez Pé-
rez, 2011; Domínguez Vilaplana, González Bueno, 2023) y que tanto influyó en 
las medidas legales adoptadas sobre responsabilidad penal debida a los da-
ños ocasionados por productos nocivos, defectuosos o adulterados (Paredes 
Castañón, Rodríguez Montañés, 1995).

La situación social generada en la España de la década de 1980 conllevó a 
conceder una creciente importancia a la seguridad de los medicamentos de 
fabricación industrial; en tal sentido se dictaron, en abril de 198510, las normas 
de correcta fabricación y control de medicamentos, basadas en las adoptadas 
por la Organización Mundial de la Salud [OMS] y de aplicación obligatoria para 
todos los laboratorios farmacéuticos; en ellas se aprecian no sólo una gran 
preocupación por la seguridad, también porque sólo se comercialicen medi-
camentos de probada eficacia. Precisamente para favorecer la seguridad de 
los medicamentos se estableció, en marzo de 198211, una fecha de caducidad 
máxima de cinco años para todos los medicamentos de fabricación industrial, 
siguiendo criterios de la OMS. Esta misma tendencia es la que recoge la Ley 
General de Sanidad al señalar que ‘sólo se autorizarán medicamentos seguros 
y eficaces con la debida calidad y pureza’.

La década de los años ochenta es rica en disposiciones reguladoras del mate-
rial de acondicionamiento; a juzgar por la cantidad de normas publicadas y el 
detalle con el que fueron redactadas, es posible concluir que, para los legisla-
dores sanitarios de este período, la identificación, el aumento de la seguridad 
y el correcto uso de los medicamentos fueron sus mayores preocupaciones.

En 1981 se definieron los medicamentos publicitarios como “aquéllas de li-
bre uso y dispensación sin receta, empleadas para el alivio o tratamiento de 
síndromes o síntomas menores, que no requieren atención médica, o para la 
prevención de los mismos”12; la fijación del precio de estos medicamentos se 

10 Orden ministerial de 19 de abril de 1985, por la que se establecen las normas de correcta 
fabricación y control de calidad de los medicamentos (BOE, 30/04/1985); derogada por real decreto 
1564/1992, de 18 de diciembre, por el que se desarrolla y regula el régimen de autorización de 
los laboratorios farmacéuticos e importadores de medicamentos y la garantía de calidad en su 
fabricación industrial (BOE, 02/02/1993).
11 Real decreto 726/1982, de 17 de marzo, por el que se regula la caducidad y devoluciones de 
las ‘especialidades farmacéuticas’ a los laboratorios farmacéuticos (BOE, 17/04/1982 -rect. BOE, 
27/05/1982).
12 Cf. art. 1 del real decreto 2730/1981, de 19 de octubre, sobre registro de las ‘especialidades 
farmacéuticas’ publicitarias (BOE, 25/11/1981), derogado por real decreto 1345/2007, de 11 de 
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liberalizó, quedando excluidos de la financiación pública, con ello se pretendió 
conseguir una agilización en los servicios de atención primaria y, posiblemen-
te, un ahorro del gasto público en medicamentos. En 1985 se estableció que 
aquellos medicamentos ‘cuya utilización pudiera producir efectos adversos 
muy graves’ quedaran sometidos a un control médico especial, nacen así los 
medicamentos de especial control médico [ECM]13.

Paralelamente se produjeron modificaciones de tipo administrativo tendentes 
a facilitar la identificación y clasificación de los medicamentos, como la crea-
ción del Código Nacional para sustituir al número de registro y la clave de la 
Seguridad Social14; o la clasificación anatómica de los medicamentos basada 
en el grupo terapéutico al que pertenecen15.

Con la adhesión española a la Unión Europea, acaecida en 1986, la legisla-
ción española ha venido modificándose para adecuarse a las normas comu-
nitarias, tomando como referencia las directivas y recomendaciones sobre 
las condiciones sanitarias exigibles para la comercialización de medicamen-
tos y la vigilancia de sus posibles reacciones adversas. En este sentido se 
dicta, en diciembre de 1990, la Ley del medicamento16, que persigue, además 
de las garantías de seguridad, eficacia y calidad de estos productos, su uso 
racional, para lo que es necesaria una correcta identificación del fármaco y 
una adecuada información dirigida tanto a los profesionales de la sanidad 
como al usuario. La Ley perseguía también objetivos empresariales, al pro-
mover la investigación y el desarrollo de productos terapéuticos relevantes, 
facilitar la competencia en la compra de productos por hospitales y la utiliza-
ción de medicamentos genéricos.

La Ley del medicamento mantuvo una orientación coincidente con la concep-
ción de ‘uso racional del medicamento’ consagrada por la OMS; dentro de 
este concepto se engloba el conjunto de actividades destinadas no sólo a 

octubre, por el que se regula el procedimiento de autorización, registro y condiciones de 
dispensación de los medicamentos de uso humano fabricados industrialmente (BOE, 07/11/2007).
13 Orden ministerial de 13 de mayo de 1985 sobre medicamentos sometidos a especial control 
médico en su prescripción y utilización (BOE, 21/05/1985), derogada por real decreto 717/2019, 
de 5 de diciembre, por el que se modifica el real decreto 1345/2007, de 11 de octubre, mediante 
el que se regula el procedimiento de autorización, registro y condiciones de dispensación de los 
medicamentos de uso humano fabricados industrialmente (BOE, 06/12/2019).
14 Circular 37/1979, de 9 de julio, de la Dirección General de Farmacia y Medicamentos.
15 Orden ministerial de 13 de mayo de 1985, sobre medicamentos sometidos a especial control 
médico en su prescripción y utilización (BOE, 21/05/1985); derogada por real decreto 717/2019, 
de 5 de diciembre, por el que se modifica el real decreto 1345/2007, de 11 de octubre, mediante 
el que se regula el procedimiento de autorización, registro y condiciones de dispensación de los 
medicamentos de uso humano fabricados industrialmente (BOE, 06/12/2019).
16 Ley 25/1990, de 20 de diciembre, del medicamento (BOE, 22/12/1990), derogada por Ley 
29/2006, de 26 de julio, de garantías y uso racional de los medicamentos y productos sanitarios 
(BOE, 27/07/2006).
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una adecuada utilización del fármaco, también medidas sobre la formación e 
información, condiciones, establecimientos, forma e instrumentos de dispen-
sación y posibles vías de financiación pública del medicamento. Para lograr 
este objetivo la Ley partía de que el principio básico de la atención a la salud 
era disponer de estructuras de soporte técnico para la colaboración de los 
profesionales sanitarios adecuadamente formados en el uso racional de los 
medicamentos y, en tal sentido, definió una serie de actuaciones de las Admi-
nistraciones públicas destinadas a potenciar desde programas de formación 
continuada al desarrollo de los centros de información del medicamento, por 
citar algunos elementos señeros.

Entre octubre de 1992 y junio 2011 funcionó, adscrita al Ministerio con compe-
tencias en Sanidad, una Comisión Nacional para el Uso Racional de los Medi-
camentos17, a quien se encomendó, como principal misión, el informe sobre 
las medidas a adoptar por las Administraciones públicas sanitarias para que 
se llevara a cabo la adecuada utilización de los medicamentos y productos 
sanitarios.

Entre las reformas introducidas por la Ley de acompañamiento de 199718, que 
modificó sustancialmente la Comisión para el uso Racional de los Medica-
mentos, se encuentra la creación de un nuevo organismo público, la Agencia 
Española del Medicamento (hoy Agencia Española de Medicamentos y Pro-
ductos Sanitarios), entre cuyas funciones figuran las de evaluar y conceder la 
autorización de comercialización de medicamentos y de los laboratorios far-
macéuticos, planificar y desarrollar el sistema español de farmacovigilancia y 
desempeñar las labores de inspección e instrucción de procedimientos de in-
fracción en materia de medicamentos. La Agencia Española de Medicamentos 
y Productos Sanitarios cuenta, desde marzo de 1999 con un Estatuto propio19, 
renovado en 201120, que la convierte en un organismo autónomo con capaci-
dad jurídica propia para desarrollar sus actuaciones. 

17 Real decreto 1274/1992, de 23 de octubre, por el que se crea la Comisión Nacional para Uso 
Racional de los Medicamentos (BOE, 09/11/1992), derogada por real decreto 776/2011, de 3 de 
junio, por el que se suprimen determinados órganos colegiados y se establecen criterios para la 
normalización en la creación de órganos colegiados en la Administración General del Estado y sus 
Organismos Públicos (BOE, 04/06/2011).
18 Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social 
(BOE, 31/12/1997).
19 Real decreto 520/1999, de 26 de marzo, por el que se aprueba el Estatuto de la Agencia 
Española del Medicamento (BOE, 31/03/1999), derogado por real decreto 1275/2011, de 16 de 
septiembre, por el que se crea la Agencia estatal “Agencia Española de Medicamentos y Productos 
Sanitarios” y se aprueba su Estatuto (BOE, 23/09/2011).
20 Real decreto 1275/2011, de 16 de septiembre, por el que se crea la Agencia estatal “Agencia 
Española de Medicamentos y Productos Sanitarios” y se aprueba su Estatuto (BOE, 23/09/2011), 
con las modificaciones introducidas por real decreto 577/2013, de 26 de julio, mediante el que 
se regula la farmacovigilancia de medicamentos de uso humano (BOE, 27/07/2013); real decreto 
1090/2015, de 4 de diciembre, por el que se regulan los ensayos clínicos con medicamentos, los 
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La armonización del derecho comunitario sobre el medicamento; la transferen-
cia de competencias a las Comunidades Autónomas en materia de sanidad; 
la elaboración de un plan estratégico de política farmacéutica para el Sistema 
Nacional de Salud, con especial incidencia en la calidad y periodicidad de la 
información que reciben los profesionales sobre el medicamento; la vigilancia 
de las posibles reacciones adversas, unido al control del gasto y la univer-
salización de la prestación farmacéutica en un Sistema de Salud sostenible, 
condujo a promulgar, para España, una norma reguladora del proceso total del 
medicamento, desde la producción a la dispensación: fue la Ley de garantías y 
uso racional de los medicamentos y productos sanitarios, publicada en 200621. 

La norma fomentaba que los problemas relativos a los medicamentos fueran 
abordados por cuantos agentes sociales se vieran involucrados en la atención 
a la salud, con ánimo de alcanzar el objetivo de la prestación farmacéutica 
con carácter universal. Por otra parte, definía el conjunto de actuaciones en-
caminadas a que los pacientes recibieran los medicamentos y los utilizaran de 
forma adecuada a sus necesidades clínicas y en las dosis precisas según sus 
requerimientos individuales, durante el período de tiempo adecuado, con la 
información necesaria para su correcto uso y al menor coste posible. En defi-
nitiva, apostaba seriamente por el uso racional del fármaco. 

La primera modificación de esta Ley se introdujo mediante la de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2008, donde se fijaron las tasas por presta-
ción de servicios y realización de actividades, por parte de la Administración 
General del Estado, en materia de medicamentos22. Dos años más tarde, a 
fines de 2009, su contenido fue adaptado a la nueva normativa sobre libre 
acceso a las actividades de servicios, con el objetivo de impulsar la actividad 
económica23 y de contemplar la participación en la prescripción de medica-

comités de ética de la investigación con medicamentos y el Registro Español de Estudios Clínicos 
(BOE, 24/12/2015); real decreto 957/2020, de 3 de noviembre, por el que se regulan los estudios 
observacionales con medicamentos de uso humano (BOE, 26/11/2020) y real decreto 271/2022, 
de 12 de abril, por el que se modifica el real decreto 1275/2011, de 16 de septiembre, por el que se 
crea la agencia estatal “Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios” y se aprueba 
su Estatuto, con objeto de adaptar su estructura organizativa a las previsiones del Reglamento 
(UE) 2017/745, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de abril de 2017, sobre los productos 
sanitarios (BOE, 13/04/2022).
21 Ley 29/2006, de 26 de julio, de garantías y uso racional de los medicamentos y productos 
sanitarios (BOE, 27/07/2006), prácticamente derogada por el real decreto legislativo 1/2015, de 24 
de julio, mediante el que se aprueba el texto refundido de la Ley de garantías y uso racional de los 
medicamentos y productos sanitarios (BOE, 25/07/2015).
22 Ley 51/2007, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2008 (BOE, 
27/12/2007 -rect. BOE, 14/03/2008-).
23 Ley 5/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la 
Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio (BOE, 23/12/2009), modificada 
por Ley 32/2014, de 22 de diciembre, de metrología (BOE, 23/12/2014).
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mentos y productos sanitarios de otros profesionales distintos de los médicos 
y odontólogos, como era el caso de los enfermeros y podólogos24.

Como consecuencia de la crisis económica iniciada en el año 2008, la Ley 
del medicamento siguió experimentando modificaciones: algunas de ellas han 
sido de tipo técnico, como las relativas a las garantías de eficacia, seguridad y 
calidad de los medicamentos y productos sanitarios, pero las más significativas 
se han producido sobre los aspectos económicos, sucediéndose una serie de 
medidas de control del gasto en medicamentos, publicadas mediante reales 
decretos ley promulgados en marzo de 201025, mayo de 201026 y agosto de 
201127, que introdujeron descuentos y limitaciones de carácter general, los cua-
les afectaron a la oferta pública de medicamentos.

El sistema de precios de referencia, contemplado en la Ley del medicamento 
promulgada en 2006, experimentó una variación significativa en el verano de 
201028 y el régimen de incompatibilidades de los profesionales sanitarios se 
vio modificado en el verano de 201129.

24 Ley 28/2009, de 30 de diciembre, de modificación de la Ley 29/2006, de 26 de julio, de 
garantías y uso racional de los medicamentos y productos sanitarios (BOE, 31/12/2009).
25 Real decreto-ley 4/2010, de 26 de marzo, de racionalización del gasto farmacéutico con 
cargo al Sistema Nacional de Salud (BOE, 27/03/2010 -rect. BOE, 14/04/2010-), convalidado por 
resolución de 14 de abril de 2010, del Congreso de los Diputados (BOE, 21/04/2010). 
26 Real decreto-ley 8/2010, de 20 de mayo, por el que se adoptan medidas extraordinarias 
para la reducción del déficit público (BOE, 24/05/2010; rect. BB.OO.E. 25/05/2010; 26/05/2010), 
convalidado por resolución de 27 de mayo de 2010, del Congreso de los Diputados (BOE, 
01/06/2010).
27 Real decreto-ley 9/2011, de 19 de agosto, de medidas para la mejora de la calidad y cohesión 
del Sistema Nacional de Salud, de contribución a la consolidación fiscal y de elevación del importe 
máximo de los avales del Estado para 2011 (BOE, 20/08/2011), convalidado por resolución de 23 
de agosto de 2011, del Congreso de los Diputados (BOE, 03/09/2011).
28 Ley 34/2010, de 5 de agosto, de modificación de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de 
contratos del sector público; Ley 31/2007, de 30 de octubre, sobre procedimientos de contratación 
en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales y Ley 29/1998, de 13 
de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa para adaptación a la normativa 
comunitaria de las dos primeras (BOE, 09/08/2010).
29 Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación (BOE, 02/06/2011), con las 
modificaciones introducidas por Ley 30/2015, de 9 de septiembre, por la que se regula el sistema 
de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral (BOE, 10/09/2015), real decreto-
ley 14/2017, de 6 de octubre, por el que se aprueba la reactivación extraordinaria y por tiempo 
limitado del programa de recualificación profesional de las personas que agoten su protección por 
desempleo (BOE, 07/10/2017), real decreto-ley 3/2019, de 8 de febrero, de medidas urgentes en el 
ámbito de la Ciencia, la Tecnología, la Innovación y la Universidad (BOE, 09/02/2019), real decreto-
ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 
económico y social del COVID-19 (BOE, 18/03/2020), real decreto-ley 23/2020, de 23 de junio, 
por el que se aprueban medidas en materia de energía y en otros ámbitos para la reactivación 
económica (BOE, 24/06/2020), Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2021 (BOE, 31/12/2020), real decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el 
que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la Administración pública y para la 
ejecución del plan de recuperación, transformación y resiliencia (BOE, 31/12/2020), real decreto-
ley 29/2021, de 21 de diciembre, por el que se adoptan medidas urgentes en el ámbito energético 
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En este verano de 2011 se dictaron normas para generalizar la prescripción de 
medicamentos por principio activo y modificar el sistema de precios de refe-
rencia; se intentaba con ello mejorar los criterios para la financiación selectiva 
de los fármacos30. En la primavera de 2012 se abordó una reforma sustancial, 
de carácter global, mediante la que se racionalizaba la financiación del me-
dicamento a través de la exclusión de aquellos destinados al tratamiento de 
síntomas menores, a la par que se introducía una modificación estructural en 
el sistema de fijación de precios, marcando un cambio hacia la financiación 
selectiva, con criterios como el coste/efectividad y la valoración del impacto 
presupuestario, introduciendo la aportación de los beneficiarios al gasto en 
medicamentos en función de su capacidad económica31.

Una nueva modificación, realizada en el otoño de 2012, redefinió la prestación 
farmacéutica ambulatoria, considerando como tal la que se dispensa al pacien-
te mediante receta médica u orden de dispensación hospitalaria a través de 
oficinas o servicios de farmacia32. En julio de 2013 se incorporaron al ordena-
miento jurídico español las directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 
sobre farmacovigilancia y sobre prevención de la entrada de medicamentos 
falsificados en la cadena de suministro legal, con las obligadas modificaciones 
a la Ley del medicamento de 2006. La reforma, a la par que adecuaba el pro-
cedimiento sancionador y el régimen de los ingresos públicos por actuaciones 

para el fomento de la movilidad eléctrica, el autoconsumo y el despliegue de energías renovables 
(BOE, 22/12/2021), real decreto-ley 32/2021, de 28 de diciembre, de medidas urgentes para la 
reforma laboral, la garantía de la estabilidad en el empleo y la transformación del mercado de 
trabajo (BOE, 30/12/2021), real decreto-ley 8/2022, de 5 de abril, por el que se adoptan medidas 
urgentes en el ámbito de la contratación laboral del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e 
Innovación (BOE, 08/04/2022), Ley 17/2022, de 5 de septiembre, por la que se modifica la Ley 
14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación (BOE, 06/09/2022) y real decreto-
ley 1/2023, de 10 de enero, de medidas urgentes en materia de incentivos a la contratación laboral 
y mejora de la protección social de las personas artistas (BOE, 11/01/2023).
30 Real decreto-ley 9/2011, de 19 de agosto, de medidas para la mejora de la calidad y cohesión 
del Sistema Nacional de Salud, de contribución a la consolidación fiscal, y de elevación del 
importe máximo de los avales del Estado para 2011 (BOE, 20/08/2011), convalidado por resolución 
de 23 de agosto de 2011, del Congreso de los Diputados (BOE, 03/09/2011); con modificaciones 
introducidas por real decreto-ley 20/2011, de 30 de diciembre, de medidas urgentes en materia 
presupuestaria, tributaria y financiera para la corrección del déficit público (BOE, 31/12/2011), real 
decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para garantizar la estabilidad presupuestaria y de 
fomento de la competitividad (BOE, 14/07/2012) y Ley 16/2013, de 29 de octubre, por la que se 
establecen determinadas medidas en materia de fiscalidad medioambiental y se adoptan otras 
medidas tributarias y financieras (BOE, 30/10/2013). 
31 Real decreto-ley 16/2012, de 20 de abril, de medidas urgentes para garantizar la sostenibilidad 
del Sistema Nacional de Salud y mejorar la calidad y seguridad de sus prestaciones (BOE, 
24/04/2012 -rect. BOE, 15/05/2012), convalidado por resolución de 17 de mayo de 2012, del 
Congreso de los Diputados, (BOE, 25/05/2012) y modificado por Ley 12/2012, de 26 de diciembre, 
de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados servicios (BOE, 27/12/2012).
32 Real decreto-ley 28/2012, de 30 de noviembre, de medidas de consolidación y garantía del 
sistema de la Seguridad Social (BOE, 01/12/2012).
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de la Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios33, introducía 
un cambio sustancial: el empleo del informe de posicionamiento terapéutico 
como herramienta en la utilización de los nuevos medicamentos, a la vez que 
se extendía el régimen hasta entonces aplicable a los medicamentos de uso 
humano a los medicamentos de uso veterinario, a los productos sanitarios, 
a los cosméticos y a los productos de cuidado personal, a fin de ofrecer una 
regulación general completa del sector farmacéutico34. 

Esta continua sucesión de normas que fueron completando o modificando, de 
forma muy dispar, el texto de la Ley de garantías y uso racional de los medica-
mentos y productos sanitarios de 2006 dio lugar a la publicación, en el verano 
de 201535, de un texto consolidado, donde encontraron cabida las sucesivas 

33 La Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2015 volvió a modificar las tasas por 
prestación de servicios y realización de actividades de la Administración General del Estado en 
materia de medicamentos, productos sanitarios, productos cosméticos y productos de cuidado 
personal (Ley 36/2014, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 
2015. BOE, 30/12/2014).
34 Ley 10/2013, de 24 de julio, por la que se incorporan al ordenamiento jurídico español las 
directivas 2010/84/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de diciembre de 2010, sobre 
farmacovigilancia, y 2011/62/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2011, 
sobre prevención de la entrada de medicamentos falsificados en la cadena de suministro legal, 
y se modifica la Ley 29/2006, de 26 de julio, de garantías y uso racional de los medicamentos y 
productos sanitarios (BOE, 25/07/2013).
35 Real decreto legislativo 1/2015, de 24 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
de garantías y uso racional de los medicamentos y productos sanitarios (BOE, 25/07/2015 -rect. BOE, 
23/12/2015), con las modificaciones introducidas por Ley 48/2015, de 29 de octubre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2016 (BOE, 30/10/2015); real decreto 1090/2015, de 4 de diciembre, 
por el que se regulan los ensayos clínicos con medicamentos, los comités de ética de la investigación 
con medicamentos y el Registro Español de Estudios Clínicos (BOE, 24/12/2015); real decreto-ley 
7/2018, de 27 de julio, sobre el acceso universal al Sistema Nacional de Salud (BOE, 30/07/2018), 
convalidado por resolución de 6 de septiembre de 2018, del Congreso de los Diputados (BOE, 
15/09/2018); real decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes para 
responder al impacto económico del COVID-19 (BOE, 13/03/2020); Ley 11/2020, de 30 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del Estado para el año 2021 (BOE, 31/12/2020 -rect. BOE, 20/04/2021-); 
Ley 2/2021, de 29 de marzo, de medidas urgentes de prevención, contención y coordinación para 
hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 (BOE, 30/03/2021); Ley 19/2021, de 20 
de diciembre, por la que se establece el ingreso mínimo vital (BOE, 21/12/2021); Ley 17/2022, de 5 de 
septiembre, por la que se modifica la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Inno-
vación (BOE, 06/09/2022); Ley 38/2022, de 27 de diciembre, para el establecimiento de gravámenes 
temporales energético y de entidades de crédito y establecimientos financieros de crédito y por la 
que se crea el impuesto temporal de solidaridad de las grandes fortunas, y se modifican determina-
das normas tributarias (BOE, 28/12/2022 -rect. BOE, 04/03/2023); real decreto-ley 2/2023, de 16 de 
marzo, de medidas urgentes para la ampliación de derechos de los pensionistas, la reducción de la 
brecha de género y el establecimiento de un nuevo marco de sostenibilidad del sistema público de 
pensiones (BOE, 17/03/2023), convalidado por resolución de 30 de marzo de 2023, del Congreso de 
los Diputados (BOE, 01/04/2023) y real decreto-ley 5/2023, de 28 de junio, por el que se adoptan y 
prorrogan determinadas medidas de respuesta a las consecuencias económicas y sociales de la gue-
rra de Ucrania, de apoyo a la reconstrucción de la isla de La Palma y a otras situaciones de vulnerabi-
lidad; de transposición de directivas de la Unión Europea en materia de modificaciones estructurales 
de sociedades mercantiles y conciliación de la vida familiar y la vida profesional de los progenitores 
y los cuidadores; y de ejecución y cumplimiento del Derecho de la Unión Europea (BOE, 29/06/2023 
-rect. BB.OO.E. 01/07/2023; 25/07/2023), convalidado por resolución de 26 de julio de 2023, de la 
Diputación Permanente del Congreso de los Diputados (BOE, 28 de julio de 2023). 
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modificaciones que se fueron incorporado a la regularización de estos produc-
tos. Aun cuando las modificaciones proceden de muy distintos ámbitos, todas 
giran en torno a la conveniencia de enmarcar el crecimiento sostenido de las 
necesidades en materia de prestación de medicamentos dentro de estrategias 
de uso racional y de control del gasto, que permitan seguir asegurando una 
prestación universal de calidad, en unos momentos de dificultad económica y 
cambio tecnológico.

La política farmacéutica desarrollada en el gozne entre el siglo xx y el xxi se 
ha orientado en la dirección de asegurar la disponibilidad de los medicamen-
tos para cubrir las necesidades de los pacientes y en el apoyo a los procedi-
mientos de atención farmacéutica, ofreciendo, en coordinación con el médico, 
consejo sanitario, seguimiento farmacoterapéutico y apoyo profesional a los 
pacientes. Son estas las líneas que marcan el uso racional de los medicamen-
tos, reforzando la exigencia de la receta médica como documento imprescin-
dible para la seguridad del paciente y la modificación de los prospectos para 
hacerlos más legibles a los ciudadanos, con lo que se ayuda a la adherencia al 
tratamiento por parte del usuario. 

Aun cuando la publicación del texto refundido en 2015 ofreció un marco legis-
lativo actualizado y consolidado sobre el medicamento, la normativa española 
ha continuado afinando algunos aspectos36.

A fines de 2015 se incorporaron a nuestro ordenamiento jurídico las garantías 
para las personas que participan en la investigación clínica, en consonancia 
con elementos como la Declaración de Helsinki, aprobada por la Asociación 
Médica Mundial, y el Convenio del Consejo de Europa para la protección de 
los derechos humanos y la dignidad del ser humano con respecto a las aplica-
ciones de la biología y la medicina, suscrito en Oviedo, con los consiguientes 
cambios en la regulación de los ensayos clínicos y el rol desempeñado por los 
comités de ética en la investigación con medicamentos37. 

El acceso al Sistema Nacional de Salud en condiciones de equidad y de uni-
versalidad, considerado como un derecho primordial de toda persona, llevó a 
ampliar la protección efectiva de la salud a colectivos de una especial vulne-

36 La ley de Presupuestos Generales del Estado para 2021 introdujo cambios significativos en 
el sistema de precios de referencia y en la aportación de los usuarios y sus beneficiarios en la 
prestación farmacéutica ambulatoria (cf. la disposición final trigésima quinta de Ley 11/2020, de 
30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2021. BOE, 31/12/2020 -rect. 
BOE, 20/04/2021-).
37 Real decreto 1090/2015, de 4 de diciembre, por el que se regulan los ensayos clínicos con 
medicamentos, los comités de ética de la investigación con medicamentos y el Registro Español de 
Estudios Clínicos (BOE, 24/12/2015), con modificaciones introducidas por real decreto 957/2020, 
de 3 de noviembre, por el que se regulan los estudios observacionales con medicamentos de 
uso humano (BOE, 26/11/2020) y real decreto 192/2023, de 21 de marzo, por el que se regulan los 
productos sanitarios (BOE, 22/03/2023).
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rabilidad, amenazados por la exclusión social, como es el caso de la población 
extranjera no registrada ni autorizada a residir en España38.

Por último, en marzo de 2023, se adaptó nuestra legislación al marco norma-
tivo europeo para los productos sanitarios, generado con ánimo de garantizar 
el nivel de seguridad y de protección de la salud de pacientes y usuarios, a 
la par que pretende impulsar la innovación y los intereses de las pequeñas y 
medianas empresas que desarrollan sus actividades en este sector39. 

COROLARIO
Como vemos, la intervención estatal sobre el medicamento ha variado sus-
tancialmente desde que, en 1978, se aprobara la Constitución española; so-
bre ella han actuado numerosos factores de tipo político, social, económico, 
científico, técnico, etc.; todos ellos han hecho evolucionar lo que, en principio, 
era una mera intervención estatal destinada a evitar la comercialización de 
productos ilegales, hacia un exhaustivo control oficial donde se contempla la 
seguridad, eficacia, calidad y uso racional de estos productos. El consumidor, 
antaño excluido de las decisiones sobre legislación farmacéutica, ha venido a 
convertirse en elemento totémico en torno al cual gira el concepto mismo de 
medicamento. 

Los próximos años dibujan un panorama caracterizado por un sensible aumen-
to de la población, con un marcado envejecimiento y con una cronificación de 
numerosas patologías, de lo que derivarán unas mayores exigencias sanita-
rias. El crecimiento sostenido de las necesidades en materia de prestación de 
medicamentos tendrá, por tanto, que enmarcarse necesariamente en estrate-
gias de uso racional y de control del gasto que permitan seguir asegurando 
una prestación universal de calidad, sin menoscabar la sostenibilidad del Sis-
tema Nacional de Salud.

El garantizar el acceso universal a los medicamentos, cumpliendo las nece-
sarias exigencias de calidad, seguridad y eficacia, es el objetivo al que –de 
acuerdo con el mandato constitucional– deben dirigirse las políticas en pro de 
la protección de la salud, a la que alude el artículo 43.1 de nuestra Carta Magna. 

38 Real decreto-ley 7/2018, de 27 de julio, sobre el acceso universal al Sistema Nacional de Salud 
(BOE, 30/07/2018), convalidado por resolución de 6 de septiembre de 2018, del Congreso de los 
Diputados (BOE, 15/09/2018).
39 Real decreto 192/2023, de 21 de marzo, por el que se regulan los productos sanitarios (BOE, 
22/03/2023).
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De nuevo sobre los defectos del Título VIII de la Constitución de 1978. Los 
modelos imitados para organizar el Estado. Un singular y enrevesado siste-
ma de reparto de competencias. Articulación de la legislación. Articulación 
de las administraciones públicas. Otros problemas: la cooperación y la orga-
nización interna de las comunidades autónomas. Posición de las administra-
ciones locales. Las garantías de la constitucionalidad y la legalidad. Algunas 
ideas para una reforma abandonada.

DE NUEVO SOBRE LOS DEFECTOS DEL TÍTULO VIII DE LA CONSTI-
TUCIÓN DE 1978
Confío en que los asistentes a esta conferencia o los eventuales lectores del 
texto que le sirve de soporte, disculpen que comience esta exposición citan-
do anteriores exposiciones mías, pero me resulta imposible hacer otra cosa 
si he de ser, como deseo, claro con el auditorio. Lo que quiero adelantar es 
la confesión, que quizás no tenga trascendencia para la mayoría, pero que 
tranquiliza mi ánimo intelectual, de que me voy a referir a un asunto que ha 
ocupado mi atención muchas veces en los últimos cuarenta años. He dicho 
sobre él cuanto se me ha antojado necesario. Llevé a cabo un estudio siste-
mático del título VIII en mi Derecho público de las Comunidades Autónomas 
(2 vols. 1982 y 1984), y he publicado algunas monografías que seguramente 
forman parte de mi bibliografía constitucional más conocida porque en su 
día recibieron honores impensables para una obra jurídica (Informe sobre 
España, de 2012, fue Premio Nacional de Ensayo de 2013) o tuvieron una 
amplísima acogida intelectual y mediática (como Cataluña y las demás Espa-
ñas, de 2014). He publicado ensayos y conferencias sin desmayo, la mayor 
parte de los cuales acabaron en las páginas de El Cronista del Estado Social 
y Democrático de Derecho, que dirijo, y al que remito al lector porque es fácil 
su consulta en Internet. Algunas veces he añadido resúmenes en monogra-
fías editadas como breves folletos (es el caso de Crisis y reconstitución de la 
estructura territorial del Estado, de 2014), o he alentado trabajos colectivos 
como el titulado Ideas para una reforma de la Constitución, de 2018, que 
tuvieron una fuerte repercusión mediática.

Baste la cita de lo más elemental de mi cosecha para no abusar del lector. 
No puedo medir la influencia que estas obras hayan podido tener a lo largo 
de los años. Me consta que ha sido razonable la de todos los libros, como 
muestran las abundantes citas que han prodigado estudiosos posteriores. Sé 
por fuentes directas (los magistrados del Tribunal Constitucional de la época, 
como Tomás y Valiente, de los que conservo algunas comunicaciones a este 
propósito) lo mucho que los poderes públicos y sus agentes encontraron de 
utilidad en mi primera exposición general sobre el régimen de las comunida-
des autónomas.
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Sin embargo, en lo que se refiere a mis críticas a los defectos del Título VIII y las 
propuestas de mejora, es posible que hayan interesado y entretenido a los lec-
tores, sean políticos, juristas o personas con inclinaciones por las cuestiones 
de Estado, pero no han hecho mella alguna en los responsables de promover 
y ejecutar reformas, que tiendo a pensar, considerando las preocupaciones y 
formación de la mayoría, no lo habrán leído o no habrán tenido cerca alguien 
que se lo haya contado. Y, en todo caso, por razones imbricadas en el temor 
reverencial a tocar la Constitución que se ha instalado entre la parroquia de los 
políticos en activo que han tocado poder a lo largo de los últimos cuarenta y 
cinco años, el asunto no ha formado parte nunca de la agenda de las reformas 
de Estado (que, dicho sea de paso, no es posible saber si algún Gobierno ha 
llegado a pensar).

Estos preliminares me sirven para anunciar que encontrará el oyente de esta 
disertación, o el amable lector, pocas cosas nuevas que, de haber seguido la 
bibliografía que he mencionado, no estén ya consignadas en otros escritos. 

Mi posición sobre la organización territorial del Estado, diseñada en la Consti-
tución y, sobre todo, concretada en la práctica, es crítica sin contemplaciones, 
como enseguida resumiré, pero no descalificadora de la organización territo-
rial autonómica como modelo de Estado. Cuando la Constitución de 1978 deci-
dió abrirle paso no existía ninguna posibilidad política ni social de mantener la 
organización territorial del franquismo, o las fórmulas centralistas dominantes 
durante el siglo XIX; y tampoco existe en la actualidad, como puede apreciarse 
sin necesidad de muchas indagaciones, ninguna posibilidad de que los inte-
reses políticos creados y las instituciones levantadas sobre el solar de la vieja 
centralización permitan iniciar ninguna operación de derribo. De manera que, 
por ello, soy de los que creen que lo pertinente es descubrir los planteamien-
tos defectuosos en que la Constitución incurrió, que son bastantes, y determi-
nar cuáles de entre ellos pueden ser cambiados. Todo ello constatando que 
hay problemas de funcionamiento del Estado de las autonomías que no cabe 
imputar a la regulación constitucional, sino que provienen de la mala práctica. 
Quizá algunos de estos desvaríos deberían arreglarse incorporando al texto 
constitucional algunas reglas nuevas que sirvieran de baluartes, pero muchas 
de las malas prácticas podrían arreglarse consensuadamente en el seno de or-
ganismos multilaterales y bilaterales de cooperación, cuyas conclusiones po-
drían transformarse, cuando se considerara preciso, en reformas legislativas. 
Naturalmente, en fin, cuando las leyes a reformar se refieren a competencias 
exclusivas del Estado, son sus instituciones gubernativas y parlamentarias las 
que deben promoverlas. 

Recogeré ahora mis puntos de vista:



92	 SANTIAGO MUÑOZ MACHADO

LOS MODELOS IMITADOS PARA ORGANIZAR EL ESTADO
Prescindiré de consideraciones sobre la vía elegida para transformar el Estado 
centralizado en Estado de las autonomías. He defendido siempre la conve-
niencia del cambio, que era inevitable en 1978. Pero hacer pivotar toda esa 
gran operación de reestructuración sobre la iniciativa de las provincias que, 
solas o en unión de otras, quisieran constituirse en comunidades autónomas 
fue una solución mala e ingenua. De esa remisión a la voluntad provincial, 
apoyada en el denominado «principio dispositivo», derivaron muchas conse-
cuencias imprevistas, sobre todo para los propios constituyentes, que pudie-
ron comprobar, sin remedios para evitarlo, cómo la organización territorial del 
Estado seguía desarrollos que ni siquiera habían sospechado.

No había ninguna razón que pudiera justificar la utilización, en 1978, de un mo-
delo regulatorio que tuvo razones de ser específicas en 1931, de donde se trajo 
dando un salto constitucional en el tiempo y desconsiderando que la situación 
política, económica y social era completamente diferente en una época y en la 
otra. Se constituyeron comunidades autónomas hasta llenar el mapa completo 
del Estado. Se formaron comunidades uniprovinciales sin ninguna correspon-
dencia con criterios de racionalidad o eficiencia ni con reclamaciones popula-
res o exigencias históricas constatables. Y cada una de estas nuevas comuni-
dades autónomas, en fin, decidió en su estatuto, con libertad, dentro del marco 
constitucional, sobre su organización y el alcance de sus competencias.

La mejor prueba de que ese desbordamiento no estaba entre las previsiones 
de los constituyentes es que el Gobierno y los principales partidos promovie-
ron en 1981 un informe de expertos que explicara cómo podía funcionar todo 
aquel complejo organizativo que subitáneamente se le había venido al Estado 
encima e, inmediatamente después, unos pactos autonómicos que evitaron el 
colapso y pusieron el sistema en orden. La afortunada coincidencia de que un 
año después el PSOE se hiciera con el gobierno por mayoría absoluta y con-
trolara también políticamente la mayor parte de las comunidades autónomas, 
hizo posible la aplicación de aquellos compromisos, que se ejecutaron gracias 
a esa coyuntura política y no porque existiera una regulación constitucional 
que los garantizase. 

UN SINGULAR Y ENREVESADO SISTEMA DE REPARTO DE COMPE-
TENCIAS
La segunda derivación importante del carácter abierto del modelo constitucio-
nal afectó a la distribución de las competencias. En este punto, algunos de los 
desatinos, como ya tengo explicado en los lugares a que antes me he remitido, 
son imputables a la propia Constitución, aunque otros resultan de sus aplica-
ciones en los estatutos o de las asombrosas interpretaciones fijadas por el 
Tribunal Constitucional en sus primeras sentencias de los años ochenta, cuya 
doctrina se ha mantenido sin variación.
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El constituyente no estuvo nada fino al establecer el marco que habría de ser-
vir de referencia para el reparto de competencias entre el Estado y las comu-
nidades autónomas. Lo que hizo la Constitución de 1978 era lo nunca visto. Lo 
digo en sentido propio y procurando ser exacto, porque no había hasta aquel 
año ninguna constitución que hubiera optado por soluciones tan inexplicadas 
y confusas. Hay, en las constituciones federales y regionales del mundo, mu-
chas maneras de repartir competencias entre el poder federal –o central– y el 
de los estados miembros o regiones autónomas, pero ninguna ha optado, que 
yo sepa, por la peculiar solución de establecer dos listas de materias, la pri-
mera (artículo 148) sometida a caducidad, que dejaría de servir como referente 
en seguida, y la otra (artículo 149) conteniendo una larga relación de com-
petencias exclusivas del Estado. Esta última clase de preceptos que relacio-
nan materias de competencia federal no es nada inusual en las constituciones 
comparadas; lo que tiene de singular la nuestra es que ni define qué es una 
competencia exclusiva ni excluye que, en las materias de competencia exclusi-
va del Estado, también puedan tener atribuciones las comunidades autónomas 
si sus estatutos así lo deciden. 

De esta peculiaridad constitucional española resultaron las aplicaciones e in-
terpretaciones de que antes me quejaba. En cuanto a las aplicaciones, los 
estatutos decidieron escalar el territorio de las competencias estatales hasta 
lo más alto posible y asignaron a las comunidades autónomas competencias 
que podían ejercerse también en dominios reservados en exclusiva al Estado, 
aunque aclarando que ello habría de hacerse «sin perjuicio» de respetarlas, o 
de tener que ejercerlas «dentro del marco» que fijara la legislación estatal en 
cada caso. Combinación bien complicada, como todos los estudiosos de tales 
peculiaridades han puesto de manifiesto, y que ha dado lugar a un sinfín de 
conflictos. Y, por lo que respecta a las interpretaciones sobre la constitucio-
nalidad o no de tales atribuciones estatutarias de competencias, el Tribunal 
Constitucional estableció, ante la perplejidad de los demás juristas del mundo, 
que no era inconstitucional que los estatutos calificaran de exclusivas las com-
petencias autonómicas sobre algunas materias que la Constitución calificaba 
como exclusivas del Estado, asegurando que cuando dos competencias sobre 
la misma materia se califican al mismo tiempo de exclusivas «están llamadas a 
ser concurrentes». Con lo cual, el Tribunal Constitucional, en lugar de colaborar 
a definir el concepto de «exclusividad», lo desbarató y lo hizo inservible como 
categoría general, sin considerar que en otras constituciones de referencia, 
como la alemana, es el centro sobre el que gira el buen funcionamiento del 
sistema entero.

Esta clase de aplicaciones e interpretaciones de conceptos constitucionales 
dándoles significaciones insólitas, sobre cuyas consecuencias aplicativas no 
existía ninguna experiencia comparada que pudiera invocarse como inspira-
ción o guía, produjeron una gran erosión, lenta pero apreciable, en las cate-
gorías técnicas e institucionales de las que el constituyente se había valido, 
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y socavaron la coherencia de las relaciones competenciales entre el Estado 
y las comunidades autónomas, llevando las reglas de reparto a una situación 
realmente incomprensible para cualquier experto. En la práctica casi no hay ya 
ninguna materia de competencia estatal en la que no exista una regulación y 
organización autonómica en paralelo. 

Esta es, a mi juicio, la consecuencia más eminente de la liquidación de cate-
gorías, reglas y principios generales por los que guiarse, que ha conducido a 
que la determinación de si una norma es o no válida precise siempre de aná-
lisis casuísticos en los que la intervención del Tribunal Constitucional resulta 
imprescindible, al ser el único órgano que puede decidir sobre la invalidez y 
consecuente inaplicación de las leyes. Si en nuestro Estado de las autonomías 
no se sabe con exactitud cuál es el régimen de las competencias exclusivas, 
porque, pese a que la Constitución la llama así, el Tribunal Constitucional ha 
resuelto que la mayor parte de ellas son «compartidas» o «concurrentes», será 
verdaderamente imposible evitar duplicidades normativas.

Conceptos jurídicos esenciales como el de exclusividad no pueden menos-
preciarse ni banalizarse como ha ocurrido entre nosotros. Es especialmente 
necesaria su conservación en un modelo constitucional de las características 
del que tenemos, especialmente cuando se trata de repartir competencias le-
gislativas, por lo que en seguida diré. En este punto, también por ahorrar más 
explicaciones, es pertinente una remisión a la Ley Fundamental de Bonn, cu-
yos artículos 71 y siguientes explican exactamente qué significa que una com-
petencia legislativa sea exclusiva. La exclusividad, según dicha norma consti-
tucional, implica que el legislador federal dispone de la totalidad de la materia 
que resulta inaccesible a los legisladores de los länder a menos que, de forma 
concreta y específica, el legislador federal lo autorice. Precisiones semejantes 
se utilizan para salvaguardar las atribuciones legislativas de los länder, fijando 
los casos y las justificaciones que pueden habilitar al legislador estatal para 
inmiscuirse en determinados asuntos que, en principio, corresponden a la le-
gislación de los länder.

ARTICULACIÓN DE LA LEGISLACIÓN
En un ordenamiento jurídico que se ha desprendido del dogma de la ley ge-
neral y única que universalizó el constitucionalismo francés y han recogido 
tradicionalmente nuestros textos constitucionales para permitir ahora la convi-
vencia de 18 legisladores (el Estado más diecisiete comunidades autónomas), 
sin contar la Unión Europea y las miles de unidades locales que producen 
normas administrativas con un grado notable de independencia y fuerza inno-
vativa respecto de aquellos legisladores, en un sistema jurídico así concebido 
es esencial la determinación de las reglas que han de seguirse para preferir 
la aplicación de unas normas frente a otras cuando se acumula más de una 
regulando de modo contradictorio o incompatible una misma materia o asunto. 
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No me refiero, claro está, solamente a los principios que han de utilizarse para 
decidir cuándo una norma es inválida o ha quedado derogada implícitamente 
por otra posterior, sino, al margen del juicio sobre su validez, en qué casos 
debe dejar de aplicarse.

En la época, ya concluida, en que dominó el aludido principio de la ley general 
y única para todo el territorio del Estado, la articulación de la parte normativa 
del ordenamiento jurídico, es decir, del conjunto formado por las leyes y otras 
disposiciones de carácter administrativo, se resolvía con relativa facilidad apli-
cando dos principios esenciales: el de la lex superior y el de la lex posterior. 
Para aplicar el primero, todas las normas se ordenan piramidalmente, en un 
orden de jerarquía, y la aplicación de aquel principio determina que las nor-
mas inferiores han de respetar lo establecido en las superiores y que, si no lo 
hacen, son nulas. El segundo principio da preferencia a la ley posterior sobre 
la anterior del mismo grado o nivel, con diversas matizaciones en las que no 
es preciso entrar ahora.

Esos dos principios no solo eran muy simples en cuanto a su enunciado y 
mecánica, sino también de fácil utilización. Los pueden hacer efectivos los 
propios aplicadores de las normas y, en caso de discrepancia o conflicto, cual-
quier juez o tribunal puede anular un reglamento administrativo por estimar 
que contradice la ley o declarar la inaplicación de una ley por estimar que ha 
sido derogada por otra posterior.

En el modelo de ordenamiento jurídico por el que optó la Constitución de 
1978 esa regulación de las relaciones entre normas se ha complicado se-
veramente. Los principios de la lex superior y lex posterior no han sido des-
echados pero solo actúan dentro de cada uno de los subordenamientos que 
la Constitución permite que coexistan, es decir, dentro del ordenamiento ju-
rídico del Estado y de los ordenamientos jurídicos de las comunidades autó-
nomas: la Constitución es la norma suprema del ordenamiento conjunto, o 
principal, y es lex superior respecto de todas las demás normas, pero dentro 
de cada ordenamiento secundario solo es lex superior la ley aprobada por 
el Parlamento del Estado o de la respectiva comunidad autónoma. No es 
superior, en fin, una ley del Estado respecto de una ley autonómica, ni vice-
versa, de modo que, en general, no se resuelven los conflictos posibles de 
acuerdo con el principio de la lex superior. También ha quedado sometido 
a parecidos condicionamientos el principio de la ley posterior, porque ni las 
leyes estatales ni las autonómicas tienen fuerza para derogarse entre ellas. 
No entro en los pormenores que, en general, los juristas solventes manejan 
como moneda corriente.

Las alternativas a estas soluciones convencionales, bastante prácticas y efica-
ces, son dos (al menos puede decirse que dos son los modelos utilizables, sin 
negar que puedan formarse subespecies a partir de ellos). Para identificarlas, 
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llamaré a la primera opción norteamericana y comunitaria europea (porque se 
aplican sin variantes muy notables en los Estados Unidos y en la Unión Euro-
pea), y germánica (se utiliza sobre todo en Austria y Alemania) y española a la 
segunda. Aunque dentro de la misma es imprescindible establecer algunas 
diferencias entre España y los países centroeuropeos.

El norteamericano y comunitario (el modelo original y puro es, obviamente, 
aquel; la Unión Europea está evolucionando hacia fórmulas cada vez más pa-
recidas a las federales centroeuropeas) se basa en un reparto de competen-
cias apoyado en la regla de que los estados miembros tienen atribuciones 
universales sobre cualquier asunto, mientras que la federación/unión tiene 
competencias limitadas que concreta una escueta lista de materias que la 
Constitución federal (o los Tratados en el caso europeo) establece. Se com-
pleta esta relación de materias con una cláusula genérica que permite a la 
federación/unión legislar o actuar cuando sus órganos legislativos lo consi-
deren «necesario o apropiado» para los fines de la federación/unión (artículo 
VIII final de la Constitución norteamericana y, actualmente, artículo 352 del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea). Fijada esta delimitación 
general de las competencias, pueden darse dos circunstancias esenciales 
respecto de su ejercicio: que la unión/federación no utilice sus atribuciones, 
en cuyo caso, salvo que exista una reserva establecida en la propia Consti-
tución, los estados pueden legislar y actuar sin restricciones, o que las haya 
utilizado, dictando leyes o acordando planes u otras actuaciones, que pue-
den referirse no solo a las materias que figuran en la lista constitucional, 
sino sobre cualesquiera otras no incluidas en la misma por considerar que 
la regulación a escala estatal o de la Unión es «necesaria o apropiada» para 
sus fines. En cualquiera de estas hipótesis el principio de supremacía pro-
clamado en la Constitución ampara la legitimidad y la aplicación inmediata 
del derecho federal (artículo VI.2 de la Constitución de Estados Unidos: «La 
presente Constitución, las leyes de los Estados Unidos que se expiden con 
arreglo a ella, así como los tratados celebrados o que se celebren bajo la au-
toridad de los Estados Unidos, son el derecho supremo del país; vincula a los 
jueces de los diferentes estados y en ninguna forma podrá resultar afectado 
por las constituciones o leyes de los estados»).

Los efectos de esta preeminencia incondicionada de la legislación federal, 
mantenida sin titubeos en la jurisprudencia del Tribunal Supremo norteameri-
cano y en la del Tribunal de Justicia comunitario, no son parangonables a los 
de la jerarquía o de la derogación porque lo importante no es que la norma 
preeminente anule a la subordinada, sino su desplazamiento mediante una 
solución técnica muy simple: mientras existe una regulación federal (o de la 
Unión), no solo no es aplicable la legislación estatal preexistente, sino que 
la vigencia de la norma federal, mientras se mantiene, obstaculiza, estorba y 
hace jurídicamente imposible que se dicte una norma estatal sobre la misma 
materia. 
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Este efecto de desplazamiento, de ocupación del espacio normativo y obs-
trucción, que es consecuencia de la supremacía, se denomina desde siempre 
por la jurisprudencia y la doctrina norteamericanas preemption, que implica la 
preferencia de la ley federal ante cualquiera otra estatal. 

Y establecida la regla, puede suponerse con razón que la preemption está 
llena de matices: algunas veces resulta directamente de las previsiones de la 
Constitución, otras de lo dispuesto en las leyes y puede ser absoluta o relativa 
en el sentido de que no siempre la obstaculización de la legislación estatal es 
total y plena.

El segundo modelo seguido para ordenar las relaciones entre normas en los 
Estados complejos es el que he denominado germano-español, aunque ya he 
advertido que, pese a los parecidos, el nuestro presenta notables peculiarida-
des.

Estos sistemas federales o asimilados se caracterizan por repartir las compe-
tencias entre la Federación (o el Estado) y los estados miembros (o las comu-
nidades autónomas) de un modo exhaustivo en la propia Constitución (con 
eventuales remisiones para su complemento a normas infraconstitucionales). 
No precisan utilizar una cláusula de preferencia de características semejantes 
a la supremacía y su secuela de la preferencia porque el reparto de compe-
tencias debe llegar a cerrar un damero perfecto en cuyas casillas se ubiquen 
los poderes legislativos coexistentes sin interferirse. En la tradición alemana, 
desde la Constitución imperial de 1871, se ha mantenido, acompañando al re-
parto de competencias, la cláusula Bundesrecht bricht Landesrecht, que te-
nía sentido, verdaderamente, en aquella constitución y durante el tiempo en 
el que el reparto de competencias tuvo una configuración semejante a la de 
la Constitución norteamericana. De hecho, aquel principio según el cual «el 
Derecho de la Federación rompe del Derecho de los Länder» expresaba no 
solo un desplazamiento o aplicación preferente, sino la verdadera posición 
jerárquica que tenía el derecho federal sobre el de los estados miembros, que 
producía efectos derogatorios sobre las normas que se opusieran a las regu-
laciones establecidas por el Bund. Con este mismo sentido jerárquico se ha 
mantenido en Suiza el principio Bundesrecht bricht Kantonalesrecht porque 
también ahí el reparto de competencias, en el modelo europeo más primitivo, 
necesita cláusulas de cierre que tienen el mismo sentido que las fijadas en la 
Constitución federal norteamericana. En cambio, en Alemania la significación 
de la cláusula ha variado, aunque su enunciado se mantiene en la Ley Funda-
mental de Bonn. En Austria desapareció de la constitución, aplicando ideas de 
Hans Kelsen, a partir de 1920. El cambio ha consistido, en Alemania, en que la 
función de aquel principio de primacía es marginal, ya que se considera que 
el reparto de competencias es exhaustivo y la norma que debe aplicarse, en 
caso de controversia, es la dictada por el legislador competente, sin que la 
legislación federal pueda beneficiarse de una preferencia general. Sus normas 
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solo se aplican prevalentemente en la medida en que se mantienen dentro del 
ámbito de las competencias que tiene conferidas.

Para que funcione adecuadamente este modelo de ordenación de la concu-
rrencia de legisladores en un mismo territorio es preciso que, en la medida de 
lo posible, todos ellos actúen ateniéndose a las reglas y respetando lealmen-
te las competencias ajenas, porque, en otro caso, los conflictos serían indo-
minables por el único órgano al que se ha encomendado la responsabilidad 
de resolverlos, que es el Tribunal Constitucional. El modelo germánico, frente 
al norteamericano, no encomienda la resolución de las contradicciones entre 
normas federales y estatales a los jueces ordinarios, para los que la preemp-
tion del derecho federal constituye un mandato constitucional que debe ser 
aplicado necesariamente, sino a un único órgano, el Tribunal Constitucional, 
que debe resolver, caso por caso, a qué legislador corresponde la competen-
cia cuando las normas estatales entran en conflicto entre sí o son incompati-
bles con la Constitución. Bien se entiende que la viabilidad de estas fórmulas 
para mantener en equilibrio el reparto de competencias necesita, como antes 
decía, de mucha lealtad y sentido de la eficiencia de los legisladores concu-
rrentes porque, de no ser así, todo el damero de las competencias se desbara-
ta, desajusta y deviene inútil. Lo que sigue es el caos en el ordenamiento y la 
perplejidad en los aplicadores de las normas.

No hay ningún modelo federal que aplique las fórmulas que acabo de describir 
en el que no se produzcan choques (los conflictos y su arbitraje forman parte 
de esos sistemas) y duplicidades. Estas últimas, a veces, no plantean proble-
mas que tengan que resolverse en el marco de juicios constitucionales. Puede 
darse por seguro que en Alemania y Austria la Bundestreue o lealtad fede-
ral permite el uso ordenado y pacífico, habitualmente, de las competencias. 
La traslación de esas mismas soluciones a un país mediterráneo tan peculiar 
como España plantea otras dificultades.

Ocurre, por ejemplo, que el legislador estatal produce leyes sobre asuntos 
que, evidentemente, no debería regular porque deben considerarse de com-
petencia autonómica por su naturaleza, aun en la hipótesis de que las reglas 
de reparto no estén claras. Las comunidades autónomas hacen lo mismo pero 
al revés. Cuando se observan carencias o ineficiencias en la Ley Fundamental 
de Bonn, las instituciones correspondientes promueven su reforma. Lo han 
hecho en muchísimas ocasiones desde que fue aprobada. En España la Cons-
titución no se reforma, y se usan procedimientos legislativos fulleros para sal-
var las dificultades que opone y cambiarla de un modo informal y subrepticio. 
Forma parte de nuestro carácter. Así parece, también, porque la resistencia a 
reformar la Constitución, que es la única vía para aclarar sus puntos oscuros 
o sus insuficiencias, se considera siempre una aventura de gran riesgo. Si se 
abre el procedimiento, suele decirse, no se sabe dónde podemos ir a parar. O 
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sea, que lo nuestro es andar siempre por el borde de las simas, en los límites 
de la gran crisis. 

Considerando la influencia de estas tendencias costumbristas en la legisla-
ción, era previsible que la aplicación del modelo germánico de reparto de 
competencias a España produjera resultados desconocidos en Alemania. Y 
así ha sido. Para empezar, la Constitución de 1978 ha seguido a la alemana par-
cialmente, porque se ha dejado atrás algunos elementos regulatorios precio-
sos (por ejemplo, definir qué es legislación exclusiva, qué es concurrencia, en 
qué casos la legislación federal se ejecuta por los länder y con qué garantías, 
cómo se distribuyen los recursos financieros, etc.). Pero se ajusta la nuestra 
a la desvalorización de la cláusula «el Derecho estatal prevalece sobre el de 
las comunidades autónomas» (artículo 149.3 de la Constitución), que no tiene 
apenas funcionalidad porque el reparto de competencias entre aquellas y el 
Estado es completo y para resolver los conflictos lo que ha de hacerse es de-
terminar a qué legislador corresponde la competencia discutida.

En la práctica este modelo constitucional se ha ajustado a las peculiaridades 
de nuestros legisladores: no está la lealtad constitucional tan viva, ni mucho 
menos, como en el constitucionalismo alemán, de modo que no hay una sola 
ley que incluya en sus memorias explicativas una liviana ojeada a las conse-
cuencias que su aplicación puede llevar consigo en los intereses o normas 
producidas por otros legisladores. 

Llevo muchos años escribiendo sobre esta anomalía: en el ordenamiento ju-
rídico hoy vigente se observa la existencia de unas duplicidades normativas 
generalizadas y muy relevantes. Son pocos y poco significativos los sectores 
en que no exista una normación estatal que concurra con una normación au-
tonómica. 

Este tipo de observaciones demuestra no solo que no existe orden alguno 
en el «sistema» normativo, sino que, al aplicar las normas no podemos estar 
seguros de qué legislador las dictó originalmente. La frecuencia con que se 
produce el hecho de que por cada ley estatal hay otra autonómica con el mis-
mo contenido, revela que la existencia de una ley estatal no solo no marca un 
territorio indisponible para las leyes autonómicas, sino que estas parasitan y 
devoran los mandatos del texto estatal, camuflándolo y, en su caso, insertán-
dolo y trufándolo, veteándolo con otros contenidos sin que tal manipulación 
produzca consecuencias ni alarmas de ninguna clase sobre la corrupción en 
que está inmerso el reparto legislativo de competencias. 

Las duplicidades y las fusiones / confusiones de productos normativos son una 
peculiaridad de nuestra práctica constitucional que resulta verdaderamente in-
sólita y que sería incomprensible para cualquiera que, sin tener costumbre, se 
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asomara desde fuera a un panorama que se mantiene consentido a sabiendas 
de que es caótico. 

Los jueces y tribunales ordinarios, que no han sido llamados a pronunciarse 
sobre un entremezclamiento tan complicado, aplican las normas que conside-
ran vigentes sin pararse a averiguar quién es el legislador del que proceden ni 
si son el resultado de una fusión ilegítima.

ARTICULACIÓN DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS
Igual que, según he desarrollado a lo largo del apartado anterior, hay dos mo-
delos básicos para ordenar las relaciones entre normas en los estados fede-
rales, también son dos las fórmulas esenciales para resolver la cuestión de la 
aplicación de las leyes en los Estados de estructura compleja. Dos modelos y, 
naturalmente, bastantes derivaciones posibles que matizan el prototipo. 

Consiste el primero en que cada legislador disponga de un aparato adminis-
trativo vinculado y dependiente de sus mandatos, que se ocupe de ejecutar 
las leyes en todo el territorio a que estas extienden su vigencia, manteniendo 
estructuras burocráticas propias en todos los lugares en que considere pre-
ciso hacerlo. El segundo se caracteriza por encomendar la ejecución de las 
leyes federales a la Administración de los estados miembros o territorios autó-
nomos. Esta opción es, muy característicamente, la de la Comunidad Europea 
desde que se fundó. En los modelos federales centroeuropeos se ha usado 
una solución mixta entre las dos mencionadas, que aplica, como regla general, 
la fórmula de encomendar la ejecución de las leyes federales a las Administra-
ciones de los estados miembros, sin perjuicio de que para materias concretas 
la Federación actúe a través de instituciones administrativas propias, emplaza-
das en el territorio de los länder.

Estas opciones deben estar definidas en la constitución con toda claridad, 
como lo están en el caso alemán. Mantener estructuras administrativas federa-
les en el territorio de los länder no es una decisión que, con carácter general, 
pueda adoptar el legislador o el Gobierno federal. Resulta restringida por las 
determinaciones de la Ley Fundamental. Cuando la fórmula de ejecución de la 
legislación federal por la que se opta es la de la utilización del aparato admi-
nistrativo de los länder, la Federación se reserva, como parece perfectamente 
previsible y razonable, poderes de supervisión y control a efectos de verificar 
si los mandatos legislativos se llevan a la práctica de un modo eficiente y com-
pleto.

Nada de esto está regulado en nuestra Constitución con una explicitud paran-
gonable. La única regla que se puede encontrar reiteradamente es que en un 
número importante de materias la competencia de ejecución de la legislación 
del Estado corresponde a las comunidades autónomas. Pero nada se dice so-
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bre los poderes de supervisión y control que el Estado se reserva, que la doc-
trina y, después, la jurisprudencia han hecho un gran esfuerzo por desarrollar y 
considerar implícitos en dicha fórmula de reparto de responsabilidades. 

La consecuencia es que a la confusión legislativa reinante hay que añadir una 
manifiesta dificultad para saber si las comunidades autónomas aplican o no 
la legislación estatal en los términos que esta determina. La única vez que se 
han echado en falta estas técnicas de control ha sido cuando la crisis econó-
mica ha impuesto la necesidad de reducir los desmesurados gastos de las 
Administraciones públicas, y el Estado, aplicando el nuevo artículo 135 de la 
Constitución y las exigencias procedentes de la Unión Europea, se ha visto en 
la necesidad de establecer mecanismos de vigilancia del cumplimiento de los 
planes de ajuste. A ello atendió la Ley de 27 de abril de 2012, de estabilidad 
presupuestaria y sostenibilidad económica. 

La cuestión más llamativa de la confusión en la que estamos inmersos no ra-
dica tan solo en la escueta regulación constitucional de estos problemas y la 
inexistente práctica de cuanto concierne a la función de control y vigilancia del 
cumplimiento de la legislación estatal, sino que, por lo que he explicado en 
el apartado anterior, ni siquiera podemos identificar claramente cuándo una 
ley es del Estado o de las comunidades autónomas, considerando lo exten-
dida que está la práctica de incorporar y reproducir los preceptos de la lega-
lidad estatal en la legalidad autonómica. Esta tergiversación arrastra también 
el efecto de que la titularidad del legislador desaparece y lo que aplica o no 
aplica, en todos los casos, la Administración autonómica es legislación propia 
o simula serlo. 

OTROS PROBLEMAS: LA COOPERACIÓN Y LA ORGANIZACIÓN IN-
TERNA DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS. POSICIÓN DE LAS 
ADMINISTRACIONES LOCALES
Los defectos que presenta la Constitución de 1978 en cuanto concierne a las 
relaciones intergubernamentales o interadministrativas tienen una de sus ma-
nifestaciones principales en lo que acabo de explicar, pero no se agotan con 
lo dicho. El catálogo de lo que precisa ser mejorado ha sido repetidamente 
establecido por la doctrina en los últimos años. Esencialmente: hay que refor-
mar el Senado (o prescindir de él, según los gustos, considerando que puede 
convertirse, dependiendo de las funciones que se le asignen, en una institu-
ción ineficiente y de bloqueo), porque no cumple ninguno de los papeles que 
pueden confiarse a una cámara alta en un sistema federal; han de potenciarse 
los órganos multilaterales de cooperación gubernativa y administrativa, des-
de la conferencia de presidentes a las múltiples conferencias sectoriales; han 
de desarrollarse más las fórmulas orgánicas de cooperación (organismos e 
instituciones comunes que eviten las duplicidades), y, desde luego, hay que 
armonizar los procedimientos de intervención en las libertades y derechos de 
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los ciudadanos para eliminar controles reiterados y de la misma naturaleza 
sobre actividades privadas en cada una de las comunidades autónomas en 
que tengan lugar, lo que significa que hay que generalizar la validez en todo 
el territorio de las autorizaciones, licencias y permisos otorgados por cualquier 
comunidad autónoma en lugar de, como ha sido usual hasta ahora, tener que 
reiterarlos en cada parte en que la actividad se desarrolle. Una pertinente ley 
de unidad de mercado está tratando de poner algún orden en esa pesada rei-
teración de intervenciones administrativas.

Algunas cuestiones organizativas de las indicadas son, como se aprecia con 
solo enunciarlas, de carácter constitucional y requerirían ser reguladas en sus 
términos fundamentales en la Constitución misma, mientras que otras debe-
rían formar parte de una cultura administrativa de cooperación para la que 
nuestras instituciones públicas se han mostrado bastante indolentes.

Entre los problemas que merecerían ser tratados con más atención en la Cons-
titución está la organización territorial interna de las comunidades autónomas. 
No las dependencias desconcentradas o desgloses territoriales que puedan 
acordar las comunidades autónomas de su propia organización, lo que perte-
nece por entero al poder de disposición del legislador ordinario, sino la orga-
nización de las administraciones locales, su planta y relaciones internas entre 
ellas y con las administraciones territoriales superiores. 

Han confluido dos interesantes fenómenos en la regulación y evolución de la 
administración local, que son ambos de condición entrópica y conducen con 
cierta seguridad al caos: el primero es la transformación de todas las adminis-
traciones locales en auténticos poderes locales. El segundo, la doble depen-
dencia de esos poderes locales, en cuanto a la regulación de su organización 
y régimen jurídico, de lo que dispongan tanto el legislador estatal como el 
autonómico, que tienen al respecto atribuciones insuficientemente diferencia-
das.

La transformación total de las administraciones locales en poderes locales em-
pezó con la jurisprudencia, que interpretó los preceptos de la Constitución 
sobre la significación de la autonomía local consagrada en la misma, como una 
garantía del poder de decisión de las entidades mencionadas en los artículos 
137 y 141 de la Constitución sobre los asuntos de interés local, sin que puedan 
ser sometidos a mandatos o controles específicos de carácter gubernativo y 
sin perjuicio del sometimiento de sus decisiones a los tribunales competen-
tes a los efectos del enjuiciamiento de su legalidad. La eliminación de tutelas 
y supervisiones por parte de las administraciones territoriales superiores (las 
del Estado habían sido, naturalmente, las habituales en el sistema centralista) 
implicaba que, en sus asuntos propios, las entidades locales fortalecían sus 
potestades de decisión autónoma. Pero también conllevaba, de un modo indi-
recto, la apertura de una tendencia, que se ha desarrollado imparablemente, 
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a la reducción acelerada del papel que cumplían las administraciones locales 
como agentes o delegadas de la Administración estatal (o, ulteriormente, tam-
bién de la Administración de las comunidades autónomas). 

Desde que la Administración local contemporánea fue refundada en la Consti-
tución de 1812 y regulada por leyes provinciales y locales que se suceden des-
de la «Instrucción para el gobierno económico y político de las provincias de 
1813» (revisada profundamente por la Instrucción de 1823), la Administración 
local se configuró como una organización al servicio de los intereses propios 
de su demarcación y, al tiempo, como la encargada de ejecutar las normas y 
decisiones de la Administración estatal en el mismo espacio. De aquí el do-
ble carácter de autoridad municipal y delegado o representante del Gobierno 
del Estado que tuvo el alcalde en toda la legislación de régimen local desde 
la citada Instrucción de 1813 hasta la Ley de 1985. La transformación de las 
Administraciones locales en poderes locales autónomos ha llevado consigo 
la consecuencia de convertirlas en organizaciones exentas de cualquier ins-
trucción, intervención o tutela, según lo dicho, pero también ha dificultado, 
reducido o eliminado, según los casos, las relaciones interadministrativas de 
apoyo y colaboración con otras Administraciones superiores. Este efecto, qui-
zá no deseado pero inevitable y real, ha generado desconfianzas, sobre todo 
cuando los Gobiernos autonómicos y locales son de diferente signo, y ha re-
percutido en la creación de estructuras administrativas dependientes de las 
propias comunidades autónomas a través de las cuales ejecutar territorialmen-
te sus decisiones. En definitiva, las comunidades autónomas han desplegado 
un aparato administrativo propio en el interior de su territorio sin aprovechar el 
preexistente a escala provincial y local.

La segunda tendencia entrópica que antes mencionaba es el reparto de com-
petencias legislativas en materia de Administración local. Tal y como ha en-
tendido este asunto el Tribunal Constitucional, el Estado y las comunidades 
autónomas pueden regular la organización y régimen jurídico de las entidades 
locales. Se supone que el primero habrá de hacerlo a nivel de principios, y 
las segundas, dentro de ese marco general, se ocuparán de los desarrollos y 
pormenores. Pero este plan no es el que se ha seguido. El Tribunal Constitu-
cional, mentor y sostenedor recalcitrante de esa interpretación, no ha puesto 
cortapisas serias a que una regulación básica del régimen local aparezca en el 
Estatuto de Cataluña de 2006 o en el de Andalucía de 2007. Igualmente, en la 
realidad legislativa de nuestro tiempo puede verse que las principales comu-
nidades autónomas cuentan con leyes de régimen local extensas y completas, 
que ni siquiera mencionan una vez la legislación básica del Estado.

Todo lo cual no impide que, de vez en cuando, el Estado, invocando esa juris-
prudencia aludida del Tribunal Constitucional que considera que el régimen 
local tiene carácter «bifronte», es decir, que es materia que entra dentro de 
la competencia del legislador estatal y del autonómico, en las cuotas teóricas 
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indicadas, produzca alguna ley nueva que interfiere seriamente en las opcio-
nes adoptadas por las comunidades autónomas respecto de la planta y otros 
elementos organizativos y funcionales de las entidades locales de su territorio. 

Me parece que la simple descripción de lo que ocurre es bastante, en este 
supuesto, para comprender las dimensiones del problema sin que tenga que 
pararme en establecer conclusiones y buscar buenos adjetivos con los que 
calificar tamaño desconcierto. 

Hay, en fin, otra clase de problemas que afectan a la organización administrati-
va estatal y autonómica que no tienen relevancia constitucional, en el sentido 
de que reclamen una reforma de la Constitución para atenderlos. Me refiero 
ahora a la descomunal inflación de instituciones, órganos, entidades, fundacio-
nes y empresas que existen actualmente en la Administración española, sea 
la general del Estado, la autonómica o la local. Este es el asunto más mentado 
cuando se hace referencia a la «crisis» del modelo de Estado porque sirve para 
alimentar muy fácilmente la crítica sobre el monumental derroche con que se 
ha administrado lo público.

En la pasada época de opulencia anterior a 2007 que vivió España, con financia-
ción ilimitada para cualquier aventura inversora pública o privada, los adminis-
tradores públicos se comportaron a veces como buenos catetos venidos a más. 
Además, la proliferación de organismos públicos favoreció el parasitismo sobre 
el presupuesto público practicado por tropas de gentes de escasa cualificación 
que no habían tenido mucho recorrido en los mercados y eran, en cambio, leales 
colaboradores de los caciques locales. Es obvio que el caciquismo español tra-
dicional, tan bien descrito por Costa y otros regeneracionistas del final del siglo 
XIX, se reprodujo en las organizaciones locales de los partidos. 

El problema no es de reformas legales, sino de cultura política. Las reformas 
administrativas que acuerdan cirugías severas evitan la muerte inmediata por 
metástasis, pero no curan la enfermedad, que vuelve a reproducirse sin reme-
dio cada vez que la causa que la genera averigua nuevas formas de expan-
dirse. Se repuebla la Administración de organismos inútiles con una facilidad 
inconcebible. Esta no es una constatación actual, sino que procede del análisis 
de las dificultades que siempre han presentado las reformas administrativas y 
el efímero éxito que las acompaña. 

Por eso sostengo que no es una cuestión de reformas legales, sino de cultura 
política. De dejar a un lado el catetismo, el caciquismo, el prebendalismo y el 
parasitismo, y acostumbrarse a la austeridad y el rigor en el gobierno de lo 
público. Los partidos políticos deberían incluir en sus programas ofertas a sus 
electores, económicamente evaluadas, sobre cómo van a organizar la Admi-
nistración que aspiran a gobernar bajando el coste y los gastos de los gestores 
que tratan de desplazar.
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Naturalmente que todo lo expuesto tiene que ver también con la disciplina fi-
nanciera, que se corrigió mucho con la ley de estabilidad de 2012 a que antes 
he hecho mención. Pero está pendiente de resolver, también de modo estable, 
la cuestión de la financiación de las comunidades autónomas. Las opciones al 
respecto son muchas, pero la regulación esencial debe llevarse a la Constitu-
ción. Este es otro déficit pendiente de corrección.

LAS GARANTÍAS DE LA CONSTITUCIONALIDAD Y LA LEGALIDAD
Formularé, en fin, algunas consideraciones finales sobre las garantías juris-
diccionales con que contamos para asegurar la observancia de las reglas que 
disciplinan el funcionamiento del Estado como conjunto. 

La solución de que se ha valido la Constitución a tales efectos es fijar el reparto 
territorial del poder y confiar a un único órgano, el Tribunal Constitucional, la 
resolución de las discrepancias que puedan originarse con ocasión de leyes 
o actos que vulneran el orden de competencias establecido. Al modelo elegi-
do suele llamársele austríaco-kelseniano por razón del inspirador y del primer 
país en que se implantó, o también germano-español, para indicar que, pese 
a reconocerse en aquel origen, tanto la Ley Fundamental de Bonn como la 
Constitución española han incorporado algunas diferencias importantes. 

No explicaré los principios ni la mecánica procedimental a que se ajusta el fun-
cionamiento de ese modelo, porque lo que quiero argumentar brevemente es 
que ha mostrado bien claramente que no funciona de un modo satisfactorio.

Quizá deba aclarar que valoro extraordinariamente el trabajo del Tribunal 
Constitucional a lo largo de más de cuarenta años. Ha cumplido muy bien su 
función, los juristas que lo han servido lo han hecho con gran dedicación y 
mérito, y han llevado a cabo un desarrollo e interpretación de la Constitución 
sin los cuales sería impensable el Estado de las autonomías y el nivel de pro-
tección con que cuentan los derechos individuales entre nosotros.

Dicho lo cual, si añado que resulta insatisfactorio es porque creo que la posi-
ción monopolística del Tribunal Constitucional como garante ha hecho aguas 
por todas partes y necesita ser repensada. 

Para dimensionar bien el papel institucional del Tribunal Constitucional, ha de 
tenerse en cuenta no solo la calidad técnica de sus sentencias y los innegables 
aciertos de la mayor parte de sus decisiones, sino también el cumplimiento 
efectivo del papel de árbitro y garante que la Constitución le ha atribuido y 
que no se agota en actuar como un simple laboratorio técnico en el que, con 
una premiosidad desesperante, se establecen pautas para la interpretación 
de aquella.
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La traslación a España del modelo austríaco–kelseniano de justicia consti-
tucional (como ya ensayó la Constitución de 1931) pasado por los cambios 
que introdujo en él la Ley Fundamental de Bonn acaso no fue un acierto. La 
tradición del modelo austrogermánico relativa al control jurisdiccional de las 
normas no es equivalente a la de Francia y de los países que, como España, 
han recibido la influencia del derecho público francés, como he explicado 
en otro lugar (remito a mi Tratado de derecho administrativo y derecho pú-
blico general, Vol. II, Madrid 2006, pág. 1191 y ss.). No tengo ninguna duda 
respecto de la pertinencia de establecer controles de constitucionalidad de 
las normas y atribuir su ejercicio a órganos jurisdiccionales. Agregar, sin em-
bargo, en una única institución, organizada al margen del «poder judicial», 
como es el Tribunal Constitucional, la tarea de resolver recursos de amparo, 
conflictos de competencia y recursos de inconstitucionalidad, no me parece 
un acierto. Suscitan estos procesos cuestiones jurídicas muy heterogéneas 
que son difíciles de gestionar por una única institución diseñada, además, 
con las limitaciones organizativas que impuso al Tribunal Constitucional la 
Constitución de 1978.

Bien es verdad que la idea procede de los modelos centroeuropeos, pero 
la experiencia, que ha provocado reformas legales y transformaciones en la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional, ha demostrado que el papel de 
este como garante final de las libertades violentadas por los poderes públi-
cos ha derivado hacia posiciones marginales, ya que somete las solicitudes 
de amparo a filtros de admisión severísimos. Estas transformaciones son in-
dicativas de que deben centrarse las garantías en la jurisdicción ordinaria 
culminada por un Tribunal Supremo experimentado y solvente, como es, por 
fortuna, el nuestro.

La asignación al Tribunal Constitucional de la competencia para resolver recur-
sos y conflictos cuyo objeto son reglamentos y actos administrativos afecta a la 
jurisdicción contencioso-administrativa, cuya función objetiva de control dupli-
ca, sin que se adviertan de modo evidente, las mejoras. La acción, además de 
tener fundamentos en las ideas de Kelsen sobre el control jurisdiccional de las 
normas, por las que no deberíamos sentirnos concernidos (ya que ni España 
es Austria ni la tradición francesa que hemos seguido ha corrido paralela a la 
germana), no ha producido beneficios reconocibles; al contrario, la tardanza 
en resolver ha sido inasumible y no ha aportado beneficios apreciables. Inclu-
so la utilización por el Tribunal Constitucional de la técnica de las sentencias 
interpretativas ha sido fuente de más confusiones y conflictos. Pero no tengo 
el propósito de reflexionar sobre todas estas cuestiones sino de valorar exclu-
sivamente el papel institucional del Tribunal Constitucional al cumplir su fun-
ción de control de las normas con rango de ley. He señalado que ni la cultura 
jurídica ni la idiosincrasia española son un calco de las alemanas, como resulta 
obvio que afirme, y que, por ello, no puede esperarse que el modelo centroeu-
ropeo de justicia constitucional funcione igual en España.
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Partimos nosotros de un reparto constitucional de competencias legislativas 
mucho más confuso. No se han definido las competencias exclusivas del Es-
tado con precisión y, como estoy reiterando a lo largo de este escrito, los le-
gisladores, estatal y autonómicos, se consideran habilitados para dictar nor-
mas sobre cualquier materia. Es decir, que el ensalzado damero, que casa con 
exactitud cada competencia con el poder público que está habilitado para 
ejercerla es, entre nosotros, un patio de monipodio en el que ningún legislador 
se arredra a la hora de tomar posiciones de ventaja y aprobar normas si se le 
presenta la ocasión o tiene el gusto de hacerlo.

Lo grave de esta situación no es que aumente el trabajo del Tribunal Cons-
titucional, lo que también ocurre posiblemente, sino que sus sentencias no 
llegan a tiempo para poner orden y su jurisprudencia pierde sus efectos 
ejemplares. Mientras resuelve o no las normas se siguen aplicando por los 
tribunales ordinarios sin ninguna dificultad. Y, sobre todo, los legisladores 
repiten una y otra vez los mismos excesos o vulneraciones porque el confuso 
reparto de competencias, que es imposible de arreglar a golpe de senten-
cias, se lo permite. 

La legitimación restringida para plantear recursos de inconstitucionalidad con-
tra las leyes, asignada exclusivamente a las más elevadas instancias políticas, 
ha producido dos clases de efectos, a cada cual más pernicioso: por un lado, la 
impugnación o no de una ley es una decisión preeminentemente política, por 
lo que si el asunto a que aquella se refiere es de gran relevancia se traslada al 
Tribunal Constitucional una carga valorativa que excede de la función judicial 
estricta, reclamando de él, además, que actúe como una cámara legislativa 
de revisión. Por otra parte, tanto la impugnación de una norma como el desis-
timiento de un recurso planteado puede depender más que de la convicción 
jurídica sobre su procedencia de quien inició la acción, de las relaciones que 
mantengan los grupos políticos implicados en cada proceso. La impugnación 
o no de una norma, y el mantenimiento de un recuso o el desistimiento del 
mismo, dependen de circunstancias políticas que no se evalúan desde una 
perspectiva estrictamente constitucional. 

Otras prácticas de los legisladores autonómicos de las que he dado cuenta 
más atrás contribuyen a dificultar extraordinariamente la tarea confiada al Tri-
bunal Constitucional. Contando con un reparto de competencias tan confuso, 
como vengo denunciando, la práctica del Tribunal Constitucional de abusar de 
las sentencias de carácter interpretativo en lugar de aclarar confunde aún más 
y da paso a dos clases de vicios: que las leyes reprobadas sigan aplicándo-
se bajo pretexto de que se sigue al hacerlo la interpretación impuesta por el 
Tribunal Constitucional, aunque ello diste de ser cierto, y que los legisladores 
puedan hacer interpretaciones de la interpretación sostenida por el Tribunal 
Constitucional, aunque arriesguen a que la norma nueva sea también impug-
nada. Parecen actuaciones propias de un país de pícaros, pero ocurre así.
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¿O no es pura picaresca la práctica de incorporar el contenido de una ley es-
tatal a otra autonómica, sin habilitación para hacerlo, confundiendo sobre el 
origen y naturaleza de las regulaciones? ¿O no es fullera y desleal la práctica, 
animada incluso por enjundiosas construcciones doctrinales, de que anulada 
una ley por el Tribunal Constitucional se haga otra igual por si a la siguiente 
impugnación cambia aquel su opinión?

Contra alguna de estas prácticas, como la primeramente citada de las leges re-
petitae, se pronunció el Tribunal Constitucional, en su primera jurisprudencia, 
desautorizándolas, por las obvias razones que ya he señalado. Pero insistieron 
las comunidades autónomas y la práctica se ha consolidado sin que aquella 
jurisprudencia le haya hecho mella. 

En fin, estas complicaciones, sacadas de una lista mucho más amplia que 
podría deducir sin muchas dificultades cualquier observador con buenos 
fundamentos técnicos, impide que podamos estar tranquilos y darnos por 
satisfechos alabando el modelo de justicia constitucional que la Constitución 
estableció. Prácticamente no existen las críticas ni las propuestas de reforma 
porque, pese a todo, es uno de los extremos de nuestro régimen consti-
tucional que sería sacralizado, como si fuera un dogma en el que hay que 
creer que el modelo de justicia constitucional alemán es útil sin enmiendas 
en España. 

Una reforma de la Constitución tiene que plantearse esta grave situación. 
Apunto, brevemente, algunas ideas de cómo orientarla. 

La justicia constitucional concentrada, atribuyendo la función de resolver so-
bre la constitucionalidad de las leyes a un único y específico órgano jurisdic-
cional, el Tribunal Constitucional, fue una alternativa a la atribución a los jueces 
ordinarios de competencia para la inaplicación de las normas, justificada en 
diversos argumentos, entre los que sobresalen tres: la diversidad de interpre-
taciones de una misma ley, que podría resultar de las decisiones de los dife-
rentes jueces que tuvieran que valorar su compatibilidad con la Constitución; 
las particularidades que presenta la Constitución como norma, con cuyas téc-
nicas regulatorias no estarían familiarizados los jueces ordinarios, el riesgo de 
politización de los jueces y de deslizamiento hacia ese gouvernement des ju-
ges sobre el que polemizó E. Lambert en la época (1921) en que precisamente 
se estaba debatiendo sobre la pertinencia de apartarlos de cualquier función 
de control sobre las normas. 

Frente a estas objeciones, la primera crítica que resulta inevitable ha de venir 
de la constatación de que ha pasado un siglo desde aquel debate y nada en 
Europa es parecido a como lo percibieron sus protagonistas. Ha de tenerse 
ahora en cuenta el sentido en que ha evolucionado el derecho y el papel que 
han asumido los jueces y tribunales. 
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Se han quebrantado algunos fundamentos del monopolio del control jurisdic-
cional de las leyes por el Tribunal Constitucional a causa de que la evolución 
a que me refiero nos presenta en la actualidad, como primera evidencia, que 
los jueces adoptan decisiones de inaplicar leyes por imposición del derecho 
comunitario europeo, cuyos principios exigen que se deje sin efecto cualquier 
norma, con independencia de su rango, que contradiga otra comunitaria. 

La técnica de la inaplicación, que impone una valoración de la compatibilidad 
de los mandatos de una norma con otros de aplicación preferente o, en su 
caso, de superior jerarquía, ha estado siempre en el dominio de la jurisdic-
ción ordinaria (la inaplicación de los reglamentos ilegales surgió en el tiempo 
mucho antes que el control jurisdiccional directo de los mismos), por lo que 
trasladar esta verificación e inaplicación a las leyes que son contrarias a la 
Constitución puede enhebrarse con fórmulas de control antiguas que tal vez 
habrían evolucionado en el mismo sentido de no interferirse el constituyente 
imponiendo la concentración de la justicia constitucional.

Hay algunos juristas que temen que, como a principios del siglo XX, estas fa-
cultades permitieran que jueces mal informados, politizados o irresponsables, 
adoptasen decisiones inaceptables desautorizando nada menos que al legis-
lador. Es posible que alguna vez ocurra, pero no es menos grave que, también 
en alguna ocasión, jueces irresponsables y arbitrarios, o enfermos de vanidad, 
decidan privar sin fundamento a un ciudadano de su libertad y sus bienes. 
Pero son excepciones y, además, un sistema judicial serio, como creemos que 
es el nuestro, tiene sus propios elementos de depuración y corrección de las 
decisiones arbitrarias. Aquella crítica global, basada en el temor a los jueces 
ordinarios, no me parece que pueda seguirse esgrimiendo. 

La posibilidad de que los jueces dejen inaplicadas las leyes que estimen in-
constitucionales, a los efectos de resolver litigios en los que estén intervinien-
do, se encuentra actualmente con un obstáculo insalvable que resulta de lo 
establecido en el artículo 163 de la Constitución. Según el precepto, cuando un 
juez o tribunal ordinario se encuentre en la situación indicada, lo que procede 
es plantear la cuestión de inconstitucionalidad de la ley por el Tribunal Consti-
tucional, suspendiendo el proceso y dejando pendiente la sentencia hasta que 
aquel resuelva. La práctica de este precepto es bastante poco estimulante: 
a algunos litigantes les sirve para atrasar la resolución de su pleito, en cuyo 
buen final no tienen ninguna esperanza; para quienes acuden a los tribunales 
en busca de justicia, supone un larguísimo parón que puede determinar que 
cuando llegue la sentencia se hayan consolidado situaciones irremovibles.

Hay pocas posibilidades de sortear lo que establece el artículo 163 de la Cons-
titución sin modificarlo. Algunas excepciones, rebuscando bien en su litera-
lidad, pueden abrirse para que los jueces, usando una jurisprudencia previa 
que no deje dudas, inapliquen una ley. 
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Pero una reforma, que postulo, del modelo de justicia constitucional esta-
blecida, debería asignar a los jueces ordinarios la posibilidad de dejar inapli-
cadas las leyes que consideren inconstitucionales y la de dictar sentencia 
en el litigio de que estén conociendo sin tener que plantearse previamente 
una cuestión de inconstitucionalidad. Me parece perfectamente trasladable 
el régimen de las cuestiones de legalidad, tal y como están concebidas en la 
regulación contencioso-administrativa: los jueces deciden, valorando incluso 
la ilegalidad de las normas, para no aplicarlas, y, después de la sentencia, 
plantean ante el tribunal competente la decisión final sobre la nulidad o no 
de la norma inaplicada. 

Podría decirse, en contra de este modelo, que probablemente multiplicaría 
el número de cuestiones de inconstitucionalidad e incrementaría aún más el 
trabajo del Tribunal Constitucional. 

Es un pronóstico difícil de verificar. Pero si así ocurriera, me inclino por pensar 
que sería una buena solución encomendar la resolución de estas cuestiones, 
cuando las leyes afectadas fueran autonómicas, al Tribunal Superior de Jus-
ticia correspondiente. Sería precisa, desde luego, una reforma constitucional 
que lo permitiera, pero no debe ser piedra de escándalo que la jurisdicción 
contencioso-administrativa que ya controla reglamentos ejecutivos e indepen-
dientes muy relevantes por su contenido, extienda sus competencias a las le-
yes autonómicas. 

Los críticos de esta fórmula podrán sostener, sin duda con razón, que sitúa a 
las leyes autonómicas en una posición diferente de las leyes estatales y rompe 
con la equiparación de rango. Así es. Pero ¿hay en la actualidad algún principio 
supraconstitucional que imponga idéntico régimen a todas las normas, aún en 
los casos en que reciban idéntica denominación?

Valórese, más bien, la iniciativa, considerando su importancia para mejorar el 
valor de la Constitución y la garantía de los derechos. 

ALGUNAS IDEAS PARA UNA REFORMA ABANDONADA
En las páginas precedentes están recogidos los que considero principales 
problemas que aquejan al Estado de las autonomías y me parece que, sin 
necesidad de muchas explicaciones más, también las consideraciones ante-
riores incluyen orientaciones para las reformas que deberían ser abordadas y 
analizado su alcance.

Un conclusión general a que conducen las críticas a la situación presente es 
que no impone hacer borrón y cuenta nueva con nuestra descentralización 
política y retornar a los valores de la centralización política y administrativa. No 
es necesaria ni posible esa reconsideración general, como ya indiqué al prin-
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cipio. Se podría formular un catálogo de progresos estimables que han tenido 
lugar desde que la Constitución se aprobó y que, probablemente, no hubie-
ran sucedido sin el trabajo de los gobiernos y administraciones autonómicas. 
Estos progresos afectan a la mejora de las infraestructuras y los servicios pú-
blicos, pero también a la democracia misma y a la participación ciudadana en 
las tareas políticas y administrativas. Sin perjuicio de este balance, con el que 
se hace justicia a las ventajas que ha reportado el Estado de las autonomías, 
también es considerable la rémora que supone que las instituciones públicas 
estén dominadas de cabo a rabo, en todos sus niveles, por partidos políticos 
de los que dependen las reformas; de modo que puede darse por seguro que 
ninguno aceptaría una reconstrucción total del Estado a menos que, si siguiera 
avanzando la crisis que le afecta, los ciudadanos la impusieran tomando los 
múltiples palacios de invierno donde residen las fuerzas conservadoras de lo 
establecido. Ha avanzado mucho la desafección hacia el Estado de las auto-
nomías, según resulta de las encuestas, pero tal oposición no ha alcanzado 
el nivel revolucionario y la tensión precisos para barrer los intereses creados 
y cambiar el orden establecido. Es posible, además, que cuando la crisis eco-
nómica ceda un poco y los partidos superen las abrumadoras situaciones de 
corrupción que asolan su credibilidad, también los resultados de aquellas en-
cuestas cambien. 

Sin derogar el título VIII de la Constitución hacen falta, sin embargo, muchas 
reformas en lo fundamental: el régimen de las atribuciones o competencias 
de los poderes territoriales, las instituciones responsables de ejercerlas, y las 
garantías dispuestas para que el Estado complejo funcione de modo acom-
pasado y sin someter las reglas constitucionales a desatenciones y desafíos 
continuos. 

En cada uno de los aspectos competenciales (legislativos y ejecutivos), or-
ganización y régimen de las instituciones, y garantías (especialmente por 
lo que concierne al papel arbitral del Tribunal Constitucional). he marcado 
la dirección que, a mi juicio, deberían tener las reformas. Hace falta, desde 
luego, detenerse mucho más en establecer un diseño más minucioso y pun-
tual, valorando exactamente su sentido y consecuencias. Es decir, que de-
berían dejarse de lado, aunque sea por esta única vez, las improvisaciones. 
Contamos con cuarenta y cinco años de experiencia, excelentes profesores 
universitarios que han estudiado en España y en otros países con estructu-
ras estables parangonables (financiados, por cierto, con recursos del Estado 
y que el Estado desaprovecha luego prefiriendo oír la opinión de los leales 
del partido dominante), y una amplísima jurisprudencia, constitucional y ad-
ministrativa, donde han aparecido casi todos los conflictos e irregularidades 
imaginables. Úsense. 

Algunas reformas precisas afectan a la Constitución (reparto de competen-
cias, redefinición de los poderes legislativos, Senado y relaciones interguber-
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namentales, Tribunal Constitucional, financiación, mapa territorial, régimen de 
las administraciones locales…); otras, en cambio, pueden llevarse a término 
mediante modificaciones en las leyes estatales principales (consensuadamen-
te, entre los partidos y las fuerzas políticas regionales porque, si no es así, esta 
clase de reformas son flor de un día) y otras, en fin, solo pueden ejecutarse 
cambiando malas prácticas contra las que no pueden ni las constituciones ni 
las leyes (no utilizar las potestades de autoorganización para ejercitarse en el 
prebendalismo ni impulsar empresas y actuaciones públicas que son dilapida-
ciones inútiles de los recursos públicos).

Y, naturalmente, todo el trabajo por hacer debe integrarse en un plan elabo-
rado con la pausa y meditación imprescindibles. Sería tranquilizador saber, 
simplemente, que ese plan existe o que alguien lo está preparando porque lo 
que más agobia, según se ve en los escritos que emergen de la sociedad civil, 
normalmente preocupadísimos, es que, frente a las admoniciones y adverten-
cias sobre la gravedad de la situación institucional, los gobiernos se muestren 
impasibles con el evidente propósito de no gastar fuerzas o arriesgar en em-
presas que pueden costar votos y producir desafecciones.

Como excepción a esa actitud de inactividad y de brazos cruzados, se encuen-
tran algunas propuestas específicas de reforma constitucional (algunos, como 
los partidos nacionalistas catalanes, se ejercitan en la ruptura total del mode-
lo). La más caracterizada es la que considera que se debe «avanzar» hacia un 
«Estado federal». 

Estas propuestas de reforma constitucional se basan en análisis críticos de la 
situación que con frecuencia son excesivamente generales, pero sostienen 
postulados con los que, en términos de principio, es necesario estar de acuer-
do. 

Cuando reclaman un cierre definitivo del mapa territorial del Estado incorpo-
rando a la Constitución el nombre y delimitación de las comunidades autóno-
mas existentes, atienden a la importante cuestión de si es razonable que se 
mantengan las diecisiete constituidas. No recordaré de nuevo el origen, más 
condicionado por la política que por evaluaciones y estudios previos, de un 
buen número de comunidades autónomas. Deberían propiciarse fusiones e 
integraciones entre ellas. Son demasiadas unidades administrativas de ámbito 
regional para un territorio y población de las dimensiones de España. Es perti-
nente la comparación con la Alemania federal, que tiene siempre abierto el de-
bate sobre la reducción del número de länder, cuando, proporcionalmente, su 
número es mucho más ajustado que el de nuestras comunidades autónomas. 
Pero también deben considerarse los problemas que plantea la incorporación 
a la Constitución del mapa territorial autonómico, por la rigidez que introduce 
y las dificultades que impone a la refundición y reducción de esta clase de 
entidades.
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Los proyectos a que me refiero se centran mucho, como es comprensible, en 
la aclaración del reparto de competencias, usando la experiencia de más de 
cuarenta años y manteniendo una cierta flexibilidad para fortalecer las del Es-
tado cuando se haya hecho evidente su necesidad o las de las comunidades 
autónomas cuando sea lo más procedente. En este punto, empero, insisto en 
que, además de mejorar el rigor del modelo y pormenor del desglose de las 
materias, son fundamentales los conceptos que rigen todo el reparto.

Tampoco pueden oponerse objeciones al reforzamiento de las fórmulas de coo-
peración intergubernamental. No añado más consideraciones a las ya expues-
tas. Si acaso, repetiré que no me resulta tan obvio como a la mayoría de los 
proponentes de reformas que un senado a la alemana sea la mejor solución. 

Se plantea también, a veces poniendo en ello un énfasis desmedido, como si 
radicaran las soluciones en la utilización de palabras penetrantes y míticas, la 
transformación del estado autonómico en un estado federal. 

¿En qué consiste ese estado federal concreto hacia el que se desean condu-
cir las reformas resultadas, en términos generales, de los planteamientos que 
contienen los mismos proyectos que lo postulan acerca de las competencias, 
instituciones y relaciones intergubernamentales?

Estado federal sigue siendo una locución que genera inmediatas susceptibili-
dades. Los partidos de centro y de derecha y sus bases sociales creen que es 
una forma de organizar España que destruirá su unidad. Y la izquierda maneja 
el concepto sin esa preocupación, pero creyendo, tal vez, que tiene virtudes 
taumatúrgicas y es una panacea capaz de arreglarlo todo. La verdad es que no 
es más que un nombre que se usa para designar estados de estructura territo-
rial compleja, y que es capaz de acoger múltiples fórmulas institucionales que 
no coinciden en todos los casos en que tal denominación se aplica. También 
existen estados complejos que se parecen sustancialmente a otros llamados 
federales pero que no han fijado en las correspondientes constituciones esa 
denominación, como es el caso de España.

Puede tenerse por cierto que redenominar el Estado español, llamándolo fe-
deral, no conllevará un cambio radical de la situación constitucional vigente. 

En algunos proyectos elaborados por grupos políticos o por instituciones de 
la sociedad civil organizada, la reforma de la Constitución en sentido federal, 
llevaría consigo algunos cambios formales muy aparatosos. Por ejemplo, sería 
necesario que todas las actuales comunidades autónomas pasaran a conside-
rarse estados de la federación española y que sus estatutos se transformaran 
en constituciones. Tendríamos de esta manera la constitución de Cataluña y 
también la constitución de Madrid, la constitución vasca y la andaluza, y tam-
bién la constitución de Cantabria, la de La Rioja y la de Murcia. 
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Son modificaciones que cada cual puede valorar sin necesidad de que me 
extienda en más consideraciones.

Tres últimas reflexiones sobre la federalización de España pueden ser perti-
nentes: 

-	 La primera es que requiere una reforma de muchos aspectos formales de 
nuestro aparato institucional actual, sin que varíe sustancialmente el reparto 
del poder ni el régimen a que se somete su ejercicio.

-	 La segunda, que muchas de esas reformas no han sido reclamadas por na-
die. ¿Cuántas comunidades autónomas han manifestado su deseo de trans-
formarse en estados de la federación española?

- 	 Y la tercera, que la razón principal de ser de estas propuestas es dar res-
puesta a las nuevas exigencias planteadas por Cataluña respecto de su in-
tegración en el Estado. Y la cuestión a resolver es si los nacionalistas cata-
lanes se sentirían complacidos y satisfechos con la solución federal. 

Termino con un apunte brevísimo sobre la cuestión catalana, o sobre «el caso 
de los catalanes», como lo denominé en mi ensayo Cataluña y las demás Es-
pañas, devolviendo vigencia a una expresión que usaron los políticos ingle-
ses durante la guerra de sucesión de 1700-1714. Para Cataluña, según ven el 
problema los nacionalismos locales, e incluso fuerzas de izquierda sorpren-
dentemente ganadas para esa misma ideología, son necesarios otros plantea-
mientos adicionales porque lo que plantean allí esas fuerzas políticas es una 
ruptura con la Constitución de 1978.

Me remito al libro citado respecto de sus posibilidades, pero en un plano inte-
lectual en que esta conferencia se ha movido, la cuestión abre muy importan-
tes asuntos para el debate: por ejemplo, el alcance del principio democrático y 
el derecho de participación popular, que se proponen como fundamento para 
desplazar las regulaciones «formalistas» de la Constitución; la autoatribución 
del poder constituyente por una parte del territorio de un Estado regido por 
instituciones democráticas; la reposición de la verdad histórica sobre las rela-
ciones entre Cataluña, Aragón y Castilla; el apoyo que puede tener una recla-
mación de independencia en la legislación de las organizaciones internaciona-
les o en la de la Unión Europea; los paralelismos con la declaración unilateral 
de Kosovo; la medida en que resulta invocable razonablemente, como con 
tanta frecuencia se invoca, la declaración del Tribunal Supremo de Canadá de 
1998 sobre la independencia de Quebec; las similitudes con el referéndum de 
independencia escocés; la proximidad, que ahora manejan algunos historiado-
res, entre la Revolución inglesa de 1688 y el fortalecimiento de las instituciones 
parlamentarias que ya avizoraba Cataluña en la misma época, etc. 



LAS TENSIONES TERRITORIALES	 115

Es un debate intelectual al que merecerá la pena acudir, pero, desde el punto 
de vista del inmediato futuro de Cataluña y del Estado, lo mejor, por el momen-
to, es detenerse a considerar en qué medida las justas reclamaciones de aquel 
territorio periférico pueden ser atendidas, planteando los límites a una reforma 
del sistema de financiación autonómica, la medida en que es todavía posible 
el fortalecimiento de sus instituciones o pueden abrirse más las fórmulas de 
relación que hagan más presente la cooperación y el pactismo. Esta última 
práctica, cuya reposición suele solicitarse, forma verdaderamente parte de la 
cultura histórica mediterránea. 
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Hablar hoy sobre la Constitución supone recordar su origen y trayectoria, exa-
minar su presente y preguntar por su futuro.

Se aprobó en referéndum el 6 de diciembre de 1978, hace, por tanto, más de 
cuarenta y cinco años, en medio del optimismo general y con un apoyo abru-
mador a pesar de que entonces eran muchas las incertidumbres existentes 
sobre lo que podría suceder en su devenir.

Ahora bien, en aquellos días era fácil saber qué es lo que no queríamos la 
inmensa mayoría. Precisamente, por eso, fue posible la transición, es decir, el 
consenso que se plasmó en la Constitución. En ella coincidimos quienes aspi-
rábamos a vivir en democracia con quienes, aun proviniendo de él, sabían que 
el régimen surgido de la Guerra Civil no podría mantenerse por más tiempo 
si no era mediante la fuerza. El resultado fue la ruptura radical con el anterior 
orden político, aunque se hiciera a través del cauce de su reforma. Las eleccio-
nes del 15 de junio de 1977 fueron el momento clave y la amnistía de ese año, 
aprobada de manera prácticamente unánime, la expresión de la reconciliación 
nacional y un presupuesto de la Constitución que harían después las mismas 
Cortes que la aprobaron.

No hubo imposición de nadie y el resultado fue el Estado social y democrático 
de Derecho vigente, que adopta la forma política de la monarquía parlamen-
taria, distribuye territorialmente el poder político y reconoce y protege los de-
rechos fundamentales. No es exagerado decir que, al igual que la transición, 
la Constitución fue un éxito colectivo sobresaliente, estudiado y elogiado más 
allá de nuestras fronteras. No en vano, era la primera vez que de un régimen 
autoritario se pasaba pacíficamente a uno democrático y la originalidad de la 
Constitución fue la intensidad con que recogió los elementos más avanzados 
del constitucionalismo democrático.

En los años sucesivos, experimentamos el alivio por el fracaso, en el que el Rey 
Juan Carlos I fue decisivo, del golpe de Estado del 23 de febrero de 1981. Co-
nocimos después, en 1982, la alternancia que consolidaba el régimen consti-
tucional. Y en 1986 nos integramos con entusiasmo en las Comunidades Euro-
peas y decidimos democráticamente en referéndum mantenernos en la OTAN.

A fines del siglo pasado y en los comienzos de este vivimos la plenitud del 
desarrollo constitucional, conocimos nuevamente la alternancia política en 
1996 y en 2004, la ampliación del Estado social, la consolidación del Estado 
autonómico y un creciente bienestar en buena medida hecho posible por los 
fondos de cohesión de la Unión Europea. En ese ambiente, nos integramos en 
el espacio de Schengen y en el euro desde el primer momento.

Para entonces, bajo la Constitución, el país había conocido ya un largo periodo 
de paz y libertad política que todavía hoy perduran.
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Conviene decirlo porque no hay antecedente histórico semejante: las guerras 
exteriores o interiores han sido una constante. Un rápido repaso nos muestra 
que el Siglo XIX comenzó con guerra con Inglaterra, seguida por la de nues-
tra Independencia. Después vinieron las de la emancipación americana y las 
carlistas. Sin contar alzamientos internos diversos y otras incidencias bélicas 
externas, todavía en el siglo XIX tuvimos guerra en África y lo terminamos con 
la que nos enfrentó a los Estados Unidos de América. Finalizó, pues, como 
comenzó. Y en el siglo XX padecimos de nuevo la de África y, claro está, la 
Guerra Civil y, después, el régimen que la perpetuó.

El tiempo transcurrido desde la entrada en vigor de la Constitución ha sido 
también de modernización, crecimiento económico y de mejora general de 
las condiciones de vida. En gran medida, esa transformación se ha debido a la 
capacidad integradora y a la consiguiente estabilidad ofrecida por un marco 
constitucional compartido. No son estas apreciaciones subjetivas, así lo reco-
nocen los indicadores utilizados por instituciones y entidades internacionales 
que situaron pronto entre las democracias de calidad a la nuestra y la siguen 
situando hoy, tal como muestra, entre otros, el Democracy Index 2023 que 
publica The Economist.

*****

En el camino, desaparecido el riesgo de involución, la Constitución ha experi-
mentado muchas vicisitudes.

La peor, el embate de los terrorismos domésticos, eliminados hace años, y, so-
bre todo, el más cruel y duradero, el de ETA, derrotado sin contrapartidas polí-
ticas. Con el nuevo siglo hemos sufrido y sufrimos las amenazas del terrorismo 
yihadista. Pero la lucha contra él no ha cambiado nuestras instituciones políticas.

La corrupción ha sido otro de los males que nos han aquejado y nos aqueja, 
pero la persiguen las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y los tribunales de jus-
ticia exigen a quienes se acusa de incurrir en ella su responsabilidad. Y se ha 
visto y se ve que no importa la condición a la hora de la exigencia de la respon-
sabilidad penal: personas muy relevantes política, social o económicamente 
han sido y son juzgadas y condenadas.

Mientras todo esto sucedía siguió siendo muy amplio el apoyo social a la Cons-
titución.

Ha sido recientemente cuando se ha producido un cambio de actitud hacia 
ella de una parte de la sociedad, minoritaria, pero significativa. Se ha debido, 
creo, al cambio generacional y, sobre todo, a las consecuencias internas de 
la crisis económica desatada a partir de 2008 y de la política de austeridad 
seguida por la Unión Europea y por España para hacerle frente.
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En 2011 comprobamos de qué manera afectó a la Constitución. Su reforma de 
ese año, que dio una nueva redacción a su artículo 135, es el mejor ejemplo de 
cómo no debe modificarse un texto fundamental. La situación económica era 
crítica y a la necesidad interna se unieron las exigencias externas, pero lo que 
vimos los ciudadanos fue un acuerdo entre los dos principales partidos, ape-
nas explicado, y un procedimiento de reforma tramitado con toda celeridad en 
el mes de agosto, sin que haya quedado claro que tratar así a la Constitución 
fuera imprescindible.

Luego, el malestar originado por la pérdida de empleos, la disminución de las 
prestaciones públicas y el empeoramiento consiguiente de las condiciones 
de vida de amplios sectores sociales, después de dar la mayoría absoluta al 
Partido Popular en las elecciones de 2011, se fue traduciendo en un extendido 
descontento y en la fragmentación del sistema de partidos en las elecciones 
de 2015 y posteriores. Así, de la tendencial bipolaridad anterior, pasamos al 
multipartidismo. Hizo acto de presencia, además, una polarización creciente 
que ha impedido los acuerdos transversales entre las fuerzas políticas princi-
pales, imprescindibles en los asuntos de Estado, los que conciernen a los fun-
damentos de la convivencia y a las instituciones principales. A ese resultado 
han ayudado notablemente las nuevas formas de comunicación y de relación 
social que discurren por el ciberespacio.

En este contexto, se ha denunciado “el candado de 1978” y a la “casta” política 
que se beneficiaría de ese régimen, considerado como una imposición del 
franquismo. Se ha reconstruido, incluso, la historia para hacerla coincidir con 
planteamientos ideológicos, en buena medida populistas. Curiosamente, las 
nuevas formaciones que defienden esos puntos de vista han ido derivando 
hacia estructuras partidistas, alejadas del movimiento inicial y más parecidas 
a aquellas cuya crítica y rechazo estuvieron en su origen. Tras lograr una pre-
sencia notable en las elecciones europeas de 2014 y en las generales de 2016 
y 2019, han visto reducirse significativamente su apoyo electoral.

También tuvo lugar en 2014 la sucesión en la Corona por la abdicación del 
Rey Juan Carlos I a causa de episodios de su vida privada y la proclamación 
de Felipe VI. La monarquía se resintió pero no hubo fisuras entre los partidos 
principales respecto de ella y es claro desde entonces su restablecimiento en 
la apreciación de los ciudadanos.

Así, estos años vieron crecer una oposición organizada a la Constitución, cuan-
do no el rechazo a ella por parte de quienes existían y podían actuar con plena 
libertad gracias a su amparo. No obstante, el Estado social y democrático de 
Derecho, o sea, la Constitución, mantuvo su vigor y se pudo iniciar una recu-
peración económica.

Claro que, al mismo tiempo, sucedieron acontecimientos importantes.
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En primer lugar, en junio de 2018, por primera vez en nuestra experiencia cons-
titucional, prosperó una moción de censura al Presidente del Gobierno y el 
gobierno del Partido Popular fue sustituido por otro socialista, sostenido por 
una pluralidad de fuerzas políticas heterogéneas cuyo principal elemento de 
unión fue la oposición a los anteriores gobernantes. Y en enero de 2020, tras 
las segundas elecciones de 2019, se formó, también por primera vez, un gabi-
nete de coalición entre el Partido Socialista Obrero Español y Podemos, con el 
apoyo puntual de nacionalistas.

En segundo lugar, el Partido Popular se negó a pactar con el Partido Socia-
lista Obrero Español la renovación de parte del Tribunal Constitucional y del 
Consejo General del Poder Judicial cuyo mandato había terminado el 3 de 
diciembre de 2018 y de otros órganos. A este claro incumplimiento de la 
Constitución no se le dio mucha importancia porque había habido episodios 
anteriores de retrasos notables y porque no se producían efectos disfun-
cionales pues los órganos constitucionales, aun con mandatos vencidos de 
parte o de todos sus miembros, seguían desempeñando sus funciones con 
normalidad.

Así llegamos a la pandemia de 2020, a los estados de alarma y a las medidas 
que fue preciso adoptar para conjurar la amenaza del virus. El ordenamiento 
constitucional resistió el embate. A diferencia de en 2008, esta vez la Unión 
Europea se olvidó de la austeridad y del equilibrio presupuestario y movilizó 
unos recursos económicos descomunales gracias a los cuales se han podido 
afrontar los efectos económicos y sociales de esta calamidad y se ha vuelto a 
la senda del crecimiento económico. Y como en octubre de 2021 se renovaron 
el tercio del Tribunal Constitucional que debía proponer el Congreso de los 
Diputados y el Tribunal de Cuentas y se eligió al Defensor del Pueblo, aunque 
permaneciera pendiente la elección de un nuevo Consejo General del Poder 
Judicial, siguieron sin encenderse las alarmas.

Después, todavía, ha visto la Constitución los problemas que ha traído consigo 
la guerra en Ucrania provocada por la invasión rusa en febrero de 2022 y sus 
consecuencias sociales y económicas, incluido el regreso de la inflación. De 
nuevo, la actuación de la Unión Europea ha ayudado a minimizar los efectos 
negativos. Por eso, en 2022, se mantuvo la tónica anterior, salvo en lo que 
respecta al Poder Judicial.

La mayoría parlamentaria había respondido, ya en 2021, a la negativa del Parti-
do Popular a convenir la elección de un nuevo Consejo con la modificación de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial para prohibir al que hubiere sobrepasado 
su mandato hacer nombramientos discrecionales. Sabemos que no se logró 
renovar el Consejo General del Poder Judicial hasta el 25 de julio de 2024 pero 
sí dejar de cubrir las vacantes que se iban produciendo en el Tribunal Supremo.
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Ahora bien, en junio de 2022 era preciso renovar a otro tercio de los magistra-
dos del Tribunal Constitucional: los dos que propone el Gobierno y los dos que 
propone el Consejo General del Poder Judicial. Como debían incorporarse los 
cuatro a la vez, se cayó en la cuenta de que, al haberse prohibido al Consejo 
hacer nombramientos discrecionales, no podía designar a los dos magistra-
dos del Tribunal Constitucional que le correspondían y eso impedía incorporar 
también a los propuestos por el Gobierno. Por tanto, se volvió a modificar la 
Ley Orgánica para que el Consejo pudiera hacerlo, si bien se mantuvo la prohi-
bición de realizar el resto de los nombramientos discrecionales. Las vacantes 
en el Tribunal Supremo han seguido aumentando y, además, ocurrió que la 
mayoría de los miembros del Consejo General del Poder Judicial se negaron 
a elegir a los dos magistrados del Tribunal Constitucional por entender que 
debían devolvérseles todas sus facultades. Esto propició un hecho singular: la 
renuncia del Presidente del Tribunal Supremo.

Como quiera que pasaban los meses y no se proponían por el Consejo los 
dos magistrados del Tribunal Constitucional, se quiso modificar otra vez la Ley 
Orgánica del Poder Judicial y la del Tribunal Constitucional mediante enmien-
das a un proyecto de ley que nada tenía que ver y el Tribunal Constitucional 
suspendió cautelarmente el procedimiento legislativo. Otro hecho inédito. Y, 
finalmente, el 27 de diciembre de 2022 el Consejo hizo la propuesta y se 
incorporaron días después los cuatro nuevos magistrados al Tribunal Constitu-
cional. Sigue, sin embargo, pendiente de proveer una vacante de este último, 
dejada por la renuncia en su día por enfermedad de uno de sus miembros y 
que corresponde proveer al Senado. La única que deja un vacío, la única se-
mejante en este aspecto a las del Tribunal Supremo.

Este episodio fue un espectáculo inconcebible, sólo paliado en parte porque, 
a pesar de todo, el Tribunal Supremo ha podido, con dificultad y esfuerzo aña-
dido de sus magistrados, seguir cumpliendo su función. Como los anteriores, 
no ha beneficiado, desde luego, a la Constitución.

*****

Para explicar qué significa hoy en día, es menester volver atrás unos años y 
recordar el más grave desafío que ha tenido y tiene. Me refiero al procés, que 
marca un antes y un después en la vida política española.

No se puede comprender sin el clima originado por la crisis económica de 
2008. Cierto que eran constantes las demandas de más autogobierno por par-
te de las formaciones nacionalistas catalanas y que la sentencia 31/2010 del 
Tribunal Constitucional sobre el Estatuto de Autonomía de Cataluña produjo 
allí gran insatisfacción. Ahora bien, también sucedió que el descontento social, 
acentuado por causas económicas y sociales, arreció notablemente y que se 
dirigió principalmente en Cataluña contra el Gobierno de la Generalidad. Fue 
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entonces cuando la mayoría nacionalista gobernante procuró canalizarlo hacia 
España y preparó el camino que desembocó en la frustrada secesión. Esta 
operación logró movilizar a una parte importante de los catalanes y condujo 
a la declaración unilateral de independencia de octubre de 2017, suspendida 
pocos segundos después de formulada por el mismo que la había proclamado.

La respuesta del Estado es conocida: aplicación del artículo 155 de la Consti-
tución, aprobada con el apoyo del Partido Popular, gobernante entonces, y del 
Partido Socialista Obrero Español en la oposición; disolución del Parlamento 
de Cataluña y convocatoria de elecciones al mismo; intervención por el Estado 
de la Generalidad de Cataluña durante seis meses; declaración de inconstitu-
cionalidad de las leyes del referéndum y de régimen transitorio; condena por 
el Tribunal Supremo a los principales dirigentes del procés, excepto al que fue 
Presidente de la Generalidad y algunos otros responsables, que huyeron de 
España y se refugiaron en varios países europeos.

Superado el desafío de la secesión, pareció remitir la presión.

Es verdad que en la XIV Legislatura consiguieron los partidos independentis-
tas contrapartidas importantes de un Gobierno al que contribuían a sostener. 
En especial, su peso en el Congreso de los Diputados logró forzar el indulto de 
las penas de prisión a los condenados por el Tribunal Supremo, la supresión 
del delito de sedición y la reforma del de malversación.

No es posible saber en qué medida influyeron estos hechos en el ánimo de los 
electores catalanes pero lo cierto es que en las elecciones locales de mayo y 
en las generales de julio de 2023, que nos han conducido a la XV Legislatura, 
descendieron apreciablemente los votos de las candidaturas independentistas.

Sin embargo, los resultados de esas últimas elecciones han hecho imprescin-
dibles sus catorce escaños en el Congreso de los Diputados para investir al 
candidato socialista a la Presidencia del Gobierno y para que se mantenga en 
ella. El Partido Socialista Obrero Español alcanzó acuerdos de investidura con 
Esquerra Republicana de Cataluña el 2 de noviembre y con Junts el 9 de no-
viembre. El 10 de noviembre de 2023 lo logró con el Partido Nacionalista Vas-
co y también con Coalición Canaria. Antes había suscrito un pacto de coalición 
con SUMAR y obtenido el acuerdo con el Bloque Nacionalista Gallego. Con 
estos apoyos fue investido en primera votación el Presidente del Gobierno.

No es novedad que los partidos nacionalistas condicionen la política nacional. 
Ya lo hemos visto en la XIV Legislatura, y la mayor o menor dependencia de 
ellos ha acompañado a los gobiernos que no disponían de mayoría absoluta, 
fueran del color que fueran, a partir de 1993. Desde entonces los grandes par-
tidos han preferido y, por lo que se ve, prefieren acudir al apoyo nacionalista 
en vez de pactar entre sí.



Ahora bien, los acuerdos suscritos por el Partido Socialista Obrero Español y 
Esquerra Republicana de Catalunya el 2 de noviembre de 2023 y con Junts 
el 9 de noviembre siguiente son sustancialmente diferentes y han producido 
una gran preocupación.

Se les reprocha partir de una exposición de los hechos parcial, la de los in-
dependentistas, y equiparar la legitimidad que emana del texto fundamental 
con la que llaman popular y parlamentaria. Es llamativo este planteamiento 
pues parece situar en el mismo plano esa supuesta legitimidad y la que des-
cansa en el pueblo español, único soberano según la Constitución. Igual-
mente, llaman la atención por asumir que unas minorías hablen en nombre 
de Cataluña cuando solamente representan a una parte de ella, que no es 
precisamente la mayoritaria. Asimismo, admitir que terceros extranjeros, tal 
como se ha previsto, medien en acuerdos que han de formalizarse mediante 
leyes a aprobar por las Cortes Generales y con la actuación del Gobierno 
no se ve coherente con la preservación de la soberanía del pueblo español, 
del que dice el artículo 1.2 de la Constitución emanan todos los poderes. 
También se les critica por aceptar que se presenten iniciativas encaminadas 
a transformar esa legitimidad alternativa en la única en Cataluña sin garantía 
de que se haga mediante los procedimientos previstos en el Título X de la 
Constitución.

Además, comprometieron una amnistía. No creo necesario explicar el impacto 
que este compromiso, ya plasmado en una ley orgánica publicada en el Bo-
letín Oficial del Estado el 10 de junio de 2024, ha causado en la sociedad es-
pañola. La mayoría de los juristas no comprometidos que se han pronunciado 
han dicho que la Constitución no permite ninguna amnistía o que no permite 
esta concreta amnistía. Y de la exposición de motivos que precede a la ley 
orgánica se ha dicho que sus referencias a la jurisprudencia constitucional, 
al Derecho de la Unión Europea, y al de otros países no son correctas. Y es 
particularmente llamativo que el propio Partido Socialista Obrero Español con-
siderara insistentemente inconstitucional, sin matiz alguno, cualquier amnistía 
antes de las elecciones del 23 de julio de 2023.

Por otra parte, admitir, como hace el acuerdo suscrito con Junts, que la res-
puesta penal a claros comportamientos delictivos puede ser expresión de 
lawfare, ahora que se usa esta palabra con la que los politólogos aluden a la 
persecución injusta de discrepantes e inicialmente se utilizó para descalificar 
las demandas contra los abusos del poder, ha provocado inquietud y amplio 
rechazo. Y hablar, en este contexto, de la necesidad de desjudicializar la po-
lítica, como hace el acuerdo en cuestión, se ha entendido por muchos como 
impunidad de políticos que han incurrido en delitos o promovido su comisión. 
Está igualmente extendida la repulsa al propósito de actuar políticamente con-
tra magistrados que aplican las leyes vigentes. Es decir, la intención, de so 
pretexto de lawfare, aplicar una suerte de impeachment a esos jueces, por 
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seguir con la moda de utilizar términos y conceptos de la ciencia política y del 
Derecho Constitucional anglosajón.

La independencia judicial y la seguridad jurídica, elementos esenciales en la 
arquitectura del Estado de Derecho, sigue diciendo esa opinión crítica con 
los pactos de investidura, estarán en cuestión si se llevaren a la práctica esos 
propósitos.

De otro lado, la condonación de la deuda de la Generalidad de Cataluña y las 
pretensiones de una Agencia Tributaria propia y de la cesión de la gestión de 
la totalidad de los tributos estatales, también reclamadas, han producido hon-
da preocupación. Son aspiraciones de la parte independentista, pero se ha 
aceptado tratar de ellas y, de plasmarse en realidad, sus consecuencias para 
el resto de España serán evidentes.

De las contrapartidas aceptadas al Partido Nacionalista Vasco, destaca la 
anunciada por su Presidente pero no consignada expresamente en el acuerdo 
de 10 de noviembre: la transferencia de la gestión de la Seguridad Social al 
Gobierno Vasco. Competencia prevista en el Estatuto de Guernica, pero hasta 
hace poco considerada incompatible con el mantenimiento de su caja única. 
Llama la atención, también, que se haya acordado que toda Ley de Cortes 
Generales que pueda afectar a las competencias del País Vasco contenga una 
“cláusula foral” convenida con el Partido Nacionalista Vasco.

Estos acuerdos de investidura son documentos suscritos por partidos políti-
cos. No tienen virtualidad normativa. Ahora bien, si se plasman en disposicio-
nes generales y en actuaciones del Gobierno y de las Administraciones en el 
sentido que propugnan los independentistas, como ha sucedido ya con la am-
nistía, comprometerán, no sólo la Constitución, sino, sobre todo, la legitimidad 
compartida que el texto de 1978 ha venido representando.

La inquietud que han producido estos pactos no es sólo de quienes se oponen 
políticamente a los partidos gobernantes, sino de muy extensos sectores de 
la sociedad. Hasta tal punto que hay quienes piensan que el ciclo histórico, 
inédito en España, abierto con las elecciones de 1977 y presidido por la Consti-
tución de 1978, puede terminar, no a causa de los resultados de las elecciones 
de 2023, sino del cumplimiento de los acuerdos suscritos en noviembre de 
este año.

A diferencia de lo ocurrido hace cuarenta y cinco años, no se advierten aho-
ra liderazgos capaces de llegar a acuerdos integradores. Pasamos, pues, del 
consenso sobre los fundamentos del orden político a la imposición de parte y 
a una división profunda sin perspectiva de remedio razonable. En este sentido, 
el procés, después de haber dividido a la sociedad catalana, está contribuyen-
do a dividir a la sociedad española.
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*****

Así, pues, hoy prevalece la preocupación, cuando no el pesimismo.

Afortunadamente, la realidad es que la Constitución sigue vigente, los dere-
chos fundamentales que reconoce siguen estando garantizados. La democra-
cia representativa permanece inalterada. El Poder Ejecutivo está sujeto a la 
Ley. Y el Poder Judicial mantiene su independencia y controla a los gobernan-
tes.

Hemos visto, incluso, a principios de este año, una casi unanimidad para refor-
mar por tercera vez la Constitución a fin de dar una nueva redacción a su artí-
culo 49, eliminar el término disminuidos e impulsar la creación de condiciones 
de igualdad real para los discapacitados.

Son elementos bastantes con los que luchar, no sólo por el Derecho, sino, 
sobre todo, por la Constitución, esto es por el Estado social y democrático de 
Derecho, única forma en que es posible en nuestros días el vivere libero, el 
vivere civile que elogió el clásico, esto es, dicho hoy en día, la convivencia en 
libertad e igualdad en la sociedad democrática.

Además, no hay alternativa.

Por tanto, al pesimismo de la razón hay que oponer el optimismo de la volun-
tad de la ciudadanía activa.
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La conferencia que me ha hecho el honor de encomendarme el Instituto de 
España, dentro del ciclo interacadémico La Constitución de 1978, tiene lugar 
después de la del Director de la Real Academia Española, profesor Santiago 
Muñoz Machado, sobre Las tensiones territoriales. 

Sin proponérnoslo de antemano ambos participantes, mi intervención versará 
precisamente sobre un asunto concreto que ejemplifica muy bien esas ten-
siones desde el punto de vista cultural y, por tanto, de la identidad histórica 
de la Nación española y de las “nacionalidades y regiones que la integran” 
–en la dicción literal del artículo 2 de la Constitución– , con evidente trascen-
dencia política: la situación y regulación de los museos, bibliotecas y archivos 
de titularidad estatal desde la aprobación del texto constitucional en 1978. El 
profesor Muñoz Machado, en su obra “Derecho público de las Comunidades 
Autónomas” ya analizó pormenorizadamente esta cuestión en fecha tan tem-
prana como 1983, a partir del estudio de la distribución de las competencias 
del Estado y de las Comunidades Autónomas con arreglo al Título VIII de la 
Constitución. Mantuvo entonces –como sigue manteniendo ahora– una con-
cepción integradora, desde el punto cultural, en la interpretación de los artí-
culos 44, 46, 148 y 149 de la Constitución respecto de los museos, archivos y 
bibliotecas de titularidad estatal que, desafortunadamente, como veremos, no 
se ha seguido de modo continuado y coherente en la práctica política y admi-
nistrativa e, incluso, en la jurisprudencia constitucional.

En apariencia, estos centros de depósito cultural no presentaban un proble-
ma político relevante en el contexto de la distribución territorial del poder, a 
partir de su regulación en el artículo 149.1.28 de la Constitución –que, como 
se recordará, incluye entre las materias de competencia exclusiva del Estado 
“la defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la 
exportación y la expoliación”, así como los “museos, bibliotecas y archivos de 
titularidad estatal, sin perjuicio de su gestión por parte de las Comunidades 
Autónomas”–, y así se reflejó en el debate constituyente en el Senado, donde 
tuvo lugar la introducción de ese precepto. 

Sin embargo, como intentaré demostrar a continuación, ello no sólo no ha sido 
así, sino que, por el contrario, la titularidad y gestión de los museos, archivos y 
bibliotecas del Estado se ha convertido en uno de los escenarios más significa-
tivos de la confrontación entre diversas concepciones de la pluralidad histórica 
y cultural de España. Desde las que afirman claramente que esa pluralidad es 
compatible con una unidad de carácter propiamente nacional, en el sentido 
que este término tiene desde comienzos del siglo XIX, hasta las que defienden 
la existencia de diversas naciones en el seno de un Estado que por ello tiene 
carácter plurinacional. 

Se trata, pues, de un campo de batalla simbólico de gran importancia. En es-
pecial para quienes, como las formaciones políticas nacionalistas, e incluso 
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regionalistas, mantienen la existencia de una pluralidad de identidades políti-
co-culturales territoriales diferenciadas con claridad de la comunidad política 
española, y no tanto para quienes dan por supuesta esa comunidad, como 
ocurre con el centro-derecha. Este último ha tratado en lo posible de eludir 
pronunciarse abiertamente sobre esta cuestión desde la Transición, con lo que 
ha abandonado en buena medida ese debate y dejado el campo libre a sus 
adversarios. En medio ha estado el centro-izquierda, que ha oscilado entre un 
federalismo confuso, que trata de conciliar la unidad política de España y la 
pluralidad identitario-cultural de raíz nacionalista con una aproximación cada 
vez mayor hacia la postura “plurinacional”. 

Desde su creación, entre la Ilustración y la Revolución liberal, los grandes mu-
seos, archivos y bibliotecas, tanto en Europa como en América, han sido con-
siderados depositarios, al mismo tiempo, de lo más valioso de la civilización 
–muy particularmente, la occidental– y de la cultura común de cada comuni-
dad humana políticamente organizada, es decir, de cada Estado. Este carácter 
ambivalente no ha desaparecido en nuestro tiempo, pero ha sido matizado por 
el debilitamiento de los Estados nacionales y sus correspondientes tradiciones 
culturales, con el correlativo reforzamiento de concepciones cosmopolitas y 
globalizadoras, que tratan deliberadamente de eludir o superar la afirmación 
de una “cultura nacional”, a diferencia de lo ocurrido desde la Revolución libe-
ral hasta bien entrada la segunda mitad del siglo XX. 

En este contexto, surgen también las reclamaciones de devolución de fondos 
por los nuevos Estados surgidos tras la descolonización, frente a las antiguas 
potencias coloniales, que son distintas pero compatibles de los movimientos 
“contraculturales” que tienden a difuminar el carácter de los centros de depó-
sito cultural como portadores y divulgadores del “canon” cultural dominante 
en cada momento histórico. 

Sin embargo, este movimiento cultural, por una parte, “antinacional” y, por otra, 
“contracultural”, que ha impregnado intensamente la cultura occidental desde 
los años setenta del siglo XX, ha sido compatible en España con la proclama-
ción y el afianzamiento de identidades territoriales infraestatales a través del 
nuevo Estado autonómico surgido de la Constitución de 1978. En los casos 
del País Vasco y de Cataluña –aunque no sólo–, estas identidades han trata-
do de convertirse en las identidades colectivas prevalentes, a través de los 
denominados “procesos de construcción nacional” llevados a cabo, y también 
impuestos, por los poderes autonómicos. La emulación de ciertos rasgos de 
estos procesos por parte de otras Comunidades Autónomas resulta patente, 
con lo que se ha creado una espiral de contagio que puede incluso alterar 
realidades culturales e históricas que se han considerado hasta ahora inmunes 
frente a cualquier tendencia disgregadora de la comunidad político-cultural 
española. En este contexto, es evidente que los museos, archivos y bibliotecas 
del Estado, depositarios de lo más valioso del Patrimonio cultural español, no 
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podían quedar al margen de estos movimientos de fondo, y así efectivamente 
ha sido.

No obstante, antes de analizar la situación creada sobre a partir de la implan-
tación de las Comunidades Autónomas, debemos tratar de responder a ciertas 
preguntas, pues sin ello no comprenderemos bien esa situación: ¿Qué preten-
día el constituyente cuando atribuyó en 1978 al Estado la competencia exclusi-
va sobre los museos, archivos y bibliotecas de titularidad estatal, sin perjuicio 
de su gestión por parte de las Comunidades Autónomas? ¿Cuál es la diferencia 
entre titularidad y gestión y, por tanto, cuál es el alcance de ésta? ¿Qué criterio 
ha de seguirse para transferir la gestión de unos centros a las Comunidades 
Autónomas y retener, por el contrario, la gestión en manos del Estado? 

Desafortunadamente, el debate en las Cortes constituyentes, que, como he 
dicho, tuvo lugar en el Senado, no proporciona suficiente respuesta a esas 
preguntas. Se partía, sin más, de la realidad existente en ese momento, es de-
cir, de los museos, archivos y bibliotecas que eran legado de nuestra historia y 
se encontraban en manos del Estado como resultado de ella, ya procedieran 
de la Corona o de la Desamortización, o hubieran sido creados por la acción 
del Poder. Estos centros contenían lo más valioso del Patrimonio cultural de 
España en manos públicas. 

Esa realidad, incuestionable en 1978, dió lugar a que algunos pensáramos –y 
todavía sostenemos, a pesar del Tribunal Constitucional, como a continuación 
explicaré– que se planteaba constitucionalmente una auténtica “garantía insti-
tucional” en relación a la existencia y a la integridad de los fondos y coleccio-
nes de esos museos, archivos y bibliotecas conforme a su imagen histórica. 
Pensemos particularmente en museos como el Prado, el Arqueológico Nacio-
nal, el de Ciencias Naturales o los museos militares, en bibliotecas como la 
Nacional, en archivos como los de Simancas, Corona de Aragón e Indias o el 
Histórico Nacional, o en los fondos y colecciones históricos, artísticos, biblio-
gráficos y documentales integrantes del Patrimonio Nacional. ¿Es razonable 
pensar que podrían desafectarse como bienes de dominio público y pasar a 
ser bienes patrimoniales del Estado y, por tanto, ser enajenables? ¿No supon-
dría eso un atentado contra la misma continuidad histórica de España de la 
que es expresión el propio Estado?

Pues bien, el Tribunal Constitucional, al tratar en su Sentencia 20/2013, de 31 
de enero acerca de la constitucionalidad de la Ley 21/2005, de 17 de noviem-
bre, que expresamente autorizó la segregación de fondos del Archivo General 
de la Guerra Civil Española en Salamanca, procedentes de incautaciones pro-
ducidas en esa contienda, para su devolución a la Generalidad de Cataluña, 
impugnada mediante el recurso interpuesto por la Junta de Castilla y León, así 
como por cincuenta Senadores y cincuenta Diputados pertenecientes, respec-
tivamente, al Grupo Parlamentario Popular del Senado y del Congreso, en su 
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Fundamento jurídico 4, con relación a la interpretación del artículo 149.1.28 de 
la Constitución, declaró expresamente: 

“De acuerdo con la segunda parte del art. 149.1.28 CE, el Estado tiene 
competencia exclusiva sobre los “museos, bibliotecas y archivos de ti-
tularidad estatal, sin perjuicio de su gestión por parte de las Comunida-
des Autónomas”.

Para el representante de la Junta de Castilla y León, los preceptos im-
pugnados alteran la imagen que hace reconocible al Archivo General 
de la Guerra Civil Española, como institución que conserva y custodia 
“todo el acervo documental concerniente a la represión política”, y por 
ello serían contrarios al artículo 149.1.28 CE, que garantiza la integridad 
del archivo y su permanencia como tal en manos del Estado.

Para el Abogado del Estado, el art. 149.1.28 CE se limitaría a designar al 
ente competente para incidir sobre una materia, los archivos de titula-
ridad estatal, sin predeterminar un contenido concreto de la actuación 
y sin pretender un contenido inalterable de aquellos como pretende la 
demanda.

La segunda cuestión que se nos plantea es, por tanto, si la decisión del 
legislador estatal de restituir los efectos y documentos en su día incau-
tados y que forma hoy parte de un concreto archivo estatal, el Archivo 
General de la Guerra Civil Española, altera la imagen que hace recono-
cible a tal archivo en concreto, imagen que se encontraría garantizada 
en el art. 149.1.28 CE.

De nuevo nuestra respuesta es negativa, pues no es posible deducir 
del art. 149.1.28 CE la existencia de una garantía de la integridad del 
Archivo General de la Guerra Civil como pretende la recurrente, pues 
nos encontramos ante un precepto atributivo de competencias en el 
que no es posible reconocer una garantía institucional tal y como ha 
sido definida por nuestra doctrina.

En efecto, de acuerdo con la doctrina de este Tribunal, “el orden jurí-
dico-político establecido por la Constitución asegura la existencia de 
determinadas instituciones, a las que se considera como componentes 
esenciales y cuya preservación se juzga indispensable para asegurar los 
principios constitucionales, estableciendo en ellas un núcleo o reducto 
indispensable por el legislador. Las instituciones garantizadas son ele-
mentos arquitecturales indispensables del orden constitucional y las 
normaciones que las protegen son, sin duda, normaciones organizati-
vas, pero a diferencia de lo que sucede con las instituciones supremas 
del Estado, cuya regulación orgánica se hace en el propio texto cons-
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titucional, en éstas la configuración institucional concreta se defiere al 
legislador ordinario, al que no se fija más límite que el del reducto indis-
ponible o núcleo esencial de la institución que la Constitución garanti-
za. Por definición, en consecuencia, la garantía institucional no asegura 
un contenido concreto o un ámbito competencial determinado y fijado 
de una vez por todas, sino la preservación de una institución en térmi-
nos recognoscibles para la imagen que de la misma tiene la conciencia 
social en cada tiempo y lugar. Dicha garantía es desconocida cuando 
la institución es limitada, de tal modo que se la priva prácticamente de 
sus posibilidades de existencia real como institución para convertirse 
en un simple nombre. Tales son los límites para su determinación por 
las normas que la regulan y por la aplicación que se haga de éstas. En 
definitiva, la única interdicción claramente discernible es la de la ruptu-
ra clara y neta con esa imagen comúnmente aceptada de la institución 
que, en cuanto formación jurídica, viene determinada en buena parte 
por las normas que en cada momento la regulan y la aplicación que de 
las mismas se hace” (por todas, STC 32/1981, de 28 de julio, FJ 3).

No es admisible tratar de extender la doctrina de este Tribunal sobre la 
garantía institucional al ámbito de los archivos de titularidad estatal. En 
efecto, no es posible considerar que el contenido de todos y cada uno 
de los museos, archivos y bibliotecas de titularidad estatal se encuen-
tre garantizado constitucionalmente por tratarse, cada uno de ellos, de 
una de esas instituciones esenciales dentro del orden constitucional 
cuya preservación se juzga indispensable para asegurar los principios 
constitucionales. Por las razones expuestas, no cabe considerar que la 
ley impugnada vulnere en este punto la Constitución.”

Asimismo, las Sentencias 67 y 68/ 2013, de 14 de marzo, del Tribunal Consti-
tucional, en concordancia con lo anterior, y con relación a la misma cuestión, 
en los recursos de insconstitucionalidad presentados, respectivamente, por 
cincuenta Senadores y cincuenta Diputados del Grupo Popular, señalaron:

“Se impugnan, en segundo lugar, los mismos arts. 1 y 2.2., así como la 
disposición adicional primera de la Ley 21/2005, de 17 de noviembre, 
por vulnerar la garantía institucional que, de acuerdo con la demanda, 
se encontraría recogida en el art. 149.1.28 CE. De nuevo, para resolver 
la cuestión planteada, bastará con remitirnos al fundamento jurídico 4 
de la STC 20/2013, de 31 de enero, en la que se desestimó la impugna-
ción con base en las siguientes consideraciones:

La decisión del legislador estatal de restituir los efectos y documen-
tos en su día incautados y que forman hoy parte de un concreto ar-
chivo estatal, el Archivo General de la Guerra Civil Española, no altera 
la imagen que hace reconocible a tal archivo en concreto, pues no es 
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posible deducir del artículo 149.1.28 CE la existencia de una garantía 
de la integridad del Archivo General de la Guerra Civil Española como 
pretende la recurrente, pues nos encontramos ante un precepto atribu-
tivo de competencias en el que no es posible reconocer una garantía 
institucional tal y como ha sido definida por nuestra doctrina.”

La consideración del contenido del artículo 149.1.28 como una norma atributiva 
de competencias en abstracto se enfrenta, no obstante, a una realidad con-
creta e ineludible, la de las instituciones culturales existentes, que suponen la 
condensación del legado cultural de España. Ese legado, como dijo Manuel 
Azaña del Museo del Prado, “es más importante que la Monarquía y la Repú-
blica juntas”. 

Si partimos, por tanto, de esa realidad histórica y cultural, ¿es posible, tal y 
como dice el Tribunal Constitucional en esas Sentencias, que aquélla no for-
me parte incuestionablemente ––con los mismos términos usados por el Alto 
Tribunal para definir la garantía de ciertas instituciones– de “los componentes 
esenciales [“de la arquitectura constitucional”] cuya preservación se juzga in-
dispensable para asegurar los principios constitucionales”?, o, en todo caso, 
¿se entiende que las instituciones culturales en cuestión son menos esenciales 
para España que las Diputaciones provinciales, que sirvieron para la primera 
plasmación de la garantía institucional sobre ellas en la jurisprudencia constitu-
cional?. Finalmente, ¿no habría sido más prudente, para declarar la constitucio-
nalidad de la Ley de 2005, limitarse a señalar que la segregación limitada de 
ciertos fondos no atentaba globalmente contra la imagen histórica del Archivo 
General de la Guerra Civil Española en Salamanca?

Todas estas preguntas han quedado hasta ahora sin contestación, como tam-
bién sigue sin darse una completa respuesta a la cuestión de cuál debe ser 
la función del Estado como titular de los museos, archivos y bibliotecas que 
le corresponden frente a las competencias de gestión de las Comunidades 
Autónomas sobre aquéllos, e, incluso, ante las pretensiones autonómicas de 
transferencia de su titularidad. Sin embargo, la evolución desde 1978 de la 
regulación y de la gestión de los museos, archivos y bibliotecas de titularidad 
estatal ha sido muy profunda, afectando tanto a su función como a su relación 
con el conjunto de las instituciones culturales de España. 

Todo ello merece una consideración, con independencia de lo que atañe a la 
integridad de sus fondos y colecciones, cuestión muy deficientemente resuel-
ta, como hemos visto, por el Tribunal Constitucional.

Según el Directorio de Museos y Colecciones de España del Ministerio de Cul-
tura existen hoy 160 instituciones museísticas de titularidad estatal adscritas a 
la Administración General del Estado a través de los diferentes Departamentos 
ministeriales, tanto si se trata de museos gestionados directamente por los co-
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rrespondientes Ministerios como por las Comunidades Autónomas mediante 
convenios de gestión. 

A estas instituciones museísticas de titularidad estatal se suman, aunque no for-
man parte estrictamente del Sector Público Estatal, los museos y colecciones 
pertenecientes a las Reales Academias integrantes del Instituto de España, en-
tre los cuales sobresalen el Museo de la Real Academia de Bellas Artes de San 
Fernando y el Gabinete de Antigüedades de la Real Academia de la Historia.

A los Departamentos ministeriales están adscritos museos cuyo origen está en 
el propio ejercicio de la actividad administrativa, por ejemplo, el Museo de la 
Real Casa de la Moneda, el Museo Nacional de Ciencias Naturales y el Museo 
Nacional de Ciencia y Tecnología, adscritos, respectivamente, al Ministerio de 
Hacienda y al Ministerio de Ciencia y Universidades, pero, además de ellos, 
hay tres grandes sectores que destacan, tanto por el número de centros como 
por la extensión y calidad de sus colecciones. Se trata de los museos y co-
lecciones adscritos al Ministerio de Cultura, al Consejo de Administración del 
Patrimonio Nacional, como organismo público adscrito al Ministerio de Presi-
dencia, Justicia y Relaciones con las Cortes, y al Ministerio de Defensa.

Antes de entrar en el ámbito de los museos, archivos y bibliotecas del Estado 
adscritos al Ministerio de Cultura, que es sin duda el más complejo y exten-
so, me referiré brevemente al Patrimonio Nacional y a los museos y archivos 
militares, adscritos al Ministerio de Defensa, ya que, junto con los primeros, 
constituyen indudablemente el núcleo del Patrimonio Histórico de España en 
manos del Estado.

El Patrimonio Nacional, derivado del antiguo Patrimonio de la Corona, hasta 
1931, y del Patrimonio de la República, entre 1932 y 1939, se encuentra hoy 
consagrado como entidad independizada del Patrimonio del Estado por el ar-
tículo 132.3 de la Constitución, aún cuando los bienes y derechos que lo inte-
gran son también de titularidad estatal, encontrándose, de acuerdo con su Ley 
reguladora de 1982, al servicio de la alta representación que la Constitución 
y las leyes confieren al Rey y a la Familia Real y, en lo compatible con ello, al 
servicio de fines culturales y educativos. 

Está constituido hoy por 14 Palacios y Residencias Reales, 12 Reales Patrona-
tos, Monasterios, Conventos, Iglesias y otros edificios históricos, 22.000 hec-
táreas de bosques y montes y 600 hectáreas de Jardines Históricos, 1 Archivo 
General (Archivo General de Palacio) y 2 Bibliotecas históricas (Real Biblioteca 
y Real Biblioteca de San Lorenzo del Escorial), a los que se añade la reciente-
mente inaugurada Galería de las Colecciones Reales dentro del conjunto del 
Palacio Real de Madrid. Todos ellos están situados en 6 Comunidades Autóno-
mas (Madrid, Castilla y León, Castilla-La Mancha, Extremadura, Islas Baleares, 
Islas Canarias).
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Los bienes que forman parte del Patrimonio Nacional constituyen el mejor 
compendio de la imagen histórica de la formación del Estado español y, en 
consecuencia, tienen una extrema importancia desde el punto de vista histó-
rico y cultural para la preservación de la identidad de España como Nación. 
También forman un conjunto de bienes culturales que se cuenta entre los más 
importantes del mundo, con dos Reales Sitios declarados Patrimonio Mundial 
(El Escorial y Aranjuez). Por fortuna, su función representativa y cultural ha sido 
preservada esencialmente hasta ahora, si bien no ha podido evitarse la des-
membración de parte de los Reales Sitios después de 1982, en beneficio de 
otras Administraciones públicas, especialmente visible en los Reales Sitios de 
Aranjuez y la Granja de San Ildefonso, lo que ha producido irreparables daños 
a esos lugares históricos. 

Para garantizar la conservación, integridad y función de ese conjunto de bie-
nes, dada su vinculación estrecha con el ejercicio de la función constitucional 
de la Corona y su carácter de símbolos de la existencia histórica del Estado, 
sería muy conveniente reforzar la autonomía del Consejo de Administración 
del Patrimonio Nacional, transformándolo en una auténtica Administración in-
dependiente, con autonomía de funcionamiento respecto del Gobierno.

Por su parte, el Ministerio de Defensa mantiene una red de 22 museos y 25 
colecciones museográficas, representativos de la historia militar de España y 
del extenso y rico legado cultural de los Ejércitos y la Armada españoles des-
de la época medieval hasta nuestro tiempo, que es uno de los más relevantes 
internacionalmente.

Los 22 museos del Ministerio de Defensa constituyen la Red de Museos de De-
fensa (RMD), coordinada por la Subdirección General de Publicaciones y Patri-
monio Cultural del Ministerio de Defensa. Esa Red está integrada por 3 Museos 
Nacionales (Museo del Ejército, en Toledo; Museo Naval, en Madrid; Museo de 
Aeronáutica y Astronáutica, en la antigua base de Cuatro Vientos, Madrid) y 11 
Museos Histórico Militares del Ejército de Tierra (A Coruña, Burgos, Santa Cruz 
de Tenerife, Cartagena, Ceuta, Melilla, Figueras, Porto Pi (Mallorca), Es Castell 
(Menorca), Sevilla, Valencia), y siete filiales del Museo Naval (Cartagena, Ferrol, 
Las Palmas de Gran Canaria, San Fernando (Cádiz), Museo Marítimo de la ‘To-
rre del Oro’ en Sevilla, Archivo Museo ‘Don Álvaro de Bazán, Viso del Marqués 
(Ciudad Real) y Panteón de Marinos ilustres, en San Fernando (Cádiz), todos 
ellos de titularidad y gestión estatal, y un museo de titularidad estatal y gestión 
compartida (Museo del Alcázar de Segovia).

Por otra parte, el Ministerio de Defensa gestiona 26 archivos históricos, que 
custodian el mayor volumen de fondos documentales del Estado después de 
los gestionados por el Ministerio de Cultura. Estos archivos forman el Sistema 
Archivístico de la Defensa desde el Reglamento de Archivos Militares de 1998. 
Los archivos militares se originan a finales del siglo XVIII, pero la mayor parte 
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de sus fondos es posterior a 1850, aunque pueden encontrarse algunos fon-
dos de los siglos XVI y XVII.

Los Archivos Militares de carácter nacional son los Archivos Generales de Sego-
via, Madrid, Guadalajara y Ávila, todos ellos del Ejército de Tierra, el Archivo Ge-
neral de la Marina, con sus dos sedes de Madrid y El Viso del Marqués (Ciudad 
Real), y el Archivo Histórico del Ejército del Aire, en Villaviciosa de Odón (Madrid)

En el conjunto del Patrimonio Histórico Español de titularidad estatal sobresale, 
sin embargo, el conjunto de colecciones y fondos bibliográficos, documenta-
les, históricos y artísticos integrados en los museos, archivos y bibliotecas ads-
critos al Ministerio de Cultura, bien sean de gestión estatal directa, bien haya 
sido transferida su gestión a las correspondientes Comunidades Autónomas.

El Ministerio de Cultura tiene adscritos más de 90 museos de titularidad esta-
tal, contando los museos y sus filiales, pero no sus secciones ni anexos: 14 de 
ellos son de gestión directa de ese Departamento, a través de la Subdirección 
General de Museos Estatales; otros 6 tienen diversas formas de gestión en ré-
gimen de autonomía; y 69 son gestionados por las Comunidades Autónomas 
mediante convenios de gestión (entre ellos, Museos y colecciones tan impor-
tantes como el Museo Nacional Arqueológico de Tarragona, el Museo Arqueo-
lógico de Sevilla, los Museos de Bellas Artes de Sevilla, Valencia y Zaragoza, 
el Museo de la Alhambra y el Museo de Santa Cruz de Toledo).

No obstante, aunque los 14 museos que gestiona de forma directa el Minis-
terio de Cultura, a través de la Subdirección General de Museos Estatales, se 
denominan en su mayor parte Museos Nacionales, lo cierto es que tienen una 
naturaleza muy diversa y no conforman en realidad una red que responda a un 
criterio definido que justifique su gestión estatal directa , sino al hecho de que, 
por muy distintas razones –y no siempre por su importancia cultural intrínseca 
o su dimensión territorial supracomunitaria– no se ha considerado oportuno 
desde comienzos de la década de 1980 hasta hoy transferir su gestión a las 
Comunidades Autónomas donde se encuentran situados. La diversidad de es-
tos museos es patente: algunos son de carácter claramente supracomunitario 
(Museo Arqueológico Nacional, Museo Nacional de Artes Decorativas, Museo 
de América, Museo Nacional de Antropología, Museo del Traje, Museo Nacio-
nal de Arte Romano de Mérida, Museo Nacional de Arqueología Subacuática 
de Cartagena, Museo Nacional y Centro de Investigaciones de Altamira, Mu-
seo Nacional de Escultura de Valladolid, Museo Sefardí de Toledo), pero otros 
tienen su origen en donaciones o fundaciones, como el Museo Nacional del 
Romanticismo, el Museo Nacional de Cerámica “González Martí” de Valencia, 
los Museos Cerralbo y Sorolla en Madrid y el Museo del Greco en Toledo.

Algunos de los demás museos que están adscritos a ese Ministerio, pero se 
gestionan de muy distintas formas dentro del Sector Público Estatal, a través 
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de organismos públicos o fundaciones regulados por normas específicas, do-
tados todos ellos de muy amplia autonomía, se encuentran entre los más im-
portantes no ya de España, sino del mundo, como es, en particular, el caso del 
Museo Nacional del Prado, al que siguen el Museo Nacional Centro de Arte 
Reina Sofía y el Museo Nacional Thyssen-Bornemisza. Otros, como el Museo 
Lázaro Galdiano o el Museo Nacional de Artes Escénicas de Almagro (gestio-
nado por el Instituto Nacional de las Artes Escénicas y de la Música), no tienen 
el mismo carácter y no se explica bien, salvo por su origen histórico, la razón 
por la cual tienen un estatuto distinto que el resto de los Museos Nacionales 
gestionados directamente por el Ministerio de Cultura.

Los Archivos Estatales están conformados por una red de 9 archivos de titula-
ridad y gestión estatal (Archivo Histórico Nacional en Madrid, Archivo General 
de Simancas, Archivo de la Corona de Aragón en Barcelona, Archivo General 
de Indias en Sevilla, Archivo Histórico de la Nobleza en Toledo, Archivo de la 
Real Chancillería de Valladolid, Archivo General de la Administración en Al-
calá de Henares, Centro Documental de la Memoria Histórica en Salamanca, 
Archivo Histórico de los Movimientos Sociales en Alcalá de Henares). Todos 
son gestionados directamente por el Ministerio de Cultura, a través de la Sub-
dirección General de los Archivos Estatales, que administra también el Centro 
de Investigación Documental de Archivos y el Servicio de Reproducción Docu-
mental de los Archivos Estatales.

Junto a ellos, existen 4 Archivos regionales (Archivos del Reino de Valencia, 
del Reino de Galicia, del Reino de Mallorca y de la Real Chancillería de Gra-
nada) y 44 Archivos Históricos Provinciales. Todos ellos son también de titu-
laridad estatal, si bien su gestión se encuentra transferida a las Comunidades 
Autónomas, las cuales, a partir de esa transferencia, han constituido sus pro-
pios sistemas archivísticos como sistemas distintos del Sistema de Archivos 
del Estado, regulado por un Real Decreto en 2011.

Asimismo, se encuentra también adscrita al Ministerio de Cultura la Biblioteca 
Nacional de España, que tiene un régimen propio de autonomía y funciona-
miento como organismo autónomo, establecido actualmente por un Real De-
creto de 2009. 

En el Sistema Español de Bibliotecas, establecido por un Real Decreto en 1989, 
conforme a la Ley del Patrimonio Histórico Español de 1985, y regulado hoy 
por la Ley de la lectura, del libro y de las bibliotecas de 2007, se integran tam-
bién las 53 Bibliotecas Públicas del Estado, situadas en todas las capitales de 
provincia y ciudades autónomas (a excepción de Barcelona, Bilbao, Pamplona 
y San Sebastián) y en otras importantes ciudades españolas (Gijón, Mahón, 
Mérida, Orihuela y Santiago de Compostela). Su gestión fue transferida desde 
los comienzos del Estado autonómico a las Comunidades Autónomas, salvo la 
Biblioteca Pública del Estado en Vitoria, cuya gestión corresponde a la Diputa-
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ción Foral de Álava, y la Biblioteca Pública del Estado en Mahón, cuya gestión 
compete al Consejo Insular de Menorca. 

Los Museos de titularidad estatal adscritos al Ministerio de Cultura cuya ges-
tión ha sido transferida a las Comunidades Autónomas no constituyen un buen 
ejemplo de la colaboración entre las Administraciones públicas, y esto también 
puede decirse de los archivos y bibliotecas adscritos a ese Ministerio con ges-
tión autonómica, pues los convenios de gestión inicialmente establecidos a 
partir de la transferencia de la gestión de los museos, archivos y bibliotecas de 
titularidad estatal a la Generalidad de Cataluña en 1979, que sirvieron de base 
para la transferencia de esos centros a las restantes Comunidades Autóno-
mas, han sido progresivamente modificados y, en buena medida, desvirtuados. 

Así pues, se ha pasado en los últimos decenios de un modelo de gestión con 
responsabilidades compartidas entre la Administración del Estado y las Admi-
nistraciones Autonómicas –no sólo para la conservación de los edificios y de 
las colecciones y fondos, sino también para el mantenimiento de la dirección 
de esas instituciones a cargo de funcionarios del Estado pertenecientes a los 
Cuerpos Facultativos de Conservadores de Museos y de Archivos y Bibliote-
cas, lo que resultaba lógico dada la titularidad estatal de aquéllas–, a un siste-
ma en el que la Administración estatal realiza las principales inversiones, pero 
queda prácticamente apartada del resto de la gestión cultural y, desde luego, 
del gobierno y administración internos. 

Los centros de depósito cultural de titularidad estatal dejan así de constituir 
un auténtico “sistema”, como pretendían los Reglamentos de los Sistemas 
Españoles de Museos, de Bibliotecas y de Archivos, previstos por la Ley del 
Patrimonio Histórico Español de 1985, que considera a esos centros como el 
núcleo de la cultura común española –en el mismo sentido que el profesor Je-
sús Prieto de Pedro da a este concepto en su fundamental obra “Cultura, cultu-
ras y Constitución” publicada poco después–, y quedan desconectados entre 
sí, integrándose progresivamente en redes puramente autonómicas. De este 
modo se desdibuja mucho su papel como instrumentos al servicio de la cultura 
y de la cooperación cultural entre el Estado y las Comunidades Autónomas, 
conforme al artículo 149.3 de la Constitución, y se potencia su consideración 
como instituciones estrictamente autonómicas o, incluso, locales, con merma 
de su proyección y de su función desde el punto de vista cultural, lo que, des-
de luego, no responde a la concepción cultural integradora de la Constitución, 
tal y como se desprende de la interpretación sistemática de sus preceptos, 
que, como he dicho, había ya mantenido en 1983 el profesor Muñoz Machado. 

Sostuve la misma tesis en mi discurso de ingreso en la Real Academia de Be-
llas Artes de San Fernando en 1996, en el que me atreví a añadir que los mu-
seos, archivos y bibliotecas de titularidad estatal estaban amparados por una 
auténtica garantía institucional en nuestra Constitución, pues de lo contrario 



LOS MUSEOS, BIBLIOTECAS Y ARCHIVOS DEL ESTADO DESDE 1978	 141

no tiene sentido mencionarlos expresamente como de competencia estatal, ya 
que son, por definición, del Estado. Esta tesis, como hemos visto, no obtuvo el 
menor respaldo del Tribunal Constitucional, pero, a mi juicio, no por ello deja 
de ser lógica y tener sentido en el contexto de una interpretación sistemáti-
ca de la Constitución, mientras el Estado tenga constitucionalmente atribuido, 
como deber esencial, el servicio a la cultura y la comunicación cultural entre 
las Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas. De lo contrario, podríamos 
llegar a asistir a una descomposición o desagregación cultural completamente 
contraria a lo propugnado constitucionalmente, con grave riesgo para la conti-
nuidad en el futuro de la comunidad cultural española que nos ha sido legada 
por nuestra historia. 
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1. INTRODUCCIÓN
A primera vista se podría pensar que la Ciencia en España no debiera ha-
ber experimentado cambios significativos por la aprobación de la Constitu-
ción española en diciembre de 1978. Esta apreciación es solo aparente por-
que la aprobación de la Constitución condujo a un conjunto de actuaciones 
que, como mostraremos sucintamente en esta presentación, sirvieron para 
dar un impulso notable a la Ciencia española. Formalmente, la Constitución es 
un sustrato legal que sirve como asentamiento del nuevo Estado de derecho 
pero incluso para alguien ajeno al mundo jurídico, como quien esto escribe, la 
aprobación de la Constitución de 1978 significó mucho más. Dicha aprobación 
constituyó el refrendo del nuevo estado democrático en España, lo que se tra-
duciría después en una serie de cambios normativos de distinta índole, que sin 
duda potenciaron la Ciencia de nuestro país. Por otra parte, la aprobación de 
la Constitución significó para muchos un paso muy importante en la homologa-
ción e identificación de España con su entorno europeo, lo que llevaba consi-
go un proceso de modernización. Identificación y modernización tenían como 
un elemento fundamental la apuesta decidida por el progreso científico. Por no 
hablar de lo que significó una sociedad con determinación y medios para ge-
nerar una transparencia en las instituciones, por ejemplo a la hora de evaluar 
los programas e instituciones científicas incluidos los propios investigadores.

Como ejemplos de la influencia en la actividad científica del nuevo entorno 
democrático que la Constitución sancionaba, se pueden citar desde el desa-
rrollo de la autonomía universitaria hasta la participación en los programas de 
investigación y desarrollo (I+D) de la Comisión Europea (CE) de entonces, par-
ticipación que fue unida a nuestra entrada en la CE en 1986. Pero tampoco 
cabe subestimar la importancia de un cambio sustancial del clima oficial frente 
a la actividad creadora. Desgraciadamente, la Historia de España no mues-
tra la existencia de un interés desmedido por la Ciencia hasta la aparición de 
la Institución Libre de Enseñanza con la extraordinaria figura de Cajal como 
faro orientador. Desgraciadamente, el golpe militar que siguió cercenó aquel 
primer atisbo de modernidad. Décadas después, la actitud preconstitucional 
hacia la Ciencia no había mejorado. A título de ejemplo, citemos una frase en la 
Ley Fundacional del CSIC de 1939: “En las coyunturas más decisivas de su his-
toria, concentró la Hispanidad sus energías espirituales para crear una cultura 
universal”. Afortunadamente, el mundo contemporáneo quizás contempla el 
progreso científico con otros enfoques menos grandilocuentes y más acordes 
con la actitud frente a la ciencia en una sociedad moderna. Actitud sintetizada 
quizás por el nóbel Jacques Monod1: “El mensaje importante de la ciencia 
está en la definición de una nueva fuente de verdad que exige una revisión de 
las premisas éticas y una ruptura total con la tradición animista…”.

1  Jacques Monod, “El Azar y la Necesidad”, (Seix&Barral, Barcelona 1971), Cap.9
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En mi contribución llevaré a cabo un recorrido sucinto sobre algunas normas 
desarrolladas en etapas temporales casi inmediatamente post-constituciona-
les y sus desarrollos sucesivos, que se han traducido en que la Ciencia espa-
ñola alcance hoy día un lugar apropiado en el concierto internacional.

2. LA LEY DE REFORMA UNIVERSITARIA (1983)
El primer desarrollo legislativo de gran importancia para la Ciencia española, 
ya en plena vigencia de la Constitución, fue la Ley de Reforma Universitaria 
(LRU) de Agosto de 19832. No hay que olvidar que la Universidad representa 
aproximadamente el 70% de la producción científica española y, por tanto, su 
correcta regulación es crucial para la actividad científica en nuestro país.

Ya había incidido la Constitución en su artículo 27.10 en un aspecto fundamen-
tal para el desarrollo científico, a saber, el reconocimiento de la autonomía uni-
versitaria. La LRU otorga la máxima importancia a este precepto constitucional 
desarrollándolo desde su artículo segundo. La universidad española anterior 
a la Constitución era una universidad enormemente influida por el poder polí-
tico, dependiente del departamento ministerial correspondiente hasta en los 
más mínimos detalles. Esta dependencia constituyó un freno importante para 
el desarrollo de iniciativas particulares con la que cada universidad pudiera ex-
presar sus fortalezas. La uniformidad a ultranza era la regla absoluta. Si echa-
mos una ojeada a la realidad actual en España, veremos que la mayoría de las 
universidades han aprovechado su autonomía para poner en marcha títulos 
propios (algunos de gran aceptación), para establecer convenios internaciona-
les, para firmar contratos con empresas y un largo etcétera.

La apuesta de la LRU por la Ciencia se muestra además en diversos puntos de 
su articulado, por ejemplo con el énfasis en la labor de investigación esperable 
del profesorado universitario, así como en la apertura de nuevas vías para la in-
teracción de dicha investigación con los requerimientos de la Sociedad. Así el 
artículo 10 introduce el concepto de Institutos Universitarios instituciones dedi-
cadas preferentemente a la investigación, íntimamente imbricados en el tejido 
de la Universidad. También el muy utilizado artículo 11 que facilita e incentiva 
económicamente la colaboración del profesorado universitario con empresas 
públicas o privadas cooperando en desarrollos científico-técnicos de interés 
para estas últimas. La LRU asimismo subraya la importancia del título de doctor, 
no siempre demasiado apreciado en nuestro entorno. Regula en su artículo 31 
la vía para cursarlo incluyendo una delimitación de los cursos de doctorado, 
lo que introduce un equilibrio entre aprendizaje muy especializado y trabajo 
original de tesis doctoral. Incluso en aspectos más operativos, se mantiene 
la misma tendencia. Así en su artículo 38 se establece también en la Ley que 

2 BOE-A-1983-23432 Ley Orgánica 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma Universitaria.
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en los concursos para provisión de plazas académicas es obligado presentar 
un trabajo original de investigación como marchamo de esta actividad. Como 
síntesis, se puede afirmar que antes de la LRU la investigación en una Univer-
sidad enseñante era meramente tolerada mientras que esa Ley coloca a la 
investigación en un lugar prioritario del quehacer universitario.

3. LEY DE FOMENTO Y COORDINACIÓN GENERAL DE LA INVESTI-
GACIÓN CIENTÍFICA Y TÉCNICA (1986)
La Constitución apoya firmemente la actividad científica. Así en su Capítulo 3, 
“De los principios rectores de la política social y económica” en su artículo 44.2 
conmina a los poderes públicos a dicho apoyo. Dice así “Los poderes públicos 
promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en beneficio del 
interés general”.

El primer paso legislativo para cumplir este precepto lo constituye de Ley de 
Fomento y Coordinación general de la Investigación Científica y Técnica3 (la 
llamada “Ley de la Ciencia”), aprobada en abril de 1986, que fue el primer 
intento serio de organización del sistema de Ciencia y Tecnología de nuestro 
país. En ella, se crea un órgano rector encargado de la coordinación de la acti-
vidad científica y de sus presupuestos, a saber, la Comisión Interministerial de 
Ciencia y Tecnología (CICYT), con representantes de los distintos ministerios 
con intereses en Investigación y Desarrollo (I+D), particularmente el Ministerio 
de Industria que fomenta una buena coordinación con el desarrollo de innova-
ción en las empresas. A la CICYT se le dota de un fondo especial, el denomina-
do Fondo Nacional para el fomento de dicha actividad de I+D cuya actuación 
viene regulada por el llamado Plan Nacional de I+D, que posteriormente se 
promulga por real decreto.

Un aspecto muy importante de esta ley es la capacidad de coordinar la in-
vestigación en todo el Estado. Su sustento legal viene del artículo 149.15 de 
la propia Constitución que concede al Estado la competencia exclusiva para 
el “Fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica”, 
precisamente el nombre de la ley que nos ocupa. En tiempos de polémica 
sobre las competencias que deben tener las Comunidades Autónomas (CC.
AA.) cabe comentar que esta exclusividad, aparte de su aspecto legal, tiene 
una sólida base argumental. En efecto, la investigación científica de primer 
nivel se desarrolla siempre en un entorno muy competitivo y cualquier reduc-
ción en el ámbito geográfico de dicha competitividad, p.ej. transfiriendo a las 
CC.AA. las competencias en la materia, tendría en términos generales como 
efecto inmediato la disminución de la calidad en la ciencia de primer nivel. Un 
buen ejemplo de esta afirmación lo tenemos en Alemania donde si bien la 

3 BOE núm. 93, de 18 de abril de 1986, páginas 13767 a 13771 (5 págs.)
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enseñanza universitaria está transferida a los Länder (equivalentes a nuestras 
CC.AA.), no es ese el caso de la investigación que es competencia exclusiva 
del gobierno federal.

Lo anterior no es obstáculo para que las CC.AA. puedan tener actuaciones 
propias en el terreno de la I+D utilizando sus propios recursos. Sin embargo la 
Ley establece la necesidad de una coordinación de las actuaciones de las dife-
rentes Comunidades Autónomas entre sí, y de éstas con la Administración Ge-
neral del Estado. A tal exigencia responde la creación por esta Ley de un Con-
sejo General de la Ciencia y la Tecnología en el que participan representantes 
de la Administración General del Estado y de las Comunidades Autónomas.

Un ejemplo actual de la capacidad de dedicar fondos propios autonómicos a 
actividades de I+D lo representa la creación de instituciones como ICREA por 
el gobierno de Cataluña. Esta institución conjuga financiación pública y priva-
da y tiene como objeto atraer talento científico de alto nivel a universidades y 
centros de investigación en Cataluña. Creada en 1999, puede asegurarse que 
ha sido una iniciativa de éxito. Tomando como referencia de éxito la obtención 
de las muy competitivas Ayudas europeas (ERC grants), Cataluña ha sido bas-
tante más competitiva que el resto de España (Figura 1). Una iniciativa similar 
es la vasca Ikerbasque, con creación de centros propios de investigación en 

FIGURAS 

 
Figura 1: Total de grants ERC (European Research Council) de la Comunidad Europea 
hasta marzo de 2023 por regiones de la Península Ibérica. (Datos, DataHub de ERC) 
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el País Vasco y énfasis en la cooperación con empresas. La Comunidad de 
Madrid optó por otro modelo, la creación de nuevos centros en áreas priorita-
rias. Algunos de ellos, aunque no todos, han alcanzado niveles científicos muy 
encomiables. Casi todos estos centros, creados en las CC.AA. aprovechando 
el espacio abierto en la Constitución, o en desarrollos derivados de la misma, 
participan en el Plan Nacional en muchas ocasiones cooperando con los orga-
nismos dependientes de la Administración del Estado y con las Universidades 
en el marco del Plan Nacional de Investigación Científica y Desarrollo Tecno-
lógico.

Aparte de la coordinación antes aludida el Plan Nacional pretende atajar el 
problema de la tradicional insuficiencia en la dotación de recursos así como 
la de asegurar que España participa plenamente en el proceso de desarrollo 
tecnológico en que están inmersos los países industrializados de nuestro en-
torno. Como ejemplo del aumento de recursos señalemos que a lo largo de los 
4 años del 1º Plan Nacional (cuatrienio de 1987 a 1991) el gasto español en I+D 
sobre el PIB creció un 36% (de 0.64 a 0.87%).

Otro impulso muy importante, para la investigación española lo constituyó la 
entrada de España en la Comunidad Europea en 1986, poco después de la 
normalización de nuestro sistema democrático en el marco de la Constitución. 
Aparte del beneficioso influjo de fondos provenientes de los Programas Mar-
cos de la Comunidad Europea hay un aspecto que conviene resaltar aquí y 
ahora, el de la participación de grupos españoles en consorcios europeos, tan-
to de grupos de investigación como de empresas. En particular, en el caso de 
estas últimas, esta participación tuvo una componente didáctica. Las empresas 
españolas pudieron constatar cómo sus equivalentes de la Europa más indus-
trializada colaboraban sistemáticamente con grupos de investigación de uni-
versidades y similares y se planteaban problemas con un enfoque más allá de 
plazos muy cortos. Por su parte los grupos de investigación de universidades y 
centros de investigación percibieron cómo es posible colaborar en proyectos 
de aplicación industrial a la vez que desarrollar investigación de alto nivel.

4. EL PLAN NACIONAL DE I+D
El I Plan Nacional de I+D (ahora denominado “Estatal”), herramienta fundamen-
tal de la Ley de la Ciencia fue aprobado por la CICYT para el cuatrienio 1988-
1991. Desde entonces se han ido aprobando planes cuatrienales sucesivos 
con similares objetivos; el último ejecutado es el IX Plan Estatal de Investiga-
ción Científica y Técnica y de Innovación 2021-2023 y ya está comenzando el 
X 2024-2027. El IX Plan alcanzaba ya un presupuesto (incluyendo préstamos) 
de 10.335 millones de euros. En esta cifra va incluida también la aportación 
de los fondos europeos del Plan de Recuperación, Transformación y Resilien-
cia. Desde el punto de vista operativo hubo también cambios: la CICYT inicial 
dejó de ser operativa en 2009 y dio paso en 2015 a la denominada Agencia 
Estatal de Investigación (AEI) que, en la actualidad, coordina las actividades 
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de la Ciencia en España4. Para la evaluación de los proyectos de investigación 
presentados a las distintas convocatorias, la AEI recogió la experiencia de su 
embrión inicial, la ANEP (Agencia Nacional de Evaluación y Prospectiva) crea-
da inicialmente por la Ley de la Ciencia.

El Plan Nacional está concebido como una herramienta para fomentar la inves-
tigación básica en general, para incidir especialmente en áreas prioritarias y 
para coordinar la investigación de distintos protagonistas así como gestionar 
los fondos internacionales. Asimismo el Plan impulsa el desarrollo tecnológi-
co en empresas y centros de investigación públicos. Desde el primer Plan se 
reconocían tres líneas de actuación: (i) Una llamada inicialmente de promo-
ción general del conocimiento. Dirigida fundamentalmente a promover la in-
vestigación básica de calidad, cualquiera que fuese su temática. Esta línea 
fue reforzada más recientemente por la aprobación de un Programa Europeo 
ERC (European Research Council) dirigido al mismo fin con un nivel competi-
tivo muy alto. La obtención de una ayuda (grant) del ERC es hoy día una seña 
de identidad de calidad elevada en el curriculum de un investigador. (ii) Una 
segunda línea la constituyen los denominados inicialmente Programas Nacio-
nales, programas de I+D en áreas prioritarias coordinados con frecuencia con 
fondos sectoriales. (iii) La tercera componente viene dada por un programa de 
formación de personal investigador que incluía como novedad importante la 
formación post-doctoral, con frecuencia en prestigiosos centros extranjeros5. 
Un número no despreciable de estos científicos muy bien formados, tras su 
etapa postdoctoral, optó por permanecer en el centro extranjero. Para facili-
tar la reincorporación de estos científicos españoles se lanzó años después 
en 2001 el programa de contratación denominado Programa Ramón y Cajal6, 
destinado a facilitar su reinserción consiguiendo un puesto de carácter esta-
ble en un organismo de investigación español. Este programa desde sus pri-
meros años de vigencia ha conseguido atraer a miles de investigadores y ha 
constituido un elemento muy importante para potenciar la calidad de nuestras 
universidades y OPIs (organismos públicos de investigación, tales como CSIC, 
Ciemat etc.), así como para luchar contra la muy pregonada endogamia univer-
sitaria. Nótese, que a pesar de este último obstáculo, en el primer decenio del 
año 2000 un 86% de los contratados Ramón y Cajal obtuvo posteriormente 
una plaza permanente en el propio centro donde tuvo el contrato.

4 Real Decreto 1067/2015, de 27 de noviembre, por el que se crea la Agencia Estatal de 
Investigación 
5 Una evaluación expost de este programa ha sido publicada por la Fundación La Caixa/
Real Academia de Ciencias, “Análisis de los programas de posdoctorado en el extranjero para 
investigadores españoles (Fundación La Caixa, Palma 2021)
6 «BOE» núm. 30, de 4 de febrero de 2002, páginas 4367 a 4383 (17 págs.)
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Finalmente, hay que subrayar que con la creación del Ministerio de Ciencia, 
Innovación y Universidades se asegura también la coordinación de no solo 
la investigación universitaria sino también de los fondos de estímulo a la I+D 
empresarial, en particular los del CDTI.

5. OTRAS ACTUACIONES
Reseñamos aquí alguna otra actuación importante más allá de las grandes ini-
ciativas legales antes indicadas. La primera es la acción normativa, orden mi-
nisterial de 1988 de retribuciones complementarias por investigación para el 
profesorado universitario y para investigadores de centros públicos. 

Es la primera vez que se introduce en el funcionariado (profesores de universi-
dad e investigadores de OPIs) un complemento salarial por méritos investiga-
dores acreditados por una evaluación externa. Esta evaluación de le calidad de 
la investigación realizada por los solicitantes está coordinada por una Comisión 
Nacional de Evaluación de la Actividad Investigadora (CNEAI). La introducción 
de ese programa no fue fácil por el prurito de igualdad tradicional en los cuerpos 
docentes. Razones muy debatidas afectaban a condiciones más bien subjetivas 
del tipo de ¿cómo iba a aceptar un Catedrático de Universidad que una Comisión 
le fuera a evaluar negativamente o por debajo de otro colega, quizás con menos 
antigüedad?. Otras estaban referidas a los criterios de evaluación que fueron 
mejorándose sucesivamente7. La utilización de criterios estrictamente científi-
cos, análogos a los empleados por la comunidad internacional como criterios de 
investigación de calidad permitió llevar adelante y consolidar el programa. Hoy 
día el programa (los ”tramos” o “sexenios” de investigación) está ampliamen-
te aceptado y, de hecho, esas evaluaciones han sido utilizadas repetidamente, 
más allá del aumento salarial, como marchamo de calidad para formar comités, 
representar organismos etc. Incluso alguna CC.AA. ha utilizado el mismo pro-
cedimiento, a veces usando los propios resultados de la CNEAI, para reforzar 
económicamente algunos de sus investigadores más competitivos. Cabe afirmar 
que ha sido un paso importante en el camino de la antes mencionada identifica-
ción de nuestro país con el entorno europeo8.

Entre otras iniciativas de articulación del sistema quisiera señalar también la 
reciente creación de la denominada Oficina C del Congreso de los Diputa-
dos, gestionada por la FECYT, con el objetivo de establecer un nexo directo 
entre los representantes políticos de la ciudadanía y la comunidad científi-

7  Resolución de 18 de noviembre de 2009 de la CNEAI publicada en BOE de 1 de diciembre de 
2009)
8 Juan Rojo, “University Autonomy and the Search for Quality”, en Goals and Purposes of Higher 
Education in the 21stCentury, Ed. Arnold Burgen, Kingsley (London, 1996) pp.155-166 
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ca9. Entre otras actuaciones, la Oficina C propone anualmente a la Mesa del 
Congreso un cierto número número de temas científicos de posible interés 
para el Congreso. Para ello se asesora de un Comité Científico donde está 
representada, entre otras instituciones el Instituto de España. La Mesa esco-
ge una media docena de dichos temas y la Oficina C se ocupa de redactar los 
informes correspondientes y seleccionar expertos de la Comunidad Científi-
ca que puedan asistir al proceso de informes de puesta a punto. Ejemplos de 
temas recientes tratados son: ciberseguridad, inteligencia artificial y salud, 
hidrógeno verde como combustible, avances en enfermedades neurodege-
nerativas etc.

6. MIRANDO HACIA EL FUTURO
He intentado argumentar como la aprobación de la Constitución, y sus conse-
cuencias políticas, facilitó grandemente el crecimiento de la Ciencia en España 
y su aproximación al quehacer científico europeo. No querría dar la impresión 
de que la Ciencia en España haya alcanzado todas las cotas deseables ni que 
no existan desfasajes y desajustes. Ciertamente, no cabe ignorar problemas 
que requieren solución, como la aún incompleta incorporación del talento fe-
menino10, la a veces intolerable burocracia, la modernización de gobernanza 
de las universidades con la búsqueda de la excelencia en el profesorado11, la 
oferta convincente de formación a lo largo de la vida para los trabajadores 
y tantos otros. Pero, permítaseme, como ejemplo, perfilar aquí dos grandes 
escollos que, a mi juicio, dificultan en buena medida el desarrollo científico de 
nuestro país.

El primero de ellos se refiere a la financiación. Pero no voy a incidir en las re-
iteradas críticas de las cifras globales sino sobre su desglose según el origen 
de dicha financiación: pública (universidades, OPIs como CSIC o Ciemat etc y 
centros propios de CCAA) o privada (en su gran mayoría empresas). Muchas 
veces se producen críticas sobre la relativa ineficacia de la transferencia de 
resultados de investigación de la pública a la privada. Pero, casi siempre se 
olvida que una condición muy importante para que dicha transferencia sea 
efectiva es la existencia de estructuras receptivas del nivel adecuado en las 
empresas. Y ello requiere un aumento sustancial de las inversiones en I+D de 
las propias empresas. Con frecuencia se alude al retraso de la inversión total 
en I+D española en términos del PIB, 1.43%, respecto a la media europea del 

9 https://es.wikipedia.org/wiki/Oficina_de_Ciencia_y_Tecnolog%C3%ADa_del_Congreso_de_
los_Diputados
10 Datos recientes en Estadística de personal de las universidades Curso 2021-2022, Ed. SIIU 
Ministerio de Universidades
11 Véase p.ej. Javier Solana, Juan Rojo y Ana Crespo, ELPais 18 Julio 2012, “Más calidad para la 
Universidad pública”
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2.27%. Pero lo que se olvida (véase Figura 2) es que mientras para el gasto 
público los porcentajes respectivos son del 0.63% frente a 0.75% , en lo que 
respecta al gasto privado representan el 0.72% frente al 1.52%12. Por ponerlo en 
lenguaje directamente asequible: para alcanzar la media europea, el gasto pú-
blico anual debería aumentar aproximadamente unos 1600 millones de € pero 
el privado debería hacerlo en 9600 millones de €. No se trata, como parece 
que piensan algunos, de salvar la brecha con Europa solamenteactuando con 
cargo a los presupuestos generales del Estado. La implicación económica en 
actuaciones en I+D de las empresas es fundamental.

El segundo gran escollo, y este no es un problema español sino universal, lo 
constituye la modernización y optimización del sistema de evaluación cientí-
fica13. El desarrollo científico está basado en la investigación de calidad y el 
reconocimiento de esta calidad implica casi siempre una componente compe-
titiva. No tiene sentido mantener ni financiar grupos de investigación que no 
alcancen niveles de calidad adecuados. Por ello es imprescindible la existen-
cia de un sistema de evaluación que sea capaz de reconocer estos niveles.

Tradicionalmente en los países desarrollados la evaluación científica ha tenido 
como piedra angular el reconocimiento del impacto de los resultados de la in-
vestigación de una persona o grupo en la comunidad científica. Esto requiere 
en general un análisis de las publicaciones, los reconocimientos en forma de 
invitación a conferencias o premios internacionales, la obtención de ayudas 
internacionales a la investigación (tales como las muy prestigiosas ERC grants 
ya mencionadas). Desgraciadamente, el desarrollo de las nuevas técnicas in-
formáticas ha conducido al excesivo protagonismo de una evaluación del im-
pacto científico en términos de conteo (la llamada a veces, “numerología). En 
el límite, esto ha llevado en ocasiones (¡contadas, es verdad!) a la aparición de 
abusos e incluso a comportamientos delictivos mediante la manipulación de la 
información. Ejemplos tales como la proliferación de publicaciones en ciertas 
revistas mediante pago o la falsa pertenencia de algunos investigadores a ins-
tituciones para incrementar fraudulentamente el índice de impacto de éstas, 
han alarmado muy razonablemente incluso a la opinión pública14. Conviene 
subrayar que en este terreno, los avances en inteligencia artificial pueden cier-
tamente facilitar la detección y tratamiento de los comportamientos inadecua-
dos pero no olvidemos que pueden también suministrar nuevas herramientas 
a los impostores. Nótese que estos lamentables excesos suceden con más 
frecuencia en países que han experimentado en las últimas décadas un creci-

12 Datos INE y EUROSTAT, 2021
13 Véase, p.ej, Nature 11 January 2022, Editorial, “Research evaluation needs to change with the 
times”.
14 Nuestra Academia de Ciencias (RAC) ya hizo público hace meses un comunicado (puede 
consultrase en su página web) en la que censuraba enérgicamente estos comportamientos y 
alertaba sobre su posible mala utilización.
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miento más rápido, por 
ejemplo China o Espa-
ña. En los países con 
una comunidad cien-
tífica asentada desde 
hace años, el reconoci-
miento científico tiene 
una mucho más sóli-
da base social. Urge, 
pues, optimizar el sis-
tema de evaluación15 
para asegurar le efica-
cia del gasto público.

Si lanzamos la vista 
atrás, al periodo de 
nuestra Historia desde 1978, creo que se puede afirmar que la plena incorpo-
ración a la comunidad científica europea de la Ciencia española no ha ido a 
la zaga de otros avances significativos de nuestra Sociedad. No voy a reseñar 
aquí datos numéricos que justifican sobradamente este aserto16. Hoy, España 
ocupa el lugar undécimo en la producción científica mundial17. Si miramos al 
presente ciertamente queda todavía mucho espacio pendiente de mejora pero 
si miramos a ese periodo clave desde 1978 y consideramos donde estábamos 
entonces y donde estamos ahora creo que no hay motivo para el desaliento.

Las leyes básicas que  derivaron de las premisas de la Constitución (LRU y 
Ley de la Ciencia) recibieron adenda y extensiones que las actualizaron a lo 
largo de las pasadas décadas aunque quizás aún necesiten una puesta al día 
global de acuerdo con los cambios acaecidos en nuestra sociedad y en la de 
nuestros socios europeos, por ejemplo al hilo de los avances que han tenido 
lugar en nuevas tecnologías y los todavía incipientes en inteligencia artificial. 
¿Seremos capaces de contrarrestar las fuerzas que se vislumbran opuestas a 
dichos cambios? Si consiguiéramos restaurar el consenso existente en nues-
tra Sociedad en la aprobación de la ley constitucional estoy seguro de que lo 
lograríamos.

15 Chris Woolston, “Time to rethink the scientific CV”, Nature 604, 203-205 (2022)
16 La fuente más fiable y actualizada de datos científicos y tecnológicos comparados entre países 
es la plataforma EUROSTAT de la Comisión Europea, fácilmente accesible en la red.
17 Nature Index 2023, tabla “count per countries” (Nature, London)
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Figura 2:  Comparación entre España (E) y la Unión Europea (EU) del 
gasto total en I+D  y su desglose en público y  privado 
Origen de datos (2022): Eurostat e INE, elaboración de figura propia
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INE, elaboración 
de figura propia.
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